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NICOLÁS MADURO MOROS 
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y ca-
lidad revolucionaria en la construcción 
del Socialismo, la refundación del Estado 
venezolano, basado en los principios hu-
manistas, sustentado en condiciones mo-
rales y éticas que persiguen el progreso 
de la patria y del colectivo, por mandato 
del pueblo y en ejercicio de la atribución 
que me confiere el numeral 8 del artículo 
236 de la Constitución de la República Bo-
livariana de Venezuela, y de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 1º, literales 
“c” y “f” en el ámbito de la lucha contra la 
corrupción y en el literal “e” en el ámbito 
de la defensa de la economía de la Ley que 
autoriza el Presidente de la República para 
dictar Decretos con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley en las Materias que se delegan en 
Consejo de Ministros.

DICTO

El siguiente,

DECRETO CON RANGO, VALOR 
Y FUERZA DE LEY DE REFORMA 

PARCIAL DE LA LEY CONTRA 
LOS ILICITOS CAMBIARIOS

Artículo único. Se incorpora la Dispo-
sición Transitoria Tercera, de la siguiente 
forma:

“Tercera. Quedan exentas de la aplicación 
de los artículos 5 y 9 de la presente ley , 
así como cualquier otra norma que colide 
con esta disposición , las personas natu-
rales residentes en la República que abran 
o que posean cuentas en moneda extran-
jera en la Banca Pública”.

DISPOSICIÓN FINAL
 
Única. De conformidad con lo previsto 
en el artículo 5º de la Ley de Publicacio-
nes Oficiales, imprímase a continuación 
en un solo texto el Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de la Ley Contra los Ilícitos 
Cambiarios, publicada en Gaceta Oficial 
de la República Bolivariana de Venezue-
la Nº 5.975 Extraordinario, de fecha 17 
de mayo de 2010, con las reformas aquí 
sancionadas y en el correspondiente texto 
íntegro, corríjase donde sea necesario la 
nomenclatura del articulado correspon-
diente, corríjase e incorpórese donde sea 
necesario el lenguaje de género, y sustitú-
yanse las firmas, fechas y demás datos de 
promulgación.

Dado en Caracas, a los tres días del mes 
de diciembre de dos mil trece. Años 203º 
de la Independencia, 154º de la Federación 
y 14º de la Revolución Bolivariana.

Cúmplase, 
(L.S.) 
NICOLÁS MADURO MOROS 
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NICOLÁS MADURO MOROS 
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y ca-
lidad revolucionaria en la construcción 
del Socialismo, la refundación del Estado 
venezolano, basado en los principios hu-
manistas, sustentado en condiciones mo-
rales y éticas que persiguen el progreso 
de la patria y del colectivo, por mandato 
del pueblo y en ejercicio de la atribución 
que me confiere el numeral 8 del artículo 
236 de la Constitución de la República Bo-
livariana de Venezuela, y de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 1º, literales 
“c” y “f” en el ámbito de la lucha contra la 
corrupción y en el literal “e” en el ámbito 
de la defensa de la economía de la Ley que 
autoriza el Presidente de la República para 
dictar Decretos con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley en las Materias que se delegan en 
Consejo de Ministros.

DICTO

El siguiente,

DECRETO CON RANGO, VALOR 
Y FUERZA DE LEY CONTRA 
LOS ILICITOS CAMBIARIOS

 

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

 
Artículo 1º. La presente Ley tiene por 
objeto establecer los supuestos de hecho 
que constituyen ilícitos cambiarios y sus 
respectivas sanciones.

Artículo 2º. A los efectos de esta Ley, se 
entenderá por:

1. �Divisa: Expresión de dinero en mone-
da metálica, billetes de bancos, cheques 
bancarios y cualquier modalidad, dis-
tinta al bolívar, entendido éste como la 
moneda de curso legal en la República 
Bolivariana de Venezuela, así como tam-
bién títulos valores que estén denomina-
dos en moneda extranjera o puedan ser 
liquidados en moneda extranjera.

2. �Operador Cambiario: Persona jurí-
dica que realiza operaciones de corretaje 
o intermediación de divisas, autorizadas 
por la legislación correspondiente y por 
la normativa dictada por el Banco Cen-
tral de Venezuela, previo cumplimiento 
de los requisitos establecidos por el ór-
gano administrativo competente.

3. �Operación Cambiaria: Compra y 
venta de cualquier divisa con el bolívar.

4. �Autoridad Administrativa en Ma-
teria Cambiaria: Comisión de Admi-
nistración de Divisas (CADIVI).

5. �Autoridad Administrativa San-
cionatoria en Materia Cambia-
ria: Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de finanzas, a 
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través de la Dirección General de Ins-
pección y Fiscalización y la Comisión 
Nacional de Valores, para lo que res-
pecta a las operaciones realizadas con 
títulos valores.

Artículo 3º. A los fines de la presente 
Ley, el Ministerio del Poder Popular con 
Competencia en materia de finanzas, por 
órgano de la Dirección General de Ins-
pección y Fiscalización, ejerce la potestad 
sancionatoria prevista en esta Ley.

Artículo 4º. Esta Ley se aplica a perso-
nas naturales y jurídicas que, actuando en 
nombre propio, ya como administradores, 
intermediarios, verificadores, beneficia-
rios de las operaciones cambiarias, con-
travengan lo dispuesto en esta Ley, en los 
convenios suscritos en materia cambiaria 
por el Ejecutivo Nacional y el Banco Cen-
tral de Venezuela, así como, en cualquier 
norma de rango legal y sublegal aplicable 
en esta materia.

La responsabilidad personal de los o las 
gerentes, administradores o administra-
doras, directores o directoras, o depen-
dientes de una persona jurídica subsiste 
cuando de sus hechos se evidencia la 
comisión de cualquiera de los ilícitos es-
tablecidos en esta Ley.

CAPÍTULO II
De la Obligación de Declarar

 
Artículo 5º. Las personas naturales o ju-
rídicas que importen, exporten, ingresen o 
egresen divisas, hacia o desde el territorio 
de la República Bolivariana de Venezuela, 
por un monto superior a los diez  mil dó-

lares de los Estados Unidos de América 
(US$ 10.000,00) o su equivalente en otras 
divisas, están obligadas a declarar ante la 
Autoridad Administrativa en Materia Cam-
biaria el monto y la naturaleza de la res-
pectiva operación o actividad.

Todo ello, sin perjuicio de las competen-
cias propias del Banco Central de Vene-
zuela en la materia.

Están exentas del cumplimiento de esta 
obligación los títulos valores emitidos por 
la República Bolivariana de Venezuela y 
adquiridos por las personas naturales o 
jurídicas al igual que todas aquellas divi-
sas adquiridas por personas naturales no 
residentes, que se encuentren en situa-
ción de tránsito o turismo en el territorio 
nacional y cuya permanencia en el país 
sea inferior a ciento ochenta días conti-
nuos; no obstante, quedan sujetas a las 
sanciones previstas en la presente Ley, 
cuando incurran en los ilícitos contenidos 
en la misma.

Artículo 6º. A los efectos de la presente 
Ley, los importadores deberán indicar en 
el manifiesto de importación el origen de 
las divisas obtenidas.

Todas las personas naturales y jurídicas 
que posean establecimientos que comer-
cialicen bienes y servicios que se hayan 
adquirido con divisas autorizadas por la 
Comisión de Administración de Divisas 
(CADIVI), deberán exhibir en su respec-
tivo establecimiento un anuncio visible al 
público, indicando cuales de los bienes y 
servicios ofertados en ese comercio fue-
ron adquiridos con divisas autorizadas 
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por CADIVI. Queda encargado del cum-
plimiento de esta disposición el Institu-
to para la Defensa de las Personas en el 
Acceso a los Bienes y Servicios (INDEPA-
BIS), y podrá auxiliarse de la contraloría 
social de los consejos comunales u otras 
organizaciones sociales a tales efectos.

El incumplimiento de estos deberes aca-
rreará multa de quinientas Unidades Tri-
butarias (500 U.T.). En caso de reinciden-
cia, la multa será de mil Unidades Tributa-
rias (1.000 U.T.).

Artículo 7º. Los exportadores de bienes o 
servicios distintos a los señalados en el ar-
tículo 5, cuando la operación ascienda a un 
monto superior a diez mil dólares de los Es-
tados Unidos de América (US$ 10.000,00) 
o su equivalente en otras divisas, están 
obligados a declarar al Banco Central de 
Venezuela, a través de un operador cam-
biario, los montos en divisas y las caracte-
rísticas de cada operación de exportación, 
en un plazo que no excederá de quince días 
hábiles, contados a partir de la fecha de la 
declaración de la exportación ante la autori-
dad aduanera correspondiente.

Todo ello, sin perjuicio de cualquier otra 
declaración que las autoridades adminis-
trativas exijan en esta materia.

Artículo 8º. Están exentas de la obligación 
de declarar, señalada en el artículo anterior:

1. �La República, cuando actué a través de 
sus órganos.

2. �Petróleos de Venezuela Sociedad Anó-
nima (PDVSA), en lo que concierne a 

su régimen especial de administración 
de divisas previsto en la Ley del Banco 
Central de Venezuela.

3. �Las empresas constituidas o que se 
constituyan para desarrollar cualquie-
ra de las actividades a que se refiere la 
Ley Orgánica de Hidrocarburos, dentro 
de los límites y requisitos previstos en 
el respectivo convenio cambiario.

CAPÍTULO III  
De los Ilícitos Cambiarios

 
Artículo 9º. Es competencia exclusiva 
del Banco Central de Venezuela, bien en 
moneda, bien en títulos valores, realizada 
con el objeto final de obtener para sí o 
para sus clientes la liquidación de saldos 
en moneda extranjera por la enajenación 
de los mismos en una oportunidad previa 
a su fecha de vencimiento, la venta y com-
pra de divisas por cualquier monto.

Quien contravenga esta normativa está 
cometiendo un ilícito cambiario y será san-
cionado con multa del doble del monto de 
la operación o su equivalente en bolívares.

Quien en una o varias operaciones en un 
mismo año calendario, sin intervención del 
Banco Central de Venezuela, compre, ven-
da o de cualquier modo ofrezca, enajene, 
transfiera o reciba divisas entre un monto 
de diez mil dólares (US$ 10.000,00) hasta 
veinte mil dólares (US$ 20.000,00) de los 
Estados Unidos de América o su equiva-
lente en otra divisa, será sancionado con 
multa del doble del monto de la operación 
o su equivalente en bolívares.
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Cuando en el caso señalado anteriormen-
te, el monto de la operación sea superior 
a los veinte mil dólares de los Estados 
Unidos de América (US$ 20.000,00) o su 
equivalente en otra divisa, la pena será de 
prisión de dos a seis años y multa equiva-
lente en bolívares al doble del monto de la 
operación.

Sin perjuicio de la obligación de reintegro 
o venta de las divisas ante el Banco Cen-
tral de Venezuela, según el ordenamiento 
jurídico aplicable.

Artículo 10. Quien obtenga divisas, 
mediante engaño, alegando causa falsa o 
valiéndose de cualquier otro medio frau-
dulento, será penado de tres a siete años 
de prisión y multa del doble del equivalen-
te en bolívares del monto de la respectiva 
operación cambiaria, además de la venta 
o reintegro de las divisas al Banco Central 
de Venezuela.

Si el engaño, la causa falsa o el medio 
fraudulento que se empleare, son descu-
biertos antes de la obtención de las divi-
sas, la pena se rebajará conforme a las 
disposiciones del Código Penal.

Artículo 11. Quienes destinen las divi-
sas obtenidas lícitamente para fines dis-
tintos a los que motivaron su solicitud, 
serán sancionados con multa del doble 
del equivalente en bolívares de la opera-
ción cambiaria.

Igualmente, la autorización de divisas 
otorgadas a personas naturales o jurídi-
cas por cualquier medio establecido en 
la normativa legal es intransferible, por lo 

tanto se considera ilícito toda desviación 
o utilización de las divisas por personas 
distintas a las autorizadas, los que incu-
rrieren en dicho ilícito, serán sancionados 
con una multa correspondiente al doble 
del equivalente en bolívares a la operación 
o actividad cambiaria realizada.

Artículo 12. Cuando para la comisión 
de cualesquiera de los ilícitos cambiarios 
establecidos en esta Ley, se hiciere uso de 
medios electrónicos o informáticos, o de 
especiales conocimientos o instrumentos 
propios de la materia bancaria, financiera 
o contable, la pena será la del ilícito come-
tido aumentada de un tercio a la mitad, sin 
perjuicio de lo establecido en otras leyes 
especiales que regulen estas actividades.

Artículo 13. Al funcionario público o 
funcionaria pública que valiéndose de su 
condición o en razón de su cargo, incurra, 
participe o coadyuve a la comisión de cual-
quiera de los ilícitos establecidos en esta 
Ley, se le aplicará la pena del ilícito come-
tido aumentada de un tercio a la mitad, sin 
menoscabo de las sanciones administrati-
vas y disciplinarias a que haya lugar.

CAPÍTULO IV
Del Procedimiento Penal 

Ordinario
 
Artículo 14. Los ilícitos y la reincidencia 
en los mismos establecidos en esta Ley 
que conlleven la aplicación de penas pri-
vativas de libertad, serán conocidos por la 
jurisdicción penal ordinaria y se les aplica-
rá el procedimiento previsto en el Código 
Orgánico Procesal Penal.
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Artículo 15. En los casos que existieran 
elementos que supongan la comisión de 
algún ilícito cambiario sancionado con 
pena restrictiva de libertad, la Autoridad 
Administrativa Sancionatoria en materia 
cambiaria deberá enviar copia certificada 
del expediente al Ministerio Público, a 
fin de iniciar el respectivo procedimiento 
conforme a lo dispuesto en el Código Or-
gánico Procesal Penal.

Artículo 16. Los organismos públicos 
o privados, están obligados a prestar co-
laboración a la administración de justicia 
en el procesamiento de los casos que se 
deriven de la aplicación de la presente Ley. 

El Banco Central de Venezuela (BCV), el 
Servicio Nacional Integrado de Adminis-
tración Aduanera y Tributaria (SENIAT), la 
Superintendencia de Bancos y Otras Ins-
tituciones Financieras (SUDEBAN), la Su-
perintendencia de Inversiones Extranjeras 
(SIEX), la Superintendencia de Seguros 
(SUDESEG), el Servicio Nacional de Con-
tratistas (SNC), la Comisión Nacional de 
Valores (CNV), el Instituto para la Defensa 
de las Personas en el Acceso a los Bienes 
y Servicios (INDEPABIS), el Servicio Ad-
ministrativo Identificación (sic) Migración 
y Extranjería (SAIME), la Autoridad Admi-
nistrativa en Materia Cambiaria (Comisión 
de Administración de Divisas CADIVI) y 
la Autoridad Administrativa Sancionato-
ria en Materia Cambiaria (Ministerio del 
Poder Popular con competencia en ma-
teria de finanzas, a través de la Dirección 
General de Inspección y Fiscalización y 
la Comisión Nacional de Valores, para lo 
que respecta a las operaciones realizadas 
con títulos valores), serán auxiliares de la 

administración de justicia a los fines pre-
vistos en esta Ley.

Será obligación de todos los organismos 
públicos y privados colaborar con la Auto-
ridad Administrativa Sancionatoria en ma-
teria cambiaria, a los fines establecidos en 
esta Ley.

Artículo 17. Las personas naturales o ju-
rídicas que ofrezcan, anuncien, divulguen 
de forma escrita, audiovisual, radioeléctri-
ca, informática o por cualquier otro medio, 
información financiera o bursátil sobre las 
cotizaciones de divisas diferentes al valor 
oficial, serán sancionadas con una multa 
de mil unidades tributarias (1.000 U.T.).

En caso de reincidencia la sanción será el 
doble de lo establecido en este artículo.

Artículo 18. La acción y las penas pre-
vistas en esta Ley que conlleven sancio-
nes privativas de libertad, prescribirán 
conforme a las reglas del Código Penal.

CAPÍTULO V 
De las Infracciones 

Administrativas
 
Artículo 19. Las personas naturales y 
jurídicas, quienes pública o privadamen-
te, ofrecieren en el país la compra, venta 
o arrendamiento de bienes y servicios en 
divisas, serán sancionadas con multa del 
doble al equivalente en bolívares del mon-
to de la oferta.

Para el caso de la oferta pública la misma 
sanción se aplicará a la persona natural o 
jurídica que coadyuve a dar publicidad a 
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este tipo de ofertas, y al funcionario públi-
co o funcionaria pública que autenticare o 
registrare un documento con tales carac-
terísticas con inobservancia a lo dispuesto 
en la Ley del Banco Central de Venezuela y 
a la normativa contenida en los convenios 
cambiarios.

Artículo 20. Quien incumpla la obliga-
ción de declarar establecida en los artí-
culos 5 y 7 de esta Ley, o habiendo de-
clarado haya suministrado datos falsos o 
inexactos, será sancionado con multa del 
doble al equivalente en bolívares del mon-
to de la respectiva operación o actividad.

Quien declare fuera del lapso establecido 
en el artículo 7 de esta Ley, será sancio-
nado con el equivalente en bolívares del 
monto de la respectiva operación o activi-
dad. Si la declaración se presenta una vez 
iniciado el procedimiento administrativo 
sancionatorio, se aplicará la sanción pre-
vista en el encabezado de este artículo.

En el caso de no declaración de las divisas 
por parte de las personas naturales o ju-
rídicas en la oportunidad correspondiente 
y cuyo origen no puede ser demostrado 
como lícito, la Autoridad Administrativa 
Sancionatoria en materia cambiaria podrá 
aplicar retención preventiva de las divisas.

Los interesados o interesadas tendrán un 
lapso de treinta días continuos para probar 
el origen de los fondos a través de todos 
aquellos documentos o medios probato-
rios válidos en la legislación venezolana.

En virtud del presente artículo los intere-
sados o interesadas podrán ejercer igual-

mente todos los recursos establecidos 
en la Ley Orgánica de Procedimientos 
Administrativos.

Las divisas objeto de la presente medida se-
rán puestas en custodia del Banco Central de 
Venezuela en un lapso no mayor de veinticua-
tro horas después de aplicada la medida.

De comprobar el origen ilícito de las divi-
sas retenidas, la Autoridad Administrativa 
Sancionatoria en materia cambiaria podrá 
aplicar el decomiso de las mismas.

Artículo 21. Los importadores que in-
cumplan la obligación de reintegrar al 
Banco Central de Venezuela la totalidad o 
parte de las divisas obtenidas lícitamente 
dentro de los quince días hábiles de estar 
firme en sede administrativa la orden de 
reintegro, serán sancionados con multa 
del doble al equivalente en bolívares del 
monto de la respectiva operación.

Los exportadores que incumplan la obli-
gación de vender al Banco Central de Ve-
nezuela la totalidad o parte de las divisas 
obtenidas lícitamente dentro de los cinco 
días hábiles bancarios contados a partir 
de la fecha de su disponibilidad material, 
serán sancionados con multa del doble al 
equivalente en bolívares del monto de la 
respectiva operación.

En caso de reincidencia, se aplicará para 
ambos casos el doble de la multa estable-
cida en este artículo.

Están exentas del cumplimiento de esta 
obligación las operaciones realizadas por 
la República Bolivariana de Venezuela.
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Artículo 22. La Autoridad Administrativa 
Sancionatoria en Materia Cambiaria, sancio-
nará con multa del doble al equivalente en 
bolívares del monto de la operación a las 
personas jurídicas, cuando en su represen-
tación, los gerentes, administradores, direc-
tores o dependientes, valiéndose de los re-
cursos de la sociedad o por decisión de sus 
órganos directivos incurrieren en algunos 
de los ilícitos previstos en la presente Ley.

CAPÍTULO VI 
Del Procedimiento 

Sancionatorio 
de la Iniciación, 

Sustanciación y Terminación
 
Artículo 23. La Autoridad Administrativa 
Sancionatoria en Materia Cambiaria, ejer-
cerá su potestad atendiendo los principios 
de transparencia, imparcialidad, racionali-
dad y proporcionalidad.

Artículo 24. Los procedimientos para la 
determinación de las infracciones a que se 
refiere el presente capítulo, se iniciarán de 
oficio de parte de la Autoridad Adminis-
trativa Sancionatoria en Materia Cambiaria 
o por denuncia oral o escrita presentada 
ante la misma.

Artículo 25. El auto de apertura del pro-
cedimiento sancionatorio será dictado 
por la máxima Autoridad Administrativa 
Sancionatoria en Materia Cambiaria; en él, 
se establecerán con claridad las presun-
ciones de los hechos a investigar, los fun-
damentos legales pertinentes y las conse-
cuencias jurídicas que se desprenderán en 
el caso de que los hechos a investigar se 
lleguen a constatar.

La Autoridad Administrativa Sancionatoria 
en Materia Cambiaria, podrá de oficio en el 
auto de apertura del procedimiento admi-
nistrativo, solicitar a la autoridad adminis-
trativa competente en materia cambiaria:

1. �La suspensión temporal del Registro 
de Usuarios del Sistema de Administra-
ción de Divisas.

2. �Cualquier otra medida que estime con-
veniente para asegurar el correcto uso 
de las divisas.

Artículo 26. En la boleta de notificación, 
se emplazará al presunto infractor o in-
fractora para que en un lapso no mayor 
de diez días hábiles consigne los alega-
tos y pruebas que estime pertinentes. 
La notificación se practicará de manera 
personal en el domicilio, sede o estable-
cimiento permanente del presunto infrac-
tor o infractora.

Si la notificación personal no fuere posible 
se ordenará la notificación del presunto 
infractor o infractora mediante dos únicos 
carteles, los cuales se publicarán en un 
diario de circulación nacional y regional, 
en este caso se entenderá notificado o 
notificada el presunto infractor o presun-
ta infractora al quinto día hábil siguiente 
después de efectuadas las publicaciones, 
circunstancia que se advertirá de forma 
expresa en dichos carteles.

Artículo 27. Cuando en la sustanciación 
apareciesen hechos no relacionados con 
el procedimiento en curso, pero que pu-
diesen ser constitutivos de infracciones a 
esta Ley, la Autoridad Administrativa San-
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cionatoria en Materia Cambiaria ordenará 
la apertura de un nuevo procedimiento.

Artículo 28. La sustanciación del ex-
pediente deberá concluirse dentro de los 
treinta días hábiles siguientes a la notifi-
cación del auto de apertura, mediante acto 
administrativo, pudiéndose prorrogar me-
diante un auto para mejor proveer, hasta 
por quince días hábiles cuando la compleji-
dad del asunto así lo requiera. En la sustan-
ciación del procedimiento administrativo, 
la Autoridad Administrativa Sancionatoria 
en Materia Cambiaria tendrá las más am-
plias potestades de investigación, rigiéndo-
se su actividad por el principio de libertad 
de prueba. Dentro de la actividad de sus-
tanciación, dicha autoridad administrativa 
podrá realizar, los siguientes actos:

1. �Llamar a declarar a cualquier persona 
en relación con la presunta infracción.

2. �Requerir de las personas relacionadas 
con el procedimiento, documentos o 
información pertinente para el esclare-
cimiento de los hechos.

3. �Emplazar, mediante la prensa nacional 
o regional, a cualquier otra persona in-
teresada que pudiese suministrar infor-
mación relacionada con la presunta in-
fracción. En el curso de la investigación 
cualquier particular podrá consignar en 
el expediente administrativo, los docu-
mentos que estime pertinente a los efec-
tos del esclarecimiento de la situación.

4. �Solicitar a otros organismos públicos, 
información relevante respecto a las 
personas involucradas, siempre que la 

información que ellos tuvieren no hu-
biese sido declarada confidencial o se-
creta, de conformidad con la ley.

5. �Realizar las fiscalizaciones en materia 
cambiaria que se consideren pertinen-
tes, a los fines de la investigación.

6. �Evacuar las pruebas necesarias para el 
esclarecimiento de los hechos objeto 
del procedimiento sancionatorio.

7. �Practicar las auditorías financieras que 
se consideren pertinentes, a los fines 
de la investigación.

8. �Practicar cualquier otra actuación o dili-
gencia necesaria para el esclarecimien-
to de los hechos objeto de la investiga-
ción del procedimiento sancionatorio.

Artículo 29. Al día hábil siguiente de 
culminada la sustanciación del expediente, 
comenzará un lapso de quince días hábiles, 
prorrogable por un lapso igual, mediante 
auto razonado y cuando la complejidad del 
caso lo amerite, para que la máxima Auto-
ridad Administrativa Sancionatoria en Ma-
teria Cambiaria decida el asunto.

Artículo 30. La decisión de la Autoridad 
Administrativa Sancionatoria en Materia 
Cambiaria, se notificará al interesado o 
interesada una vez determinada la exis-
tencia o no de infracciones y, en caso 
afirmativo, se establecerán las sanciones 
correspondientes. El afectado o afectada 
podrá ejercer contra la decisión dictada 
los recursos establecidos en la ley.
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Artículo 31. Una vez determinada en 
sede administrativa la decisión que im-
ponga sanción de multa por la infracción 
cometida, el infractor o infractora dispon-
drá de un lapso no mayor de diez días há-
biles para dar cumplimiento voluntario a 
la sanción impuesta.

Transcurrido el lapso sin que el infractor 
o infractora hubiese cumplido voluntaria-
mente, la Autoridad Administrativa San-
cionatoria en Materia Cambiaria realizará 
las actuaciones correspondientes, para su 
ejecución forzosa en vía jurisdiccional.

Artículo 32. A partir del día siguiente del 
vencimiento del lapso para que el infractor 
o infractora dé cumplimiento voluntario a 
la sanción impuesta, comenzará a causarse 
intereses de mora a favor del Tesoro Na-
cional, calculados sobre la base de la tasa 
máxima para las operaciones activas que 
determine el Banco Central de Venezuela.

Artículo 33. Las infracciones administra-
tivas y sus sanciones respectivas previstas 
en esta Ley, prescriben al término de cinco 
años. La prescripción comenzará a contar-
se desde la fecha de la infracción; y para las 
infracciones continuadas o permanentes, 
desde el día en que haya cesado la conti-
nuación o permanencia del hecho.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera. Esta Ley mantendrá su vigencia 
mientras exista el control cambiario. Sin 
embargo, los procedimientos judiciales y ad-
ministrativos que se hayan iniciado de con-
formidad con esta Ley, continuarán su curso 
hasta tanto se dicte sentencia definitiva.

Segunda. A los efectos de la presente 
Ley, la Comisión de Administración de Di-
visas (CADIVI), podrá aplicar la retención 
preventiva sobre aquellas divisas que no 
hayan sido declaradas en la oportunidad 
correspondiente y cuyo origen no sea 
comprobado como lícito, la Autoridad 
Administrativa Sancionatoria en Materia 
Cambiaria tendrá un lapso no mayor de 
seis meses, a partir de la publicación de 
la presente Ley en la Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana de Venezuela, en 
función de adecuar su estructura organi-
zativa para aplicar esta sanción.

Tercera. Quedan exentas de la aplicación 
de los artículos 5 y 9 de la presente ley , 
así como cualquier otra norma que colide, 
con esta disposición, las personas natura-
les residentes en la República que abran o 
que posean cuentas en moneda extranjera 
en la Banca Pública.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA 

Única. Se deroga la Ley Contra los Ilícitos 
Cambiarios, publicada en Gaceta Oficial de 
la República Bolivariana de Venezuela Nº 
5.975 Extraordinario, de fecha 17 de mayo 
de 2010, no obstante, los procedimientos 
y procesos que se encuentran actualmen-
te en curso, serán decididos conforme a la 
norma sustantiva y adjetiva prevista en la 
Ley Contra los Ilícitos Cambiarios, hasta 
tanto los mismos sean decididos.

DISPOSICIÓN FINAL
 
Única. El presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Contra los Ilícitos 
Cambiarios entrará en vigencia a partir de 
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su publicación en la Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana de Venezuela.

Dado en caracas, a los tres días del mes 
de diciembre de dos mil trece. Años 203º 
de la Independencia, 154º de la Federación 
y 14º de la Revolución Bolivariana.

Cúmplase, 
(L.S.) 
NICOLÁS MADURO MOROS
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LEY ORGÁNICA 
DE PRECIOS JUSTOS

Gaceta Oficial Extraordinaria de la República Bolivariana de Venezuela Nº 40.340  
23 de enero de 2014

Decreto Nº 600
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NICOLÁS MADURO MOROS 
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y cali-
dad revolucionaria en la construcción del 
socialismo, la refundación de la patria ve-
nezolana, basado en principios humanis-
tas sustentados en las condiciones mo-
rales y éticas que persiguen el progreso 
del país y del colectivo, por mandato del 
pueblo, y en ejercicio de las funciones que 
me confiere el numeral 8 del artículo 236 
de la Constitución de la República Boliva-
riana de Venezuela y el numeral 2, literal c, 
de la Ley que Autoriza al Presidente de la 
República para Dictar Decretos con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley en las materias 
que se delegan en Consejo de Ministros.

DICTO

El siguiente,

DECRETO CON RANGO, VALOR 
Y FUERZA DE LEY ORGÁNICA 

DE PRECIOS JUSTOS

 

TÍTULO I
CONTROL DE COSTOS, 

GANANCIAS Y DETERMINACIÓN 
DE PRECIOS JUSTOS

 
CAPÍTULO I

Disposiciones Generales
 

Objeto
Artículo 1. La presente Ley tiene por ob-
jeto asegurar el desarrollo armónico, jus-
to, equitativo, productivo y soberano de la 
economía nacional, a través de la determi-
nación de precios justos de bienes y servi-
cios, mediante el análisis de las estructuras 
de costos, la fijación del porcentaje máxi-
mo de ganancia y la fiscalización efectiva 
de la actividad económica y comercial, a 
fin de proteger los ingresos de todas las 
ciudadanas y ciudadanos, y muy especial-
mente el salario de las trabajadoras y los 
trabajadores; el acceso de las personas a 
los bienes y servicios para la satisfacción 
de sus necesidades; establecer los ilícitos 
administrativos, sus procedimientos y 
sanciones, los delitos económicos, su pe-
nalización y el resarcimiento de los daños 
sufridos, para la consolidación del orden 
económico socialista productivo. 

Sujetos de Aplicación
Artículo 2. Quedan sujetos a la aplicación 
de la presente Ley, las personas naturales y 
jurídicas de derecho público o privado, nacio-
nales o extranjeras, que desarrollen activida-
des económicas en el territorio de la Repúbli-
ca Bolivariana de Venezuela, incluidas las que 
se realizan a través de medios electrónicos.
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 Se exeptúan aquellas que por la natura-
leza propia de la actividad que ejerzan se 
rijan por normativa legal especial.

Fines
Artículo 3. Son fines de la presente Ley 
los siguientes:

1. �La consolidación del orden económico so-
cialista, consagrado en el Plan de la Patria.

2. �Incrementar, a través del equilibrio eco-
nómico, el nivel de vida del pueblo ve-
nezolano, con miras a alcanzar la mayor  
suma de felicidad posible.

3. �El desarrollo armónico y estable de la 
economía, mediante la determinación de 
precios justos de los bienes y servicios, 
como mecanismo de protección del sa-
lario y demás ingresos de las personas.

4. �Fijar criterios justos de intercambio, 
para la adopción o modificación de 
normativas que incidan en los costos, 
y en la determinación de porcentajes de 
ganancia razonables.

5. �Defender, proteger y salvaguardar los 
derechos e intereses individuales, co-
lectivos y difusos, en el acceso de las 
personas a los bienes y servicios para 
la satisfacción de sus necesidades.

6. �Privilegiar la producción nacional de 
bienes y servicios.

7. �Proteger al pueblo contra las prácticas 
de acaparamiento, especulación, boi-
cot, usura, desinformación y cualquier 
otra distorsión propia del modelo capi-

talista, que afecte el acceso a los bienes 
o servicios declarados o no de primera 
necesidad.

8. �Atacar los efectos nocivos y restrictivos 
derivados de las prácticas monopóli-
cas, monopsónicas, oligopólicas y de 
cartelización.

9. �Cualquier otro que determine el Ejecu-
tivo Nacional.

Orden Público
Artículo 4. Las disposiciones de la 
presente Ley son de orden público y, en 
consecuencia, irrenunciables. Las opera-
ciones económicas entre los sujetos defi-
nidos en la presente Ley, que sean de su 
interés particular y en las que no se afecte 
el interés colectivo, podrán ser objeto de 
conciliaciones o arreglos amistosos.

Divisas
Artículo 5. Las divisas que sean asigna-
das por parte de la autoridad competente 
en el marco del régimen de administración 
de divisas, serán estrictamente supervisa-
das y controladas a fin de garantizar se 
cumpla el objeto y uso para el cual fueron 
solicitadas y otorgadas.

Contrato de Fiel Cumplimiento
Artículo 6. A quien se le otorgue divi-
sas para cualesquiera de las actividades 
económicas señaladas en la presente ley, 
deberá suscribir un contrato de fiel cum-
plimiento, que contendrá la obligación de 
cumplir estrictamente con el objeto y uso 
para el cual fueron solicitadas, así como las 
consecuencias en caso de incumplimiento.
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Los bienes adquiridos o producidos con 
divisas otorgadas por la República, debe-
rán ser identificados mediante etiqueta, 
que permita informar al consumidor sobre 
la procedencia de las divisas. 

Declaratoria de Utilidad Pública
Artículo 7. Se declaran y por lo tanto son 
de utilidad pública e interés social, todos 
los bienes y servicios requeridos para de-
sarrollar las actividades de producción, 
fabricación, importación, acopio, trans-
porte, distribución y comercialización de 
bienes y prestación de servicios.

El Ejecutivo Nacional puede iniciar el pro-
cedimiento expropiatorio cuando se hayan 
cometido ilícitos económicos y adminis-
trativos de acuerdo a lo establecido en el 
artículo 114 de la Constitución de la Repú-
blica Bolivariana de Venezuela y, cualquie-
ra de los  ilícitos administrativos previstos 
en la presente Ley.

En todo caso, el Estado podrá adoptar me-
dida de ocupación temporal e incautación 
de bienes mientras dure el procedimien-
to expropiatorio, la cual se materializará 
mediante la posesión inmediata, puesta 
en operatividad, administración y el apro-
vechamiento del establecimiento, local, 
bienes, instalaciones, transporte, distri-
bución y servicios por parte del órgano o 
ente competente del Ejecutivo Nacional, 
a objeto de garantizar la disposición de 
dichos bienes y servicios por parte de la 
colectividad. El órgano o ente ocupan-
te deberá procurar la continuidad de la 
prestación del servicio o de las fases de 
la cadena de producción, distribución y 
consumo, de los bienes que corresponda.

En los casos de expropiación, de acuer-
do a lo previsto en este artículo, se podrá 
compensar y disminuir del monto de la in-
demnización lo correspondiente a multas, 
sanciones y daños causados, sin perjuicio 
de lo que establezcan otras leyes.

Coordinación
de las Actividades Económicas

Artículo 8. A fin de que el Estado vene-
zolano pueda ejercer su función de control 
de costos y ganancias, así como la deter-
minación de precios justos de forma más 
adecuada y eficiente, todos los órganos 
y entes de la Administración Pública con 
competencia en las materias relacionadas, 
deberán dirigir sus respectivas acciones 
de manera coordinada y articulada con la 
Superintendencia Nacional para la defensa 
de los derechos socio económicos, bajo la 
rectoría de la Vicepresidencia Económica 
de Gobierno. 

Principio de Simplicidad 
Administrativa

Artículo 9. La actividad administrativa 
derivada de los órganos y entes señalados 
en el artículo anterior, debe concentrar y 
establecer los trámites administrativos 
indispensables, para reducir según la uti-
lidad, el número de requisitos y recaudos, 
que permitan la correcta y oportuna eva-
luación y procesamiento de los trámites 
de las mismas.

De igual manera, debe proporcionar me-
canismos ágiles y sencillos para proce-
sar las consultas, propuestas, opiniones, 
denuncias, sugerencias y quejas, que 
realicen los usuarios y usuarias sobre los 
servicios prestados.
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TÍTULO II
DE LA SUPERINTENDENCIA 

NACIONAL PARA LA DEFENSA 
DE LOS DERECHOS SOCIO 
ECONÓMICOS (SUNDDE) 

 
CAPÍTULO I

Naturaleza, Atribuciones, 
Estructura 

 
Naturaleza de la Superintendencia
Artículo 10. Se crea la Superintendencia 
Nacional para la Defensa de los Derechos 
Socio Económicos (SUNDDE), como un 
órgano desconcentrado con capacidad 
de gestión presupuestaria, administrativa 
y financiera, adscrita a la Vicepresidencia 
Económica de Gobierno. 

La SUNDDE, mediante Reglamento Inter-
no establecerá una estructura organizati-
va que le permita ejercer con eficacia sus 
funciones. Las funcionarias y funcionarios 
que ejerzan actividades de inspección o 
supervisión serán de libre nombramiento 
y remoción, conforme a las previsiones 
contempladas en la Ley del Estatuto de la 
Función Pública.

Atribuciones y Facultades
Artículo 11. Corresponde a la SUNDDE 
el ejercicio de las siguientes atribuciones:

1. �Ejercer la rectoría, supervisión y fisca-
lización en materia de estudio, análisis, 
control y regulación de costos y deter-
minación de márgenes de  ganancias y 
precios.

2. �Diseñar, implementar y evaluar, coor-
dinadamente con los Ministerios del 
Poder Popular u otros organismos que 
correspondan, según el caso, los meca-
nismos de aplicación, control y segui-
miento para el estudio de costos y de-
terminación de márgenes de ganancias 
razonables para fijar precios justos, así 
como la supervisión, control y aplica-
ción de la presente Ley.

3. �Fijar los precios máximos de la cadena 
de producción o importación, distribu-
ción y consumo, de acuerdo a su im-
portancia económica y su carácter es-
tratégico, en beneficio de la población, 
así como los criterios técnicos para la 
valoración de los niveles de intercambio 
equitativo y justo de bienes y servicios.

4. �Proveer al Ejecutivo Nacional de la infor-
mación y las recomendaciones necesarias, 
para el diseño e implementación de polí-
ticas dirigidas a la regulación de precios.

5. �Solicitar a los sujetos de aplicación de 
la presente Ley y a los entes y orga-
nismos de la Administración Pública 
que corresponda, la información que 
estime pertinente para el ejercicio de 
sus competencias.

6. �Dictar la normativa necesaria para la 
implementación de la presente Ley, re-
ferida a los mecanismos, metodología, 
requisitos, condiciones y demás aspec-
tos necesarios para el análisis de los 
costos, y a la determinación de los már-
genes razonables de ganancias para la 
fijación de precios justos, así como sus 
mecanismos de seguimiento y control. 
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7. �Ejecutar los procedimientos de supervi-
sión, control, verificación, inspección y 
fiscalización para determinar el cumpli-
miento de la presente Ley. 

8. �Sustanciar, tramitar y decidir los proce-
dimientos de su competencia, y aplicar 
las medidas preventivas y correctivas, 
además de las sanciones administrati-
vas que correspondan en cada caso.

9. �Actuar como órgano auxiliar en las in-
vestigaciones penales que adelante el 
Ministerio Público, sobre los hechos ti-
pificados en la presente Ley, conforme 
al ordenamiento jurídico vigente.

10. �Emitir los certificados de precios justos.

11. �Proponer al Ejecutivo Nacional las re-
glamentaciones que sean necesarias 
para la aplicación de la presente Ley.

12. �Dictar su reglamento interno y las nor-
mas necesarias para su funcionamiento.

13. �Emitir dictamen sobre los asuntos de 
su competencia.

14. �Elaborar, mantener y actualizar el Re-
gistro Único de personas naturales y 
jurídicas que desarrollen actividades 
económicas y comerciales en el Te-
rritorio Nacional, pudiendo establecer 
subcategorias del mismo.

15. �Establecer los procedimientos para que 
las personas puedan ejercer los dere-
chos establecidos en la presente Ley.

16. �Emitir criterio con carácter vinculante, 
para la comercialización de presenta-
ción de un determinado bien. 

17. �Fijar las condiciones generales de la 
oferta, promociones y publicidad de 
bienes y servicios.

18. �Proveer las herramientas para la cap-
tación de información y formulación 
de criterios técnicos, que permitan 
hacer efectivas reclamaciones de las 
personas ante las conductas especu-
lativas y, otras conductas irregulares 
que menoscaben sus derechos en el 
acceso a los bienes y servicios.

19. �Designar inspectores  especiales 
cuando las circunstancias lo ameri-
ten, en aras de preservar la estabilidad 
económica y los derechos individua-
les, colectivos y difusos.

20. �Establecer los criterios para fijar los 
cánones de arrendamiento justos de 
locales comerciales.

21. �Las demás establecidas en la presente 
Ley y en el ordenamiento jurídico vigente.

La competencia atribuida en el numeral 
tercero de este artículo, se realizará de 
forma exclusiva por la SUNDDE, sin me-
noscabo que esta facultad pueda ser de-
legada en algún otro órgano o ente de la 
Administración Pública Nacional, previa 
autorización expresa de la Presidenta o 
Presidente de la República Bolivariana de 
Venezuela.
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Funciones de Inspección 
y Fiscalización

Artículo 12. En el ejercicio de sus fun-
ciones de inspección y fiscalización, la 
SUNDDE, podrá:

1. �Verificar la información recibida de los 
sujetos de aplicación de la presente 
Ley, tanto en sus oficinas principales, 
operativas o administrativas, como en 
cualquier otra instalación, sede o esta-
blecimiento en que dichos sujetos de-
sarrollen sus actividades.

2. �Practicar inspecciones de oficio o por 
denuncias, a los inmuebles destinados 
a la producción, importación, distribu-
ción, comercialización, almacenamien-
to, acopio, recintos aduanales o depó-
sito de bienes propiedad de los sujetos 
de aplicación, así como en  los destina-
dos a la prestación de servicios.

3. �Requerir de recintos aduanales, de ter-
ceros, de entes u órganos, la informa-
ción que estime necesaria a los efectos 
de constatar los datos aportados por 
los sujetos de aplicación, o suplir la 
información no aportada por éstos, si 
fuere necesario. Dicha información po-
drá ser asegurada, de lo cual se dejará 
constancia mediante acta.

4. �Requerir la comparecencia de los repre-
sentantes de los sujetos de aplicación 
de la presente Ley.

5. �Adoptar las medidas administrativas 
necesarias para impedir la destrucción, 
desaparición o alteración de las situa-
ciones de hecho detectadas, o de docu-

mentación verificada o solicitada a los 
sujetos de aplicación.

6. �Requerir el auxilio de la fuerza pública 
cuando lo considere necesario para la 
ejecución y trámite de los procedimien-
tos de Inspección y cumplimiento de la 
presente ley.

7.  �Asumir temporalmente las actividades 
de dirección, supervisión o control de 
los procesos de producción, distribu-
ción y  comercialización de bienes o 
prestación de servicios, según lo con-
templado en la presente Ley. 

8. �Solicitar a los tribunales competentes 
las medidas cautelares necesarias para 
el aseguramiento de las resultas del 
procedimiento.

9. �Notificar al Ministerio Público sobre las 
presunciones de ilícitos cometidos por los 
sujetos de aplicación de la presente Ley.

10. �Las demás que sean requeridas para 
la aplicación de la presente Ley.

Patrimonio de la Superintendencia
Artículo 13. El patrimonio de la 
SUNDDE, estará conformado por los re-
cursos, bienes y derechos que le asigne el 
Ejecutivo Nacional, de conformidad con el 
ordenamiento jurídico aplicable y las do-
naciones, legados y demás liberalidades 
que le sean otorgadas, previa autorización 
del Ejecutivo Nacional.
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Estructura
Artículo 14. A fin de optimizar su fun-
cionamiento orgánico, la SUNDDE, esta-
blecerá en su estructura una Intendencia 
de Costos, Ganancias y Precios Justos, y 
una Intendencia de Protección de los De-
rechos Socioeconómicos. 

Intendencia de Costos, 
Ganancias y Precios Justos

Artículo 15. La Intendencia de Costos, 
Ganancias y Precios Justos, se encargará:

1. �Del estudio, análisis, control, regula-
ción y seguimiento de las estructuras 
de costos.

2. �La determinación de precios justos 
en cualquiera de los eslabones de las 
cadenas de producción o importación, 
distribución y consumo desarrolladas y 
aplicadas en el Territorio de la Repúbli-
ca Bolivariana de Venezuela.

3. �La fijación de los márgenes máximos 
de los cánones de arrendamiento de los 
locales comerciales. 

4. �La determinación de las ganancias 
máximas de los sujetos objeto de la 
aplicación de esta Ley.

5. �Las demás que le sean atribuidas por la 
SUNDDE y la presente ley.

Intendencia de Protección 
de los Derechos Socio Económicos 
Artículo 16. La Intendencia de Protec-
ción de los Derechos Socio  Económicos 
de las Personas, se encargará de:

1. �Las funciones de inspección, fiscaliza-
ción e investigación establecidas en la 
presente ley.

2. �Tramitar los procedimientos adminis-
trativos correspondientes.

3. �Imponer las sanciones contempladas 
en la presente Ley.

4. �Las demás que le sean atribuidas por la 
SUNDDE y la presente ley.

Colaboración Interinstitucional
Artículo 17. Conforme a los principios 
consagrados en la Constitución de la Re-
pública Bolivariana de Venezuela, todos 
los entes y organismos, deberán colabo-
rar y cooperar articuladamente, para el 
cumplimiento efectivo y oportuno de los 
fines de la SUNDDE.

CAPÍTULO II
Superintendenta 

o Superintendente Nacional 
para la Defensa 

de los Derechos Socio 
Económicos 

La Superintendenta 
o el Superintendente

Artículo 18. La Superintendencia Nacio-
nal para la Defensa de los Derechos Socio 
Económicos (SUNDDE) estará a cargo de 
una Superintendenta o un Superinten-
dente, cuyo nombramiento y remoción 
compete al Presidente o Presidenta de la 
República Bolivariana de Venezuela.
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Requisitos
Artículo 19. Para desempeñar el cargo 
de Superintendenta o  Superintendente 
Nacional para la Defensa de los Derechos 
Socio Económicos, deberán cumplirse los 
siguientes requisitos:

1. Ser venezolana o venezolano.

2. Ser mayor de 25 años.

3. �Estar en pleno ejercicio de sus derechos 
civiles y políticos.

Atribuciones de la 
Superintendenta o el Superintendente
Artículo 20. Son atribuciones de la Su-
perintendenta o Superintendente:

1. �Dirigir y coordinar la administración, 
organización y funcionamiento de la 
Superintendencia.

2. �Impulsar la construcción del orden eco-
nómico productivo, en el marco de la 
ética socialista y bolivariana.

3. �Ejercer sus funciones con eficiencia y 
eficacia en el marco de las políticas del 
gobierno de calle.

4. �Presentar a la Vicepresidencia Econó-
mica de Gobierno el Plan de Acción Se-
mestral de la Superintendencia.

5. �Dictar el reglamento interno de la 
Superintendencia. 

6. �Dictar las regulaciones y normativas 
previstas en la Ley.

7. �Dictar y coordinar las políticas de regu-
lación y control de la Superintendencia.

8. �Presentar al Presidente o Presidenta de 
la República, informe anual del desem-
peño de la Superintendencia, o cuando 
le sea solicitado.

9. �Ejercer la representación legal de la 
Superintendencia.

10. �Conferir mandatos de representación 
legal y judicial de la Superintendencia, 
previa autorización de la Procuraduría 
General de la República.

11. �Nombrar y remover las funcionarias y 
los funcionarios de la SUNDDE.

12. Las demás que le sean atribuidas.

CAPÍTULO III
Registro Único de Personas 

que Desarrollan 
Actividades 

Económicas (Rupdae) 

Registro
Artículo 21. La Superintendencia Nacio-
nal para la Defensa de los Derechos Socio 
Económicos, tendrá un Registro Único 
de Personas que Desarrollan Actividades 
Económicas (RUPDAE), de carácter públi-
co y accesible a todos los particulares, pu-
diéndose establecer subcategorias dentro 
de dicho Registro. 

Todos los registros que manejen infor-
mación de esta naturaleza y funcionen en 
los Órganos y Entes del Estado, estarán 
coordinados por el Registro Único de Per-
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sonas que Desarrollan Actividades Econó-
micas, bajo la rectoría de la SUNDDE.

Obligatoriedad de inscripción
Artículo 22. Los sujetos de aplicación 
de esta Ley deberán inscribirse y mante-
ner sus datos actualizados en el Registro 
Único de Personas que Desarrollan Activi-
dades Económicas.

La inscripción es requisito indispensable, 
a los fines de poder realizar actividades 
económicas y comerciales en el país.

Régimen del Registro
Artículo 23. La SUNDDE dictará las nor-
mas mediante las cuales se establezca el 
régimen del Registro Único de Personas 
que Desarrollan Actividades Económicas, 
relativas a su organización, funcionamien-
to, requisitos, deberes, procedimientos y 
uso de la información, entre otras que le 
sean pertinentes.

CAPÍTULO IV
Determinación 
y Modificación 

de Precios y Márgenes 
de Ganancias

 
Órgano Rector

Artículo 24. La determinación, modifi-
cación y control de precios es competen-
cia de la SUNDDE, en los términos esta-
blecidos en la presente Ley.

Categorización de Bienes 
y Servicios

Artículo 25. La SUNDDE, establecerá 
la categorización de bienes y servicios, o 
de sujetos, atendiendo a los criterios téc-

nicos que estime convenientes, pudiendo 
establecer distintos regímenes para bie-
nes y servicios regulados, controlados o 
no, en función del carácter estratégico de 
los mismos, y en beneficio y protección 
de las personas que acceden a éstos. 

Para los sujetos de las categorías a los 
cuales se refiere el presente artículo, la 
SUNDDE podrá disponer de distintos re-
gímenes de regulación, requisitos, condi-
ciones, deberes o mecanismos de control, 
en función de las características propias 
de los bienes o servicios, del sector que 
los produce o comercializa, o a los que 
accedan las personas.

Lineamientos para el Cálculo
Artículo 26. La SUNDDE, podrá esta-
blecer lineamientos para la planificación y 
determinación de los parámetros de refe-
rencia utilizados para fijar precios justos. 
Dichos lineamientos pueden tener carác-
ter general, sectorial, particular o ser ca-
tegorizados según las condiciones vincu-
lantes o similares entre grupos de sujetos.

Los lineamientos establecidos conforme 
lo señalado en el presente artículo, surti-
rán efectos sobre el cálculo del precio jus-
to de los bienes y servicios a los cuales se 
refieran, así como para la desagregación 
de los respectivos costos o componentes 
del precio.

Determinación 
o Modificación de Precios

Artículo 27. La SUNDDE podrá, sobre la 
base de la información aportada por los 
sujetos de la presente Ley y de conformi-
dad con lo dispuesto en la misma, proce-
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der a determinar el precio justo del bien 
o servicio, o efectuar su modificación en 
caso necesario, de oficio o a solicitud del 
interesado.

La SUNDDE podrá establecer la obliga-
ción o los criterios, para que  los sujetos 
de regulación definidos en la presente Ley, 
coloquen en sus listas de precios o en el 
marcaje de los productos una leyenda in-
dicando que los precios han sido registra-
dos, determinados o modificados de con-
formidad con las disposiciones contenida 
en esta norma.

Fuentes de Información para 
la Determinación del Precio

Artículo 28. Para la determinación del 
precio justo de bienes y servicios, así 
como la determinación de los márgenes 
de ganancia, el ente rector podrá funda-
mentarse en:

1. �Información suministrada por los ad-
ministrados, bien a requerimiento del 
ente actuante o recabada y resguardada 
en los archivos de otros órganos de la 
Administración Pública. Dicha infor-
mación debe reflejar las estructuras de 
costos y su utilidad, durante el período 
que corresponda.

2. �Elementos que por su vinculación con 
el caso sometido a consideración, para 
la determinación del precio justo de los 
bienes o servicios objeto de regulación, 
hagan mérito para presumirse válidos 
según los criterios comúnmente aplica-
dos por la SUNDDE, para la fijación de 
precios justos y el costo que lo compone.

3. �Información recabada y resguardada en los 
archivos de organismos internacionales o 
administraciones de otros países, confor-
me a los convenios de cooperación exis-
tentes o el carácter público de la misma.

4. �Información suministrada por los de-
nunciantes, terceros o cualquier otra 
persona que tuviere conocimiento del 
incumplimiento de las previsiones de la 
presente Ley, o la presunta comisión de 
los delitos previstos en ella.

5. �Información suministrada por las orga-
nizaciones del Poder Popular.

Calidad de la Información  
Suministrada

Artículo 29. Los costos y gastos infor-
mados a la SUNDDE, no podrán exceder 
de los costos razonables registrados 
contablemente.

Análisis Socioeconómico
Artículo 30. La determinación o modifi-
cación de precios, así como los márgenes 
de ganancia razonables de conformidad 
con lo establecido en el presente Capítulo, 
se efectuarán mediante análisis socioeco-
nómico desarrollado por la SUNDDE, con-
siderando los datos registrados, así como 
la información disponible en los sistemas 
informáticos y archivos de los órganos y 
entes de la Administración Pública, vincu-
lados y afines.

Incorporación 
de Bienes y Servicios

Artículo 31. Cuando alguno de los su-
jetos regulados por la presente Ley deba 
incorporar nuevos bienes o servicios, en 
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adición a aquellos que hubiere informado 
previamente a la SUNDDE; deberá seguir el 
procedimiento que a tales fines establecerá 
ésta para la determinación del precio justo 
del bien o servicio, previo a su distribución 
y comercialización en el territorio nacional.

El órgano o ente competente en materia 
de reglamentaciones técnicas y calidad, se 
abstendrá de emitir cualquier tipo de auto-
rización que no cuente con la conformidad 
de la SUNDDE.

Margen Máximo de Ganancia
Artículo 32. El margen máximo de 
ganancia será establecido anualmen-
te, atendiendo criterios científico, por la 
SUNDDE, tomando en consideración las 
recomendaciones emanadas de los Minis-
terios del Poder Popular con competencia 
en las materias de Comercio, Industrias y 
Finanzas.  En ningún caso, el margen de 
ganancia de cada actor de la cadena de 
comercialización excederá de treinta (30) 
puntos porcentuales de la estructura de 
costos del bien o servicio.

La SUNDDE podrá determinar márgenes 
máximos de ganancia por sector, rubro, 
espacio geográfico, canal de comerciali-
zación, actividad económica o cualquier 
otro concepto que considere, sin que es-
tos superen los máximos establecidos en 
el presente artículo.

A fin de favorecer las industrias nacientes, 
o fortalecer alguna industria existente, el 
Presidente o Presidenta de la República 
en Consejo de Ministros, podrá revisar y 
modificar el margen máximo de ganancia 
regulado en esta Ley, considerando las 

recomendaciones de la Vicepresidencia 
Económica de Gobierno o de la SUNDDE.

La falta de fijación expresa del mar-
gen máximo de ganancia dictado por la 
SUNDDE, no implicará el incumplimiento, 
omisión o flexibilización de los precios 
previamente establecidos por el Ejecutivo 
Nacional, a los productos fabricados, ob-
tenidos o comercializados por los sujetos 
de aplicación de la presente Ley.

Certificado de Precios Justos
Artículo 33. A los fines de gestionar la 
adquisición de divisas ante el órgano com-
petente y cualquier otro trámite que esta-
blezca el Ejecutivo Nacional, los sujetos de 
aplicación de la presente Ley, deberán de-
mostrar ante la SUNDDE el cumplimiento 
de los criterios de precios justos aquí es-
tablecidos, independientemente que exista 
o no fijación expresa, en cuyo caso le será 
expedido el certificado correspondiente.

CAPÍTULO V
Procedimiento 
de Inspección 

y Fiscalización en Materia 
de Precios y Margenes 

de Ganancia

Inicio de Inspección
Artículo 34.  La funcionaria o el funcio-
nario competente, bien de oficio o con 
fundamento en denuncia que hubiere sido 
interpuesta ante la oficina a su cargo, po-
drá ordenar y dar inicio a la  inspección 
para el cumplimiento de las regulaciones 
en materia de precios y márgenes razona-
bles de ganancia.
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La instrucción mediante la cual se activa al 
procedimiento deberá constar por escrito, 
constituyendo el acto de inicio del mismo. 

Notificación
Artículo 35. La notificación se efectuará en 
alguno de los responsables o representantes 
de los sujetos de aplicación de este Ley.

En todo caso, la ausencia de la interesada 
o interesado o sus representantes, o la im-
posibilidad de efectuar la notificación, no 
impedirá la ejecución de la inspección or-
denada,  dejándose constancia por escrito 
de tal circunstancia, entregando copia del 
acta y la notificación al que se encuentre 
en dicho lugar.

Ejecución de la Inspección
Artículo 36. En la inspección la funcio-
naria o el funcionario actuante ejecutará 
las actividades materiales o técnicas nece-
sarias, por todos los medios a su alcance, 
para determinar la verdad de los hechos 
o circunstancias, que permitan conocer la 
conformidad o incumplimiento de los de-
beres impuestos por la presente Ley, los 
responsables, el grado de responsabilidad 
y, de ser procedente, el daño causado.

Levantamiento del Acta
Artículo 37. De toda inspección proce-
derá a levantarse un Acta, la cual deberá 
ser suscrita por la funcionaria o el funcio-
nario actuante y la persona presente en la 
inspección a cargo de las actividades o 
bienes objeto de inspección.

De igual manera, el acta debe contener la 
siguiente información: 

1. �Lugar, fecha y hora en que se verifica 
la inspección y fiscalización, con la 
descripción de los bienes o documen-
tos sobre los cuales recae. Cuando la 
determinación del lugar no sea posible 
precisarla técnicamente, se indicará 
con la dirección en que se encuentre el 
bien mueble o inmueble a fiscalizar.

2. �Identificación de la persona natural o 
jurídica propietaria, poseedora u ocu-
pante por cualquier título de los bienes 
objeto de inspección o fiscalización. 

3. �Identificación del sujeto de aplicación 
de la presente Ley.

4. �Identificación de la funcionaria o el 
funcionario que practique la respectiva 
inspección. 

5. �Narración de los hechos y circunstan-
cias verificadas, con especial mención 
de aquellos elementos que presupon-
gan la existencia de infracciones a la 
presente Ley, si los hubiere.

6. �Señalamiento de testigos que hubieren 
presenciado la inspección.

7. �Cualquier otra situación o circunstancia 
que pudiera ser relevante o determinan-
te en ese procedimiento. 

Verificación de Conformidad
Artículo 38. Si de los hechos y cir-
cunstancias objeto de inspección o fis-
calización, la funcionaria o el funcionario 
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actuante constatare que no existen incum-
plimientos por parte del sujeto fiscalizado 
conforme a la presente Ley, o que la de-
nuncia que se hubiere interpuesto carece 
de fundamentos fácticos o jurídicos, indi-
cará tal circunstancia en el Acta de Inspec-
ción o Fiscalización, a los efectos de dar 
por concluido el procedimiento.

Igualmente se dejará copia del Acta levan-
tada y de la mención correspondiente de 
dar por concluido el procedimiento.

Medidas Preventivas
Artículo 39. Si durante la inspección o 
fiscalización, la funcionaria o el funciona-
rio actuante detectara indicios de incum-
plimiento de las obligaciones previstas en 
la presente Ley, y existieren elementos que 
permitan presumir que se puedan causar 
lesiones graves o de difícil reparación a la 
colectividad;  podrá adoptar y ejecutar en 
el mismo acto, medidas preventivas des-
tinadas a impedir que se continúen que-
brantando las normas que regulan la ma-
teria. Dichas medidas podrán consistir en:

1. Comiso.

2. �Ocupación temporal de los estableci-
mientos o bienes indispensables para 
el desarrollo de la actividad, o para el 
transporte o almacenamiento de los 
bienes comisados.

3. Cierre temporal del establecimiento.

4. �Suspensión temporal de las licencias, 
permisos o autorizaciones emitidas por 
la SUNDDE.

5. �Ajuste inmediato de los precios de bie-
nes destinados a comercializar o servi-
cios a prestar, conforme a los fijados 
por la SUNDDE.

6. �Todas aquellas que sean necesarias 
para impedir la vulneración de los de-
rechos de las ciudadanas y los ciuda-
danos, protegidos por la presente Ley.

Cuando se dicte la ocupación temporal, tal 
medida se materializará mediante la pose-
sión inmediata, la puesta en operatividad 
y el aprovechamiento del establecimiento, 
local, vehículo, nave o aeronave, por par-
te del órgano o ente competente; y el uso 
inmediato de los bienes necesarios para 
la continuidad de las actividades de pro-
ducción o comercialización de bienes, o la 
prestación de los servicios, garantizando 
el abastecimiento y la disponibilidad de 
éstos durante el curso del procedimiento.

Cuando el comiso se ordene sobre ali-
mentos o productos perecederos, podrá 
ordenarse su disposición inmediata con 
fines sociales, lo cual deberá asentarse en 
acta separada firmada por el representan-
te del organismo público o privado.

Sustanciación 
de las Medidas Preventivas

Artículo 40. La sustanciación de las 
medidas preventivas se efectuará en cua-
derno separado, debiendo incorporarse al 
expediente principal, los autos mediante 
los cuales se decreten o se disponga su 
modificación o revocatoria.
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Ejecución de las Medidas 
Artículo 41. La ejecución de las medidas 
indicadas en el presente Capítulo, se ha-
rán constar en el acta a suscribirse entre 
la funcionaria o el funcionario actuante y 
los sujetos sometidos a la medida.

La negativa a suscribir el acta por los suje-
tos afectados por la medida, no impedirá su 
ejecución, pero tal circunstancia deberá de-
jarse expresamente indicada en dicha acta.

La funcionaria o el funcionario actuante 
procederá a realizar inventario físico del 
activo, y ejecutará las acciones necesarias 
a objeto de procurar la continuidad de la 
prestación del servicio y la conservación o 
correcta disposición de los bienes.

Durante la vigencia de la medida preven-
tiva, las trabajadoras y los trabajadores 
continuarán recibiendo el pago de salarios 
y demás derechos inherentes a la relación 
laboral y la seguridad social.

Oposición a las Medidas 
Artículo 42. Dentro de los cinco (5) 
días hábiles siguientes a aquel en que ha 
sido dictada la medida, o de su ejecución, 
los interesados podrán solicitar razona-
damente su revocatoria, suspensión o 
modificación por ante la SUNDDE, quien 
decidirá dentro los cinco (5) días hábiles 
siguientes a dicha solicitud.

Cuando la medida preventiva no haya po-
dido ser notificada al afectado, éste podrá 
oponerse a ella dentro de los cinco (05) 
días hábiles siguientes a su notificación.

Guarda de Bienes
Artículo 43. En el caso de retención de 
bienes u otros efectos, con ocasión de la 
aplicación de alguna de las medidas pre-
ventivas indicadas en el presente Capítu-
lo, la funcionaria o el funcionario actuante 
expedirá a la presunta infractora o el pre-
sunto infractor, la correspondiente acta de 
retención en la cual se especificarán las 
cantidades, calidad y demás menciones 
de lo retenido.

Dicha acta se elaborará y deberá firmarla 
la funcionaria o el funcionario que practi-
có la retención y la presunta infractora o 
el presunto infractor, a quien se le entre-
gará el duplicado de la misma, el original 
se anexará al expediente, y el triplicado le 
será entregado a la persona natural o jurí-
dica que quedará en resguardo o custodia 
de los bienes, según lo determine el órga-
no o ente competente.

Los gastos ocasionados por la retención 
de bienes serán pagados por el infractor 
o infractora, salvo que proceda su devo-
lución en los casos previstos en esta Ley.

CAPÍTULO VI
Régimen Sancionatorio 

 
Infracciones

Artículo 44. Para los efectos de la pre-
sente Ley se entenderán como infraccio-
nes, el incumplimiento de las obligaciones 
establecidas en ella, su Reglamento, y de-
más normas dictadas por la SUNDDE, de 
conformidad con lo dispuesto en el pre-
sente Capítulo.
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Tipos de Sanciones
Artículo 45. Las sanciones aplicables a 
las infracciones de la presente Ley son las 
siguientes:

1. �Multa, la cual será calculada sobre la 
base de Unidades Tributarias.

2. �Suspensión temporal en el Registro 
Único de Personas que Desarrollan Ac-
tividades Económicas.

3. �Ocupación temporal con intervención 
de almacenes, depósitos, industrias, 
comercios, transporte de bienes, por un 
lapso de hasta ciento ochenta (180) días.

4. �Cierre temporal de almacenes, depó-
sitos o establecimientos dedicados al 
comercio, conservación, almacena-
miento, producción o procesamiento 
de bienes, por un lapso de hasta ciento 
ochenta (180) días.

5. �Clausura de almacenes, depósitos y es-
tablecimientos dedicados al comercio, 
conservación, almacenamiento, pro-
ducción o procesamiento de bienes.

6. �Confiscación de bienes, de conformi-
dad con la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela.

7. �Revocatoria de licencias, permisos o au-
torizaciones, y de manera especial, los 
relacionados con el acceso a las divisas.

Para la imposición de las sanciones, se 
tomarán en cuenta los principios de equi-
dad, proporcionalidad y racionalidad; con-
siderándose a estos efectos la gravedad 

de la infracción, la dimensión del daño, los 
riesgos a la salud, la reincidencia y la úl-
tima declaración del ejercicio fiscal anual.

Las sanciones aquí previstas no eximirán 
a las infractoras o los infractores sancio-
nados, de su responsabilidad civil, penal o 
administrativa.

En el caso de la imposición de la sanción 
de cierre temporal, la infractora o el in-
fractor continuará pagando los salarios a 
las trabajadoras o trabajadores y demás 
obligaciones laborales y de la seguridad 
social por el tiempo en que se mantenga 
la medida.

Si persiste el cierre en virtud de la contu-
macia del sujeto de aplicación, impidiendo 
la continuidad de la actividad económica 
en perjuicio de las trabajadoras y los tra-
bajadores, el Ministerio del Poder Popular 
con competencia en el área del trabajo, 
aplicará los procedimientos administrati-
vos establecidos en la legislación laboral, 
para impedir que se violen los derechos 
de las trabajadoras y los trabajadores.  

La imposición de alguna de las sanciones, 
previstas en el presente capítulo, no impi-
de ni menoscaba el derecho de las afecta-
das o los afectados de exigir a la infractora 
o el infractor las indemnizaciones o el re-
sarcimiento de los daños y perjuicios que 
le hubiere ocasionado, conforme al orde-
namiento jurídico aplicable.

La suspensión del Registro Único de Per-
sonas que Desarrollan Actividades Eco-
nómicas, se realizará por un período de 
tres (03) meses a diez (10) años, según 
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la gravedad del caso. Esta sanción impli-
cará también la suspensión de las demás 
licencias, permisos, prohibición de acceso 
de divisas y autorizaciones emitidas por 
otros órganos y entes de la Administra-
ción Pública, por el mismo período.

Gradación de Multas
Artículo 46. A los efectos de la grada-
ción de las multas a imponer a los suje-
tos de aplicación, la SUNDDE, tomará en 
cuenta las siguientes circunstancias.

Se considerarán circunstancias atenuan-
tes de la multa a imponer, las siguientes:

1. �El reconocimiento de la comisión del ilícito 
administrativo en el decurso del procedi-
miento de inspección o fiscalización o el 
procedimiento administrativo sancionatorio.

2. �La iniciativa del sujeto de aplicación de 
subsanar el ilícito administrativo cometido.

3. �El suministro de información relevante 
sobre la materialización de otros ilícitos 
vinculados o no al sujeto de aplicación. 

4. �Los bajos niveles de ingreso del infractor.

Se considerarán circunstancias agravan-
tes de la multa a imponer, las siguientes:

1. �La reincidencia en la comisión del ilíci-
tos administrativo.

2. �La magnitud del daño causado a la pobla-
ción que accede a los bienes o servicios.

3. �El número de personas afectadas por la 
comisión del ilícito administrativo. 

4. �La obstaculización a las actuaciones de 
las autoridades competentes en el ejer-
cicio de sus atribuciones.

5. �Los altos niveles de ingreso del infractor.

Acumulación 
de las Sanciones de Multas

Artículo 47. Cuando el mismo sujeto de 
la cadena de producción, distribución o 
comercialización, estuviere incurso en dos 
o más supuestos de infracción, se le im-
pondrá acumulativamente el monto de las 
multas que corresponda a cada infracción.

Liquidación de las Multas
Artículo 48. Las multas impuestas por 
la Superintendencia, así como los montos 
generados por concepto de la venta de 
bienes comisados o confiscados, deberán 
ser depositados ante cualquier oficina de 
la Banca Pública, en los lapsos estableci-
dos por la SUNDDE, a nombre del Fondo 
de Eficiencia de la Tesorería Nacional.

A tales efectos, en el caso de multas, la 
SUNDDE emitirá una constancia por el 
cumplimiento de la sanción, una vez que 
el infractor consigne copia de la planilla 
de depósito bancario. En los casos de co-
miso o confiscación el depósito se hará 
directamente, a dicho Fondo, al momento 
de la transacción. 

Infracciones Genéricas
Artículo 49. Serán sancionados con 
multa entre doscientas (200) y cinco mil 
(5.000) Unidades Tributarias, los sujetos 
que cometan las siguientes infracciones:
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1. �No prestar la colaboración necesaria y 
oportuna, a las funcionarias y los fun-
cionarios competentes de la SUNDDE, 
en la verificación del cumplimiento de 
sus atribuciones, durante cualquiera de 
los procedimientos previstos en la pre-
sente Ley.

2. �No suministrar información o suminis-
trar información falsa o insuficiente, 
o no remitir la información requerida 
oportunamente a la SUNDDE.

3. �No comparecer injustificadamente a 
las notificaciones que les hiciere la 
SUNDDE.

4. �No cumplir las órdenes o instrucciones 
emanadas de la SUNDDE, o cumplirlas 
fuera del plazo establecido para ello.	

Quien reincida en alguna de las infrac-
ciones previstas en el presente artículo, 
será sancionado con multa de diez mil 
(10.000) Unidades Tributarias, además de 
la sanción de cierre de almacenes, depósi-
tos o establecimientos, hasta por noventa 
(90) días, atendiendo a la gravedad del 
incumplimiento.

Igualmente serán sancionados con multa 
de doscientas (200) a veinte mil (20.000) 
unidades tributarias quienes violen, me-
noscaben, desconozcan o impidan a las 
personas el ejercicio de los siguientes 
derechos: 

1. �El suministro de  información suficien-
te, oportuno y veraz sobre los bienes y 
servicios puestos a su disposición, con 
especificación de los datos de interés 

inherentes a su elaboración, prestación, 
composición y contraindicaciones, que 
sean necesarias.

2. �La promoción y protección jurídica de 
sus derechos y intereses económicos 
y sociales en las transacciones realiza-
das, por cualquier medio o tecnología. 

3. �La reposición del bien o resarcimiento 
del daño sufrido en los términos esta-
blecidos en la presente ley. 

4. �La protección contra la publicidad o pro-
paganda falsa, engañosa, subliminal o 
métodos coercitivos, que induzca al con-
sumismo o contraríen los derechos de las 
personas en los términos de esta Ley.

5. �A no recibir trato discriminatorio por 
los proveedores o proveedoras de los 
bienes y servicios.

6. �A la protección en los contratos de ad-
hesión que sean desventajosos o lesio-
nen sus derechos o intereses.

7. �A la protección en las operaciones a 
crédito.

8. �A retirar o desistir de la denuncia y la 
conciliación en los asuntos de su inte-
rés, siempre que no se afecten los inte-
reses colectivos.

9. �A la disposición y disfrute de los bienes 
y servicios, de forma continua, regular, 
eficaz, eficiente e ininterrumpida.

10. �A los demás derechos que la Consti-
tución de la República y la normativa 
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vigente establezcan, inherentes al ac-
ceso de las personas a los bienes y 
servicios.

Expendio de Alimentos 
o Bienes Vencidos

Artículo 50. Quien venda productos 
alimenticios o bienes vencidos o en mal 
estado, será sancionado con multa de 
doscientas (200) a diez mil unidades tri-
butarias (10.000) Unidades Tributarias, 
sin menoscabo de las sanciones penales 
a que hubiera lugar.

Adicionalmente la SUNDDE podrá imponer 
la sanción de suspensión del Registro Úni-
co, en los términos previstos en la presente 
Ley y desarrollados en su Reglamento.

Especulación
Artículo 51. De conformidad con el artí-
culo 114 de la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela, quienes vendan 
bienes o presten servicios a precios supe-
riores a los fijados o determinados por la 
SUNDDE, serán sancionados por vía judicial 
con prisión de ocho (08) a diez (10) años.

Igualmente serán sancionados con ocupa-
ción temporal del almacén, depósito, uni-
dad productiva o establecimiento, hasta 
por ciento ochenta (180) días, más multa 
de un mil (1.000) a cincuenta mil (50.000) 
Unidades Tributarias. 

La misma sanción será aplicable a quie-
nes vendan bienes o presten servicios a 
precios superiores a los que hubieren in-
formado a la SUNDDE.

La reincidencia en la infracción estableci-
da en el presente artículo será sancionada 
con la clausura de los almacenes, depósi-
tos o establecimientos del sujeto infractor, 
así como la suspensión del RUPDAE, en 
los términos previstos en la presente Ley 
y su Reglamento. 

Importación de Bienes 
Nocivos para la Salud

Artículo 52. Quien importe o comerciali-
ce bienes declarados nocivos para la salud 
y de prohibido consumo, será sancionado 
con prisión de seis (06) a ocho (08) años. 

Con igual pena, aumentada de un tercio a 
la mitad, será sancionado  el funcionario o 
la funcionaria que autorice tal importación 
o comercialización. 

Quien venda o exhiba para su venta, ali-
mentos, bebidas o medicamentos cuya 
fecha de consumo haya expirado o cadu-
cado, será penado con prisión de uno (01) 
años a tres (03) años.

Adicionalmente la SUNDDE podrá impo-
ner la sanción de suspensión del Registro 
Único, en los términos previstos en la pre-
sente Ley y su Reglamento.

Alteración Fraudulenta
Artículo 53. Quienes alteren la calidad de 
los bienes, o desmejoren la calidad de los 
servicios regulados, o destruya los bienes 
o los instrumentos necesarios para su pro-
ducción o distribución, en detrimento de la 
población, con la finalidad de alterar las con-
diciones de oferta y demanda en el mercado 
nacional, serán sancionados por vía judicial 
con prisión de cinco (05) a diez (10) años.
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Igualmente serán sancionados por la 
SUNDDE con ocupación temporal del in-
mueble hasta por ciento ochenta (180) 
días, más multa de quinientas (500) a diez  
mil (10.000) Unidades Tributarias.

Adicionalmente la SUNDDE podrá imponer 
la sanción de suspensión del Registro Úni-
co, en los términos previstos en la presente 
Ley y desarrollados en su Reglamento. 

Acaparamiento
Artículo 54. Los sujetos de aplicación 
de la presente Ley que restrinjan la oferta, 
circulación o distribución de bienes regu-
lados por la SUNDDE, retengan los mis-
mos, con o sin ocultamiento, para provo-
car escasez o distorsiones en sus precios, 
serán sancionados  por vía judicial con 
prisión de ocho (08) a diez (10) años.  

Igualmente serán sancionados con multa 
de un mil (1.000) a cincuenta mil (50.000) 
Unidades Tributarias, y con la ocupación 
temporal del establecimiento hasta por 
ciento ochenta (180) días. 

La reincidencia en la infracción estableci-
da en el presente artículo será sancionada 
con clausura de los almacenes, depósitos 
o establecimientos del sujeto infractor y la 
suspensión del RUPDAE, en los términos 
previstos en la presente Ley y desarrolla-
dos en su Reglamento.

Boicot
Artículo 55. Quienes conjunta o sepa-
radamente, desarrollen o lleven a cabo 
acciones, incurran en omisiones que im-
pidan de manera directa o indirecta la pro-
ducción, fabricación, importación, acopio, 

transporte, distribución y comercializa-
ción de bienes, así como la prestación de 
servicios regulados por la SUNDDE, serán 
sancionados por vía judicial con prisión 
de diez (10) a doce (12) años. Igualmen-
te serán sancionados con multa de mil 
(1000) a cincuenta mil unidades tributa-
rias (50.000) Unidades Tributarias y ocu-
pación temporal hasta por ciento ochenta 
(180) días. 

La reincidencia en la infracción estableci-
da en el presente artículo será sancionada, 
con clausura de los almacenes, depósitos 
o establecimientos del sujeto infractor y la 
suspensión del RUPDAE, en los términos 
previstos en la presente Ley y desarrolla-
dos en su reglamento.

Desestabilización de la Economía
Artículo 56. Cuando el boicot, acapa-
ramiento, especulación, contrabando de 
extracción, usura, cartelización u otros 
delitos conexos, procuren la desestabi-
lización de la economía; la alteración de 
la paz y atenten contra la seguridad de la 
Nación, las penas contempladas se apli-
carán en su límite máximo, igualmente, se 
procederá a la confiscación de los bienes, 
conforme a lo previsto en la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela.

Reventa productos 
de primera necesidad

Artículo 57. Quien compre productos de-
clarados de primera necesidad, con fines 
de lucro, para revenderlos por precios su-
periores a los establecidos por la SUNDDE, 
será sancionado con multa de doscientas 
(200) a diez  mil (10.000) Unidades Tribu-
tarias y comiso de los productos.
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Adicionalmente la SUNDDE, podrá imponer 
la sanción de suspensión del Registro Úni-
co, en los términos previstos en la presente 
Ley y desarrollados en su reglamento.

Condicionamiento
Artículo 58. Quienes condicionen la 
venta de bienes o la prestación de ser-
vicios regulados por la SUNDDE, serán 
sancionados por vía judicial con prisión 
de dos (02) a seis (06) años.

Igualmente serán sancionados con multa 
de quinientas (500) a diez mil (10.000) 
Unidades Tributarias. 

La reincidencia será sancionada con la 
ocupación temporal del inmueble corres-
pondiente  hasta por noventa (90) días.

Adicionalmente la SUNDDE, podrá imponer 
la sanción de suspensión del Registro úni-
co, en los términos previstos en la presente 
Ley y desarrollados en su reglamento. 

Contrabando de Extracción
Artículo 59. Incurre en delito de contra-
bando de extracción, y será castigado con 
pena de prisión de diez (10) a catorce (14) 
años, quien mediante actos u omisiones, 
desvíe los bienes declarados de primera 
necesidad, del destino original autoriza-
do por el órgano o ente competente, así 
como quien intente extraer del territo-
rio nacional los  bienes regulados por la 
SUNDDE, cuando su comercialización se 
haya circunscrito al territorio nacional. 

El delito de contrabando de extracción 
se  comprueba, cuando el poseedor de 
los bienes señalados en este artículo no 

pueda presentar, a la autoridad competen-
te, la documentación comprobatoria del 
cumplimiento de todas las disposiciones 
legales referidas  a la movilización y con-
trol de dichos bienes.

En todo caso, una vez comprobado el de-
lito se procederá al  comiso del medio de 
transporte utilizado así como de la mer-
cancía o productos correspondiente.

Usura
Artículo 60. Quien por medio de un 
acuerdo o convenio, cualquiera que sea la 
forma utilizada para hacer constar la ope-
ración, ocultarla o disminuirla, obtenga 
para sí o para un tercero, directa o indirec-
tamente, una prestación que implique una 
ventaja notoriamente desproporcionada 
a la contraprestación que por su parte 
realiza, incurrirá en delito de usura y será 
sancionado con prisión de cuatro (04) a 
seis (6) años. 

A los propietarios de locales comercia-
les que fijen cánones de arrendamiento 
superiores a los límites establecidos por 
la SUNDDE, así como otras erogaciones 
no autorizadas, que violenten el principio 
de proporcionalidad y equilibrio entre las 
partes contratantes, se le aplicará la pena 
contemplada en este artículo, así como la 
reducción del canon de arrendamiento y 
eliminación de otras erogaciones, a los lí-
mites establecidos por la SUNDDE.

En la misma pena incurrirá quien en ope-
raciones de crédito o financiamiento, ob-
tenga a título de intereses, comisiones o 
recargos de servicio, una cantidad por 
encima de las tasas máximas respectivas 
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fijadas o permitidas por el Banco Central 
de Venezuela.

Adicionalmente la SUNDDE podrá imponer 
la sanción de suspensión del Registro Úni-
co, en los términos previstos en la presente 
Ley y desarrollados en su reglamento.

Usura en operaciones 
de financiamiento

Artículo 61. Quien en las operaciones 
de venta a crédito de bienes, o servicios 
de financiamiento para tales operacio-
nes, obtenga a título de intereses, co-
misiones o recargos, cualquier cantidad 
por encima de los máximos que sean 
fijados o permitidos por el Banco Central 
de Venezuela en atención a las condicio-
nes existentes en el mercado financiero 
nacional, incurrirá en delito de usura, y 
será sancionado con pena de prisión de 
cuatro (04) a seis (6) años.

Igualmente la SUNDDE, podrá imponer la 
sanción de suspensión del Registro Úni-
co, en los términos previstos en la presen-
te Ley y desarrollados en su reglamento.

Alteración en Bienes y Servicios
Artículo 62. La proveedora o el pro-
veedor que modifique o altere la calidad, 
cantidad, peso o medida de los bienes o 
calidad de los servicios, en perjuicio de las 
personas, será sancionado con prisión de 
seis (06) meses a dos (02) años.

Adicionalmente la SUNDDE, podrá im-
poner la sanción de suspensión del Re-
gistro Único, en los términos previstos 
en la presente Ley y desarrollados en su 
reglamento.

Alteración Fraudulenta de Precios
Artículo 63. Quien difunda por cualquier 
medio, noticias falsas, emplee violencia, 
amenaza, engaño o cualquier otra ma-
quinación para alterar los precios de los 
bienes o servicios, será sancionado con 
prisión de dos (02)  a seis (06) años.

Corrupción entre Particulares
Artículo 64. Quien por sí o por persona 
interpuesta prometa, ofrezca o conceda a 
directivos, administradores, empleados o 
colaboradores de empresas, sociedades, 
asociaciones, fundaciones u organizacio-
nes, un beneficio o ventaja de cualquier 
naturaleza, para que le favorezca a él o a 
un tercero frente a otros, incumpliendo 
sus obligaciones en la adquisición o venta 
de mercancías o en la prestación de servi-
cios, será castigado con la pena de prisión 
de dos (02) a seis (06) años.

Con la misma pena será castigado el di-
rectivo, administrador, empleado o co-
laborador, que por sí o por persona in-
terpuesta, reciba, solicite o acepte dicho 
beneficio o ventaja.

Adicionalmente la SUNDDE, podrá im-
poner la sanción de suspensión del Re-
gistro Único, en los términos previstos 
en la presente Ley y desarrollados en su 
Reglamento.

Circunstancias 
Agravantes y Atenuantes

Artículo 65. Sin perjuicio de lo contem-
plado en el Código Penal, se consideran 
circunstancias agravantes que aumentan la 
pena de un tercio a la mitad,  las siguientes:
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1. �Sean cometidas por funcionaria o fun-
cionario en el curso o con motivo de su 
actividad funcionarial. 

2. �Sean cometidos abusando de la posi-
ción de dominio en un determinado 
mercado. 

3. �Sean cometidos en circunstancias de 
escasez, desastre, alarma pública o 
calamidad.

4. Ocasionen grave daño a la colectividad.

5. �Creen zozobra o pánico en la colectividad.

6. Afecte a múltiples víctimas.

7. �Sean cometidos al amparo de una em-
presa o corporación, o grupos de em-
presas o corporaciones.

8. �Sean cometidos utilizando mecanismos 
para ocultar o evadir su responsabili-
dad ante los hechos, que obliguen a las 
autoridades utilizar medios especiales 
para levantar el velo corporativo.

9. �Sean cometidos utilizando para ello 
operaciones fraudulentas o ficticias.

Sin perjuicios de las contempladas en el 
Código Penal se consideraran circunstan-
cias atenuantes que reduce la pena de un 
tercio a la mitad, las siguientes:

1. �Haber confesado la infracción a las au-
toridades competentes.

2. �Haber colaborado en la investigación 
del hecho punible aportando pruebas, 
en cualquier momento del proceso, que 
fueran nuevas y decisivas para esclare-
cer las responsabilidades penales que 
emanen de los hechos.

3. �Haber procedido en cualquier momento 
del procedimiento a reparar o disminuir el 
daño causado por el delito, con anteriori-
dad al acto conclusivo correspondiente.

4. �Haber establecido, antes del comienzo 
del juicio oral, medidas eficaces para 
prevenir y descubrir los delitos que en 
el futuro pudieran cometerse con los 
medios o bajo la cobertura de la per-
sona jurídica.

Responsabilidad Penal 
Artículo 66. Los socios, así como los 
miembros de los órganos de dirección, 
administración, gestión y vigilancia de las 
personas jurídicas, serán personalmente 
responsables cuando se demuestre que 
los delitos establecidos en este capítulo 
fueron cometidos con su conocimiento o 
aprobación.

Remisión Legal
Artículo 67. El conocimiento de los de-
litos previstos en la presente Ley, corres-
ponde a la jurisdicción penal ordinaria, 
de conformidad con lo establecido en el 
Código Orgánico Procesal Penal. Lo no 
previsto en este Capítulo, se regirá por lo 
establecido en el ordenamiento jurídico 
penal vigente.
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CAPÍTULO VII
Procedimiento 

Administrativo Sancionatorio
 

Órgano competente
Artículo 68. Corresponde a la Intenden-
cia respectiva imponer las sanciones ad-
ministrativas que deriven de la transgre-
sión a las disposiciones de esta Ley.

Apertura
Artículo 69. Cuando el sujeto de esta Ley 
manifieste inconformidad con la sanción im-
puesta, podrá solicitar la aplicación del pro-
cedimiento administrativo establecido en el 
presente capítulo, debiendo, la funcionaria o 
funcionario competente ordenar su apertura.

Inicio y Notificación
Artículo 70. Efectuada la apertura del 
procedimiento la funcionaria o el funcio-
nario competente ordenará la notificación 
a aquellas personas a que hubiera lugar, 
para dar inicio al procedimiento.

Audiencia de Descargos
Artículo 71. Dentro de los tres (3) días 
hábiles siguientes al de la notificación 
referida en el artículo anterior, se fijará 
mediante auto expreso el día y hora para 
que tenga lugar la audiencia de descargos, 
dentro de un plazo no mayor a cinco (5) 
días hábiles siguientes.

En la audiencia de descargos, la presunta 
infractora o el presunto infractor podrá, 
bajo fe de juramento, presentar sus defen-
sas, negar o admitir los hechos que se le 
atribuyen de manera escrita u oral, y pro-
mover y exhibir las pruebas que estime 
pertinentes. 

De la audiencia de descargos se levantará 
acta en la cual se expresen los argumen-
tos de defensa expuestos por la presunta 
infractora o el presunto infractor, así como 
cualquier incidencia ocurrida durante la 
audiencia.

Acta de Conformidad
Artículo 72. Si durante la audiencia de 
descargos la funcionaria o el funcionario 
competente para conocer del asunto, so-
bre la base de los argumentos expuestos 
por la presunta infractora o el presunto 
Infractor, o de las pruebas exhibidas por 
éste, estimase que los hechos o circuns-
tancias no revisten carácter ilícito o no le 
fueren imputables, se levantará Acta de 
Conformidad, la cual podrá extenderse 
en presencia del interesado o su repre-
sentante, o enviarse por correo público o 
privado con acuse de recibo.

Dicha acta de conformidad pondrá fin al 
procedimiento.

Aceptación de los Hechos
Artículo 73. Si en la audiencia de des-
cargos la presunta infractora o el presunto 
infractor aceptare todos los hechos que le 
son imputados, se tendrá como atenuan-
te, y la funcionaria o el funcionario com-
petente para conocer del asunto procede-
rá a dejar constancia de ello, y se emitirá 
el acto conclusivo en el cual se impondrán 
las sanciones a que hubiere lugar confor-
me a lo previsto en la presente Ley.
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El acto conclusivo dictado conforme lo 
establecido en el presente artículo pondrá 
fin al procedimiento.

Descargo Parcial
Artículo 74. Cuando de la audiencia de 
descargos resulte la admisión parcial de 
los hechos o, la funcionaria o funcionario 
competente declare la conformidad parcial 
sobre algunos de ellos, procederá a emitir 
un acta de descargo parcial, en la cual dife-
renciará con claridad los hechos reconoci-
dos por la presunta infractora o el presun-
to infractor, así como aquellos respecto de 
los cuales declara su inconformidad.

En el acta de descargo parcial se declarará 
la terminación del procedimiento respecto 
de los hechos reconocidos y de aquellos 
sobre los cuales se hubiere declarado la 
conformidad.

Los hechos no reconocidos continuarán el 
procedimiento conforme el artículo siguiente.

Lapso Probatorio
Artículo 75. Cuando no haya concluido 
el procedimiento en la audiencia, se iniciará 
al día siguiente, un lapso de cinco (5) días 
hábiles para la evacuación de las pruebas 
que hayan sido promovidas en la misma, 
o cualquier otra que considere pertinente la 
persona objeto del procedimiento.

La funcionaria o el funcionario competen-
te podrá acordar una única prórroga de 
hasta diez (10) días hábiles más el térmi-
no de la distancia, en aquellos casos de 
especial complejidad, a fin de que puedan 
practicarse otras pruebas o ensayos que 
juzgue conveniente.

Vencido el plazo a que refiere el enca-
bezado del presente artículo, o el de su 
prórroga, de ser el caso, el funcionario o 
funcionaria actuante podrá ordenar la pre-
paración o evacuación de cualquier otra 
prueba, que considere necesaria para el 
mejor esclarecimiento de los hechos.

En los asuntos de mero derecho se prescin-
dirá del lapso probatorio dispuesto en el pre-
sente artículo, de oficio o a petición de parte.

Reglas Sobre Pruebas
Artículo 76. En el procedimiento estable-
cido en el presente Capítulo, podrán invo-
carse todos los medios de prueba, obser-
vando en particular las siguientes reglas:

1. �Sólo podrán solicitarse experticias para 
la comprobación o apreciación de he-
chos que exijan conocimientos técnicos 
o científicos especializados. A tal efecto 
deberá indicarse con toda precisión los 
hechos y elementos objeto de experticia.

2. �Para la designación de expertos, se pre-
ferirá la designación de un experto único 
por consenso entre el órgano actuante y 
la interesada o el interesado, pero de no 
ser ello posible, cada parte designará un 
experto y convendrán la designación de 
un tercer experto de una terna propuesta 
por el órgano competente.

Los costos de la experticia incluyendo los 
honorarios del experto o los expertos, se-
gún sea el caso, correrán por cuenta de la 
parte que la solicite.
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3. �No se valorarán las pruebas manifies-
tamente impertinentes o ilegales, las 
cuales deberán rechazarse al decidirse 
el acto o recurso que corresponda.

4. �Cuando se trate de pruebas de laborato-
rio, el órgano competente notificará a los 
interesados, con antelación suficiente, el 
inicio de las acciones necesarias para la 
realización de las pruebas de laboratorio 
que hubieren sido admitidas.

En la notificación se indicará, lugar, fecha y 
hora en que se practicará la prueba, con la 
advertencia, en su caso, de que el interesa-
do pueda nombrar técnicos que le asistan. 
En este supuesto, la funcionaria o el funcio-
nario podrá extender los plazos dependien-
do de la complejidad de la prueba.

Cuando se requiera la realización de en-
sayos, pruebas, inspecciones de produc-
tos o servicios, según sea el caso, para 
la comprobación de las infracciones, las 
inspecciones o tomas de muestras podrán 
practicarse en los centros de producción, 
en los establecimientos dedicados a la co-
mercialización de bienes o a la prestación 
de servicio y en los recintos aduanales y 
almacenes privados de acopio o de bienes.

A tal efecto, los responsables de dichos lu-
gares deberán prestar la colaboración ne-
cesaria a los fines de la realización de éstas.

Aseguramiento de la decisión
Artículo 77. En cualquier grado y esta-
do del procedimiento, la funcionaria o el 
funcionario que conozca del respectivo 
asunto podrá decretar las medidas pre-
ventivas establecidas en el Capítulo ante-

rior cuando, a su juicio, exista un riesgo 
fundado de que la decisión que resuelva 
dicho asunto no pueda realizarse.

Asímismo, podrá decretar la revocatoria, 
suspensión o modificación de las medidas 
preventivas que hubieren sido dictadas 
cuando, a su juicio, hayan desaparecido las 
condiciones que justificaron su proceden-
cia y el levantamiento o modificación de la 
medida no pudiere afectar la ejecución de la 
decisión que fuere dictada.

Terminación del Procedimiento
Artículo 78. Vencido el plazo establecido 
para el lapso probatorio, la funcionaria o el 
funcionario competente dispondrá de un pla-
zo de diez (10) días continuos para emitir la 
decisión, prorrogable por diez (10) días más, 
cuando la complejidad del asunto lo requiera.

Acto Conclusivo
Artículo 79. Terminado el procedimien-
to el funcionario competente dictará la 
decisión mediante un acto redactado en 
términos claros, precisos y lacónicos, sin 
necesidad de narrativa, ni transcripciones 
de actas, ni documentos que consten en el 
expediente, y en el cual deberá indicarse:

1. Lugar y fecha de emisión.

2. �Identificación de las partes en el 
procedimiento.

3. �Hechos u omisiones constatados, bienes 
objeto del procedimiento y métodos apli-
cados en la inspección o fiscalización.

4. �Hechos reconocidos parcialmente, si 
fuere el caso.



46  LEYES CONTRA LA GUERRA ECONÓMICA   LEYES CONTRA LA GUERRA ECONÓMICA   47

5. �Apreciación de las pruebas y de las de-
fensas alegadas.

6. Fundamentos de la decisión.

7. �Sanciones que correspondan, según 
los casos.

8. �Recursos que correspondan contra el acto.

9. �Identificación y firma autógrafa del fun-
cionario competente que emite el acto, 
con indicación del carácter con que actúa.

Si del procedimiento se evidenciaran ele-
mentos que presupongan la existencia de 
la comisión de delitos de orden público, el 
acto conclusivo indicará tal circunstancia, 
y el funcionario actuante ordenará la remi-
sión de una copia certificada del expedien-
te al Ministerio Público.

Ejecución Voluntaria de la Sanción
Artículo 80. Los actos administrativos 
dictados por la funcionaria o el funciona-
rio competente, que recaigan sobre parti-
culares, deberán cumplirse de manera vo-
luntaria dentro de los tres (3) días hábiles 
siguientes a su notificación.

Notificación de multas
Artículo 81. En los casos de multa, se 
acompañará la notificación con la corres-
pondiente planilla de liquidación, a fin de 
que la infractora o el infractor proceda a 
pagar dentro de los quince días (15) con-
tinuos, contados a partir de la fecha de 
notificación. Transcurrido dicho lapso sin 
que la multa fuere pagada, la planilla de 
liquidación tendrá fuerza ejecutiva.

A partir del día siguiente del vencimiento 
del lapso para que el infractor o infracto-
ra dé cumplimiento a la sanción impues-
ta, comenzarán a causarse intereses de 
mora, calculados sobre la base de la tasa 
máxima para las operaciones activas que 
determine el Banco Central de Venezuela.

La SUNDDE tramitará de forma inmediata 
al incumplimiento de la sanción, el cobro 
judicial de las multas no pagadas por los 
sujetos de aplicación, a través del procedi-
miento breve previsto en la ley que regula 
la jurisdicción contencioso administrativa.

Ejecución Forzosa
Artículo 82. Cuando la ejecución volun-
taria a que refiere el artículo anterior no 
se realizare, la SUNDDE procederá a su 
ejecución forzosa.

Cuando la decisión declare la sanción de co-
miso y éste haya sido ejecutado previamente 
como medida preventiva, se considerará que 
ha operado la ejecución del acto, sin que sea 
necesario ordenar nuevamente su ejecución.

 DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera. Se suprime la Superintendencia 
de Costos y Precios Justos creada en la 
Ley de Costos y Precios Justos, de fecha 
18 de julio de 2011, publicada en Gaceta 
Oficial de la República Bolivariana de Ve-
nezuela Nº 39.715 de la misma fecha.

Segunda. Se suprime el Instituto para 
la Defensa de las Personas en el Acce-
so a los Bienes y Servicios, creada en la 
Ley para la Defensa de las Personas en el 
Acceso a los Bienes y Servicios, de fecha  
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Primero de febrero de 2010, publicada en 
Gaceta Oficial de la República Bolivariana 
de Venezuela Nº39.358 de la misma fecha.

Tercera. La Superintendencia Nacional 
para la Defensa de los Derechos Socio 
Económicos, iniciará sus actividades 
y funcionamiento inmediatamente a la 
entrada en vigencia del presente Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley; en 
consecuencia, los bienes, el personal y 
los procedimientos en curso, tanto de 
la Superintendencia de Costos y Precios 
Justos, como del Instituto para la Defensa 
de las Personas en el Acceso a los Bienes 
y Servicios, serán trasladados a la Super-
intendencia Nacional para la Defensa de 
los Derechos Socio Económicos, cuya 
administración transitoria estará a car-
go de una Junta Ad-Hoc, designada por 
el ciudadano Presidente de la República, 
que simultáneamente funcionará como 
Junta Liquidadora de la Superintendencia 
de Control y Precios Justos, y del Instituto 
para la Defensa de las Personas en el Ac-
ceso a los Bienes y Servicios.

Cuarta. El Ejecutivo Nacional reglamen-
tará la presente Ley, dentro de los ciento 
ochenta (180) días, contados a partir de 
su entrada en vigencia.

Quinta. Las actuaciones procedimenta-
les iniciadas durante el funcionamiento de 
la Superintendencia de Costos y Precios 
Justos, y del Instituto para la Defensa 
de las Personas en el Acceso a los Bie-
nes y Servicios, conservan plena validez, 
debiendo aplicarse de manera inmediata 
para lo que reste de procedimiento en 
curso, lo establecido en la presente Ley.

Sexta. Los trámites rutinarios de la Su-
perintendencia Nacional para la Defensa de 
los Derechos Socio Económicos, agotarán 
el inventario documental de papelería, que 
sean de la Superintendencia de Costos y 
Precios Justos, y del Instituto para la De-
fensa de las Personas en el Acceso a los 
Bienes y Servicios, y su renovación se hará 
progresivamente en un plazo que no exce-
derá de un (1) año, contado a partir de la 
entrada en vigencia de la presente Ley.

Séptima. La Superintendencia Nacional 
para la Defensa de los Derechos Socio 
Económicos, dentro de los noventa (90) 
días siguientes a la entrada en vigencia de 
la presente Ley, dictará la normativa co-
rrespondiente a los trámites administra-
tivos, así como el establecimiento de las 
autorizaciones, permisos o licencias que 
deban solicitar los sujetos de aplicación, 
para adecuarse a la nueva regulación de 
la materia.

Octava. Una vez haya entrado en funcio-
namiento el Registro Único de Personas 
que Desarrollen Actividades Económicas, 
las personas naturales y jurídicas suje-
tos de aplicación de esta Ley, tendrán un 
lapso de ciento ochenta (180) días para 
inscribirse, cumpliendo con los paráme-
tros establecidos por la Superintendencia 
Nacional para la Defensa de los Derechos 
Socio Económicos. En dicho lapso, los 
sujetos de la presente Ley continuarán 
ejerciendo su actividad económica con-
forme a las disposiciones establecidas en 
la misma. 

Novena. La Vicepresidencia Económica 
de Gobierno conjuntamente con la Super-
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intendencia Nacional para la Defensa de 
los Derechos Socio Económicos, deberá 
en un lapso no mayor de dos (2) años, es-
tablecer los lineamientos, elaborar y eje-
cutar un plan, para interconectar todas las 
plataformas tecnológicas existentes en los 
registros y bases de datos relacionados 
con esta materia, que manejen los órga-
nos y entes de la Administración Pública.

Décima. El Ejecutivo Nacional incluirá en 
las Leyes de Presupuesto Anuales, a partir 
del año inmediatamente siguiente a la san-
ción de esta Ley, los recursos necesarios 
para el funcionamiento de los órganos, 
entidades y programas aquí previstos.

Décima Primera. Los precios justos 
alcanzados con motivo de la ofensiva eco-
nómica desplegada por el Presidente de la 
República, mantendrán su vigencia hasta 
que la SUNDDE determine el precio con-
forme a las normas acá previstas. 

Décima Segunda. Los cánones de 
arrendamiento justos a los que se refiere 
la presente Ley serán establecidos me-
diante Decreto de la Presidencia de la Re-
pública atendiendo las recomendaciones 
de la SUNDDE hasta que ésta establezca 
los criterios para su fijación.

DISPOSICIONES DEROGATORIAS 

Primera. Se deroga la Ley de Costos y 
Precios Justos, del 18 de julio de 2011, 
publicada en Gaceta Oficial Nº 39.715 
y las demás normas que colidan con la 
presente Ley.

Segunda. Se deroga la Ley para la De-
fensa de las Personas en el Acceso a los 
Bienes y Servicios, del 1ro. de febrero 
de 2010, publicada en Gaceta Oficial Nº 
39.358 y las demás normas que colidan 
con la presente Ley.

DISPOSICIÓN FINAL 

Única. El presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley entrará en vigencia 
una vez sancionado y publicado en Gaceta 
Oficial.

Dado en Caracas, a los ventiún días del 
mes de noviembre de dos mil trece. Año 
203° de la Independencia, 154° de la Fede-
ración y 14° de la Revolución Bolivariana.

Cúmplase, 
(LS.) 
NICOLÁS MADURO MOROS







3

LEY DE RÉGIMEN 
CAMBIARIO 

Y SUS ILÍCITOS

Gaceta Oficial Extraordinaria de la República Bolivariana de Venezuela Nº 6.126 
19 de febrero de 2014

Decreto Nº 798



  LEYES CONTRA LA GUERRA ECONÓMICA   53



  LEYES CONTRA LA GUERRA ECONÓMICA   53

NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y cali-
dad revolucionaria en la construcción del 
socialismo, la refundación de la nación 
venezolana, basada en principios huma-
nistas, sustentado en condiciones mora-
les y éticas que persiguen el progreso de 
la patria y del colectivo, por mandato del 
pueblo y, en ejercicio de las atribuciones 
que me confiere el numeral 8 del artículo 
236 de la Constitución de la República Bo-
livariana de Venezuela, y de conformidad 
con lo dispuesto en los numerales 1 litera-
les “b”, “f”; 2 literal “e”, de la Ley que Au-
toriza al Presidente de la República para 
Dictar Decretos con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley en las materias que se delegan, pu-
blicada en la Gaceta Oficial de la Repúbli-
ca Bolivariana de Venezuela Extraordinario 
N° 6.112, del 19 de noviembre de 2013, 
en Consejo de Ministros.

DICTO

El siguiente,

DECRETO CON RANGO, VALOR 
Y FUERZA DE LEY DEL RÉGIMEN 

CAMBIARIO Y SUS ILÍCITOS

CAPITULO I
Disposiciones Generales

Objeto y naturaleza 
del presente Decreto Ley

Artículo 1°. El presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley  tiene por ob-
jeto regular los términos y condiciones en 
que los Organismos con competencia en el 
régimen de administración de divisas, ejer-
cen las atribuciones que le han sido confe-
ridas por el ordenamiento jurídico, confor-
me a los Convenios Cambiarios dictados al 
efecto, y los lineamientos para la ejecución 
de dicha política; así como los parámetros 
fundamentales para la participación de los 
particulares y entes públicos en la adquisi-
ción de divisas y los supuestos de hecho 
que constituyen ilícitos en tal materia y sus 
respectivas sanciones.

Definiciones
Artículo 2°. A los efectos de este Decre-
to Ley, se entenderá por: 

Mercado cambiario: Refiere al conjunto 
de espacios o mecanismos dispuestos por 
las autoridades competentes, donde concu-
rren de forma ordenada oferentes y compra-
dores de divisas al tipo de cambio aplicable 
en función de la regulación del mismo.

Tipo de cambio: Es el precio de la mo-
neda doméstica en términos de una divisa.

Divisa: Todas las monedas diferentes al bolí-
var, entendido éste como la moneda de curso 
legal en la República Bolivariana de Venezuela, 
incluidos los  depósitos en bancos e institucio-
nes financieras nacionales e internacionales, 
las transferencias, cheques bancarios y letras, 
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títulos valores o de crédito, así como cualquier 
otro activo u obligación que esté denominado 
o pueda ser liquidado o realizado en moneda 
extranjera en los términos que establezca el 
Banco Central de Venezuela y conforme al or-
denamiento jurídico venezolano.
 
Operador Cambiario: Persona jurídica 
que realiza operaciones de corretaje, cam-
bio o intermediación de divisas, autoriza-
das por la normativa correspondiente y, 
específicamente por la dictada por el Ban-
co Central de Venezuela, que haya cumpli-
do con los requisitos establecidos por la 
autoridad competente.

Operación Cambiaria: Compra y ven-
ta con el bolívar de cualquier divisa.

Fecha de operación: Es la fecha en la 
que se pactan operaciones de compraventa de 
moneda extranjera en el mercado de divisas.

Fecha valor: Es la fecha efectiva en la que 
se lleva a cabo la liquidación de las divisas 
producto de la operación cambiaria realizada.

Convenio Cambiario: Es el acuerdo 
entre el Ejecutivo Nacional y el Banco Central 
de Venezuela para regular todos los aspectos 
inherentes al diseño de la política cambiaria, 
a fin de lograr la estabilidad de precios y pre-
servar el valor interno y externo de la moneda, 
fijándose las condiciones de las operaciones 
cambiarias.

Autoridad Administrativa Sancio-
natoria en Materia Cambiaria: Mi-
nisterio del Poder Popular con competen-
cia en materia de Finanzas.

Ámbito material de aplicación
Artículo 3°. El presente Decreto Ley se 
aplica a las personas naturales y jurídicas, 
públicas o privadas que, bien actuando 
en nombre propio, o como solicitantes, 
administradores, intermediarios, verifica-
dores, o beneficiarios participen en opera-
ciones cambiarias. 

Jerarquización 
de las necesidades cubiertas 

con el régimen cambiario
Artículo 4°. El Ejecutivo Nacional, por 
órgano de la Vicepresidencia del Área Eco-
nómica del Consejo de Ministros Revolu-
cionarios, establecerá al Centro Nacional 
de Comercio Exterior, las prioridades a 
las cuales debe atender la asignación de 
divisas en los mecanismos correspon-
dientes, basados en los principios socio-
económicos previstos en la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela, 
a los fines de asegurar el desarrollo huma-
no integral y una existencia digna para la 
colectividad.

Desenvolvimiento armónico 
de la economía nacional 

Artículo 5°. Los beneficiarios de divisas 
conforme a lo establecido en el artículo 6 
del presente Decreto Ley, deberán orientar 
la inversión de las mismas para atender al 
desenvolvimiento armónico de la econo-
mía nacional, con el fin de generar fuentes 
de trabajo, alto valor agregado nacional, 
elevación del nivel de vida de la población 
y fortalecimiento de la soberanía econó-
mica del país.
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Divisas a Poderes Públicos y para 
cubrir necesidades esenciales 

Artículo 6°. Las divisas destinadas a cu-
brir los gastos de los poderes públicos y 
a la satisfacción de las necesidades esen-
ciales de la sociedad, tales como lo son 
los bienes y servicios declarados como 
de primera necesidad, constituidos por 
las medicinas, los alimentos, la vivienda 
y la educación, sin que este enunciado 
tenga carácter taxativo, serán asignadas y 
fiscalizadas por el Centro Nacional de Co-
mercio Exterior, mediante el procedimien-
to que éste dicte al efecto, quien deberá 
rendir cuenta de su actuación a la Vicepre-
sidencia del Área Económica del Consejo 
de Ministros Revolucionarios, en función 
del  monto de disponibilidad de divisas 
aprobado al efecto por el Banco Central de 
Venezuela.

Agilización de trámites
Artículo 7°. Para las actividades relativas 
a la satisfacción de las necesidades funda-
mentales de la colectividad, consideradas 
como prioritarias, se agilizarán los trámites 
establecidos para la obtención de las divi-
sas que deben cumplirse ante el Centro Na-
cional de Comercio Exterior, pudiendo en 
circunstancias excepcionales, flexibilizar o 
dispensar a los solicitantes la consignación 
de requisitos no indispensables o poster-
gar la presentación de los mismos.

Compraventa de divisas
Artículo 8°. La compraventa de divisas 
a través de los mecanismos administra-
dos por las autoridades competentes del 
régimen de administración de divisas, a 
los que se refiere el artículo 6 del presente 

Decreto Ley, se realizará en los términos 
y condiciones que prevean los Convenios 
Cambiarios que rijan dichos mecanismos 
y demás normativas dictadas en desa-
rrollo de aquéllos y en las Convocatorias 
respectivas.

Operaciones de cambio 
Artículo 9°. Sin perjuicio del acceso a 
los mecanismos administrados por las 
autoridades competentes del régimen de 
administración de divisas a los que se 
refiere el artículo 6 del presente Decreto 
Ley, las personas naturales o jurídicas de-
mandantes de divisas, podrán adquirirlas 
a través de transacciones en moneda ex-
tranjera ofertadas por: 

Personas naturales y jurídicas del sector 
privado, Petróleos de Venezuela S.A., y 
Banco Central de Venezuela.

Dichas transacciones se realizarán en los 
términos dispuestos en los Convenios 
Cambiarios que se dicten al efecto entre el 
Banco Central de Venezuela y el Ejecutivo 
Nacional, así como, conforme a las regu-
laciones que en su desarrollo establezcan 
los términos, requisitos y condiciones que 
rigen la participación en dicho mercado, 
y la normativa prudencial que dicte la 
Superintendencia competente en materia 
bancaria y la de valores a tales fines.

La participación como oferente por parte 
de entes públicos distintos a Petróleos 
de Venezuela, S.A., y el Banco Central de 
Venezuela, requerirá la previa autorización 
del Ministerio del Poder Popular con com-
petencia en materia de finanzas.



56  LEYES CONTRA LA GUERRA ECONÓMICA   LEYES CONTRA LA GUERRA ECONÓMICA   57

Operadores autorizados 
Artículo 10. Podrán participar como 
operadores cambiarios autorizados a los 
efectos de las operaciones a que se refiere 
el artículo 9 del presente Decreto Ley, los 
bancos universales regidos por el Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley de Re-
forma Parcial de la Ley de Instituciones del 
Sector Bancario y demás leyes especiales, 
los operadores de valores autorizados re-
gulados por la Ley de Mercado de Valores, 
así como los demás sujetos que realicen 
actividades afines a las transacciones res-
pectivas, debidamente autorizados median-
te el Convenio Cambiario correspondiente. 

Capítulo II
De las Autoridades 

Administrativas 
del Régimen Cambiario

Autoridades administrativas
Artículo 11. A los efectos de este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
constituyen Autoridades Administrativas 
para la ejecución del régimen de adminis-
tración de divisas los siguientes:

1. �Vicepresidencia del Área Económica del 
Consejo de Ministros Revolucionarios, 
en la planificación, conducción, articu-
lación y coordinación de la política eco-
nómica nacional, determinando a tales 
fines las prioridades de atención de divi-
sas, la política de incentivos, y el control 
sobre los mecanismos administrados 
por las autoridades competentes del ré-
gimen de administración de divisas.

2. �Centro Nacional de Comercio Exterior, en la 
gestión, administración, supervisión y con-
trol de los mecanismos administrados por 

las autoridades competentes del régimen 
de administración de divisas, así como en 
la regulación de los procedimientos, requi-
sitos y restricciones que requiera la instru-
mentación de los Convenios Cambiarios a 
través de los citados mecanismos.

3. �Corporación Venezolana de Comercio 
Exterior, en la ejecución de la política 
nacional de exportaciones no petrole-
ras, la de importaciones, la procura y 
garantía de las mejores condiciones en 
cuanto a calidad y precios de productos 
y bienes para el país, cuyas funciones 
estarán regidas por las orientaciones 
emanadas del Presidente de la Repúbli-
ca, del Despacho del Vicepresidente del 
Consejo de Ministros Revolucionarios 
para el Área Económica, y del Centro 
Nacional de Comercio Exterior.

Capítulo III
De la Obligación 

de Declarar

Obligación de declarar
Artículo 12. Las personas naturales o 
jurídicas que importen, exporten, ingresen 
o egresen divisas, hacia o desde el territo-
rio de la República Bolivariana de Vene-
zuela, por un monto superior a los diez mil 
dólares de los Estados Unidos de América 
(US$ 10.000,00. o su equivalente en otras 
divisas, están obligadas a declarar ante 
el Centro Nacional de Comercio Exterior, 
el monto y la naturaleza de la respectiva 
operación o actividad.

Todo ello, sin perjuicio de las competen-
cias propias del Banco Central de Vene-
zuela en la materia.
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Están exentas del cumplimiento de esta 
obligación los títulos valores emitidos 
por la República Bolivariana de Venezuela 
y adquiridos por las personas naturales 
o jurídicas, al igual que todas aquellas 
divisas adquiridas por personas natura-
les no residentes, que se encuentren en 
situación de tránsito o turismo en el te-
rritorio nacional y cuya permanencia en 
el país sea inferior a ciento ochenta días 
continuos; no obstante, quedan sujetas a 
las sanciones previstas en el presente De-
creto Ley, cuando incurran en los ilícitos 
contenidos en la misma.

Origen de las divisas
Artículo 13. A los efectos del presente 
Decreto, Ley, los importadores deberán 
indicar en el manifiesto de importación, el 
origen de las divisas obtenidas.

Todas las personas naturales y jurídicas 
que posean establecimientos que comer-
cialicen bienes y servicios que se hayan 
adquirido con divisas autorizadas por el 
Centro Nacional de Comercio Exterior, 
deberán exhibir en su respectivo esta-
blecimiento, un anuncio visible al público 
indicando cuáles de los bienes y servicios 
ofertados en ese comercio, fueron adqui-
ridos con divisas autorizadas por el Cen-
tro Nacional de Comercio Exterior. Queda 
encargado del cumplimiento de esta dis-
posición la Superintendencia Nacional 
para la Defensa de los Derechos Socio 
Económicos (SUNDDE. y podrá auxiliarse 
con la Contraloría Social de los consejos 
comunales u otras organizaciones socia-
les a tales efectos.

Exportaciones de bienes y servicios
Artículo 14. Los exportadores de bienes 
o servicios, distintos a los señalados en el 
artículo 12, cuando la operación ascienda 
a un monto superior a  diez mil dólares 
de los Estados Unidos de América (US$ 
10.000,00. o su equivalente en otras di-
visas, están obligados a declarar al Banco 
Central de Venezuela, a través de un ope-
rador cambiario, los montos en divisas y 
las características de cada operación de 
exportación, en un plazo que no excederá 
de quince días hábiles, contados a partir de 
la fecha de la declaración de la exportación 
ante la autoridad aduanera correspondiente.

Todo ello, sin perjuicio de cualquier otra 
declaración que las autoridades adminis-
trativas exijan en esta materia.

Exentas de declarar
Artículo 15. Están exentas de la obliga-
ción de declarar, de acuerdo a lo estable-
cido en la presente Ley:

1. �La República, cuando actúe a través de 
sus órganos.

2. �Petróleos de Venezuela Sociedad Anó-
nima (PDVSA., en lo que concierne a 
su régimen especial de administración 
de divisas previsto en la Ley del Banco 
Central de Venezuela.

3. �Las Empresas constituidas o que se 
constituyan para desarrollar cualquie-
ra de las actividades a que se refiere la 
Ley Orgánica de Hidrocarburos, dentro 
de los límites y requisitos previstos en 
el respectivo Convenio Cambiario.
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Capítulo IV 
De los Ilícitos Cambiarios

Adquisición de divisas 
mediante engaño 

Artículo 16. Quienes adquieran divisas 
a través de los mecanismos administra-
dos por la autoridades competentes del 
régimen de administración de divisas a 
que se refiere el artículo 6 del presente 
Decreto Ley, mediante engaño, alegando 
causa falsa o valiéndose de cualquier otro 
medio fraudulento, será penado de tres a 
siete años de prisión y multa del doble, 
equivalente en bolívares, del monto de la 
respectiva operación cambiaría, además 
de la venta o reintegro de las divisas al 
Banco Central de Venezuela. Si el enga-
ño, la causa falsa o el medio fraudulento 
que se empleare son descubiertos antes 
de la obtención de las divisas, la pena se 
rebajará conforme a las disposiciones del 
Código Penal.

Utilización de las divisas 
a fines diferentes

Artículo 17. Quienes destinen las divisas 
obtenidas, a través de los mecanismos 
administrados por la autoridades compe-
tentes del régimen de administración de 
divisas, a que se refieren el artículo 6 del 
presente Decreto Ley, para fines distintos 
a los que motivaron su solicitud, serán 
sancionados con pena de prisión de dos a 
seis años y multa equivalente en bolívares 
al doble del monto de la operación.

Obtención de divisas 
violando las normas

Artículo 18. Quienes hubiesen obtenido 
divisas mediante la violación de las nor-

mas rectoras de los procedimientos dis-
puestos por las autoridades competentes 
del régimen de administración de divisas, 
serán sancionados con penas de prisión 
de dos a cinco años y el reintegro de las 
mismas al Banco Central de Venezuela.

Carácter intransferible 
de la autorización

Artículo 19. Las autorizaciones de adqui-
sición de divisas otorgadas, así como las 
asignaciones realizadas a través de los me-
canismos de subastas, son intransferibles.

Ilícito por medios electrónicos, 
financieros o con 

conocimiento especializado
Artículo 20. Cuando para la comisión 
de cualesquiera de los ilícitos cambiarios 
establecidos en el presente Decreto Ley, 
se hiciere uso de medios electrónicos o 
informáticos, o de especiales conocimien-
tos o instrumentos propios de la materia 
bancaria, financiera o contable, la pena 
será la del ilícito cometido aumentada de 
un tercio a la mitad, sin perjuicio de lo 
establecido en otras leyes especiales que 
regulen estas actividades.

Comisión del ilícito 
por funcionarios

Artículo 21. Al funcionario público que 
valiéndose de su condición o en razón de 
su cargo, incurra, participe o coadyuve en 
la comisión de cualquiera de los ilícitos 
establecidos en el presente Decreto Ley, 
se le aplicará la pena del ilícito cometido 
aumentada de un tercio a la mitad, sin me-
noscabo de las sanciones civiles, adminis-
trativas y disciplinarias a que haya lugar.
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Obligación de reintegro
Artículo 22. Los sujetos que hayan co-
metido ilícitos o hayan contravenido nor-
mas establecidas en el presente Decreto 
Ley en el proceso de adquisición, dispo-
sición o destino final de divisas, quedan 
obligados a reintegrar la totalidad de las 
divisas obtenidas, al Banco Central de 
Venezuela.

Incumplimiento de reintegro
Artículo 23. Quienes incumplan la 
obligación de reintegrar al Banco Cen-
tral de Venezuela, la totalidad o parte de 
las divisas obtenidas lícitamente, dentro 
de los quince días hábiles siguientes 
a la fecha en que quede firme en sede 
administrativa la orden de reintegro, se-
rán sancionados con pena de prisión de 
dos a seis años y con multa del doble, al 
equivalente en bolívares, del monto de la 
respectiva operación.

El reintegro de las divisas por parte del 
sector público será efectuado en los tér-
minos convenidos por el sujeto obligado 
con el Banco Central de Venezuela.

Capítulo V
 Del Procedimiento 

Penal Ordinario

Competencia Penal
Artículo 24. El conocimiento de las cau-
sas con motivo de la comisión de ilícitos 
establecidos en este Decreto Ley y su rein-
cidencia, que impliquen la aplicación de pe-
nas privativas de libertad, serán de la com-
petencia de la jurisdicción penal ordinaria, 
y se les aplicará el procedimiento previsto 
en el Código Orgánico Procesal Penal.

Caso de ilícito sancionado 
con pena restrictiva de libertad 

Artículo 25. En los casos en que existie-
ren elementos que supongan la comisión 
de algún ilícito cambiario sancionado con 
pena restrictiva de libertad, la autoridad 
administrativa sancionatoria en materia 
cambiaria, deberá enviar copia certifica-
da del expediente al Ministerio Público, a 
fin de iniciar el respectivo procedimiento, 
conforme a lo dispuesto en el Código Or-
gánico Procesal Penal.

Colaboración de los órganos 
Públicos con la justicia 

Artículo 26. Los organismos públicos 
y privados, están obligados a prestar co-
laboración a la administración de justicia 
en el procesamiento de los casos que se 
deriven de la aplicación del presente De-
creto Ley.

El Banco Central de Venezuela (BCV.; el 
Servicio Nacional Integrado de Adminis-
tración Aduanera y Tributaria (SENIAT.; 
la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario (SUDEBAN.; la Su-
perintendencia de Inversiones Extranjeras 
(SIEX.; la Superintendencia de la Activi-
dad Aseguradora (SUDESEG.; el Servicio 
Nacional de Contratistas (SNC.; la Super-
intendencia Nacional de Valores (SNV.; el 
Servicio Administrativo de Identificación, 
Migración y Extranjería (SAIME.; la Su-
perintendencia Nacional para la Defen-
sa de los Derechos Socio Económicos 
(SUNDDE.; la Autoridad Administrativa 
Sancionatoria en Materia Cambiaria; el 
Centro Nacional de Comercio Exterior; y 
la Corporación Venezolana de Comercio 
Exterior o las entidades u organismos que 
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le sucedan o con funciones afines, serán 
auxiliares de la administración de justicia 
a los fines previstos en este Decreto Ley.

Será obligación de todas las personas 
naturales y jurídicas, públicas y privadas, 
colaborar con la autoridad administrativa 
sancionatoria en materia cambiaria, a los 
fines establecidos en este Decreto-Ley.

Prescripción
Artículo 27. La acción y las penas pre-
vistas en esta Ley que impliquen sancio-
nes privativas de libertad, prescribirán 
conforme a las reglas del Código Penal.

Capítulo VI
De las Infracciones 

Administrativas

Incumplimiento de anunciar 
procedencia de las divisas

Artículo 28. Aquellos sujetos que in-
cumplan la obligación de exhibir en su 
respectivo establecimiento, un anuncio 
visible al público indicando cuáles de los 
bienes y servicios ofertados en ese comer-
cio, fueron adquiridos con divisas autori-
zadas por el  Centro Nacional de Comercio 
Exterior, serán sancionados con multas 
entre doscientas unidades tributarias (200 
UT. y cinco mil unidades tributarias (5.000 
UT.. En caso de reincidencia, la multa será 
del doble.

Sanción a personas jurídicas 
por falta de sus representantes 

Artículo 29. La autoridad administrativa 
sancionatoria en materia cambiaria, sancio-
nará con multa del doble, al equivalente en 
bolívares, del monto de la operación, a las 

personas jurídicas, cuando en su represen-
tación, los gerentes, administradores, direc-
tores o dependientes, valiéndose de los re-
cursos de la sociedad o por decisión de sus 
órganos directivos incurrieren en algunos 
de los ilícitos previstos en este Decreto Ley.

En tales casos, los gerentes, administra-
dores, directores o dependientes, serán 
sancionados con pena de prisión de dos a 
seis años, al igual que los miembros de los 
órganos directivos que hubieren adoptado 
la decisión correspondiente, en cuyo caso, 
se incrementará dicha pena en un tercio.

Capítulo VII 
Del Procedimiento 

Sancionatorio de la Iniciación, 
Sustanciación y Terminación

Principios que rigen 
la potestad sancionatoria

Artículo 30. La autoridad administrativa 
sancionatoria en materia cambiaria, ejer-
cerá su potestad atendiendo los principios 
de transparencia, imparcialidad, racionali-
dad y proporcionalidad.

Inicio de oficio 
de los procedimientos.

Artículo 31. Los procedimientos para la 
determinación de las infracciones a que se 
refiere el presente Capítulo, se iniciarán de 
oficio por parte de la autoridad adminis-
trativa sancionatoria en materia cambiaría 
o por denuncia oral o escrita presentada 
ante la misma.

Competencia para la sanción
Artículo 32. El auto de apertura del pro-
cedimiento sancionatorio será dictado 
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por la máxima autoridad administrativa 
sancionatoria en materia cambiaria; en él, 
se establecerán con claridad las presun-
ciones de los hechos a investigar, los fun-
damentos legales pertinentes y las conse-
cuencias jurídicas que se desprenderán en 
el caso de que los hechos a investigar se 
lleguen a constatar.

Medidas cautelares
Artículo 33. La autoridad administrativa 
sancionatoria en materia cambiaria, podrá 
de oficio en el auto de apertura del pro-
cedimiento administrativo, solicitar a la 
autoridad administrativa competente en 
materia cambiaria:

La suspensión temporal del Registro de 
Usuarios del Sistema de Administración 
de Divisas.

Cualquier otra medida que estime convenien-
te para asegurar el correcto uso de las divisas.

Notificación 
Artículo 34. En la boleta de notificación, 
se emplazará al presunto infractor o in-
fractora, para que en un lapso no mayor 
de diez días hábiles consigne los alegatos 
y pruebas que estime pertinentes. La noti-
ficación se practicará de manera personal 
en el domicilio, sede o establecimiento 
permanente del presunto infractor.

Si la notificación personal no fuere posible 
se ordenará la notificación del presunto 
infractor o infractora mediante dos únicos 
carteles, los cuales se publicarán en un 
diario de circulación nacional y regional, 
en este caso se entenderá notificado o no-
tificada el presunto infractor al quinto día 

hábil siguiente después de efectuadas las 
publicaciones, circunstancia que se adver-
tirá de forma expresa en dichos carteles.

Apertura de nuevos procedimientos
Artículo 35. Cuando en la sustanciación 
apareciesen hechos no relacionados con el 
procedimiento en curso, pero que pudiesen 
ser constitutivos de infracciones a este De-
creto Ley, la autoridad administrativa san-
cionatoria en materia cambiaria, ordenará 
la apertura de un nuevo procedimiento.

Duración 
Artículo 36. La sustanciación del ex-
pediente deberá concluirse dentro de los 
treinta días hábiles siguientes a la notifi-
cación del auto de apertura, mediante acto 
administrativo, pudiéndose prorrogar, 
mediante un auto para mejor proveer, por 
un lapso que la autoridad sancionatoria 
considere prudente a los efectos de sus-
tanciar y decidir el expediente adecuada-
mente. En la sustanciación del procedi-
miento administrativo la autoridad admi-
nistrativa sancionatoria en materia cam-
biaria, tendrá las más amplias potestades 
de investigación, rigiéndose su actividad 
por el principio de libertad de prueba. 
Dentro de la actividad de sustanciación, 
dicha autoridad administrativa podrá rea-
lizar, los siguientes actos:

1. �Llamar a declarar a cualquier persona 
en relación con la presunta infracción.

2. �Requerir de las personas relacionadas 
con el procedimiento, documentos o 
información pertinente para el esclare-
cimiento de los hechos.
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3. �Emplazar, mediante la prensa nacional 
o regional, a cualquier otra persona in-
teresada que pudiese suministrar infor-
mación relacionada con la presunta in-
fracción. En el curso de la investigación 
cualquier particular podrá consignar en 
el expediente administrativo, los docu-
mentos que estime pertinente a los efec-
tos del esclarecimiento de la situación.

4. �Solicitar a otros organismos públicos, 
información relevante respecto a las 
personas involucradas, siempre que 
la información que ellos tuvieren, no 
hubiese sido declarada confidencial o 
secreta de conformidad con la ley.

5. �Realizar las fiscalizaciones en materia 
cambiaria que se consideren pertinen-
tes, a los fines de la investigación.

6. �Evacuar las pruebas necesarias para el 
esclarecimiento de los hechos objeto 
del procedimiento sancionatorio.

7. �Practicar las auditorias financieras que 
se consideren pertinentes, a los fines 
de la investigación.

8. �Practicar cualquier otra actuación o dili-
gencia necesaria para el esclarecimien-
to de los hechos objeto de la investiga-
ción del procedimiento sancionatorio.

9. �Y en general solicitar ante cualquier ente 
público o privado la información que con-
sidere necesaria para sustanciar los pro-
cedimientos que se encuentren en curso.

Decisión 
Artículo 37. Al día hábil siguiente de cul-
minada la sustanciación del expediente, 
comenzará un lapso de quince días hábi-
les, prorrogable por un lapso igual, me-
diante auto razonado y cuando la comple-
jidad del caso lo amerite, para que la máxi-
ma autoridad administrativa sancionatoria 
en materia cambiarla, decida el asunto.

Notificación de la decisión
Artículo 38. La decisión de la autoridad 
administrativa sancionatoria en materia 
cambiaria, se notificará al interesado o 
interesada una vez determinada la exis-
tencia o no de infracciones y en caso 
afirmativo se establecerán las sanciones 
correspondientes. El afectado o afectada 
podrá ejercer contra la decisión dictada 
los recursos establecidos en la ley.

Lapso para cumplir la sanción
Artículo 39. Una vez determinada en 
sede administrativa la decisión que im-
ponga sanción de multa por la infracción 
cometida, el infractor o infractora dispon-
drá de un lapso no mayor de diez días há-
biles para dar cumplimiento voluntario a 
la sanción impuesta.

Transcurrido el lapso sin que el infractor 
o infractora hubiese cumplido voluntaria-
mente, la Autoridad Administrativa san-
cionatoria en materia cambiaría, realizará 
las actuaciones correspondientes para su 
ejecución forzosa en vía jurisdiccional.

Intereses moratorios
Artículo 40. A partir del día siguiente del 
vencimiento del lapso para que el infractor 
o infractora dé cumplismiento voluntario a 
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la sanción impuesta, comenzará a causarse 
intereses de mora a favor del Tesoro Na-
cional, calculados sobre la base de la tasa 
máxima, para las operaciones activas que 
determine el Banco Central de Venezuela.

Prescripción 
Artículo 41. Las infracciones administra-
tivas, y sus sanciones respectivas previstas 
en este Decreto Ley, prescriben al término 
de cinco años. La prescripción comenzará 
a contarse desde la fecha de la infracción; 
y para las infracciones continuadas o per-
manentes, desde el día en que haya cesado 
la continuación o permanencia del hecho.

Disposiciones Transitorias

Primera. Todos los procedimientos admi-
nistrativos en curso, iniciados bajo la vigencia 
de las leyes anteriores en la materia, se regirán 
en el fondo y la forma por las normas de este 
Decreto Ley, salvo en los casos en que existan 
disposiciones que resulten más favorables a 
los sujetos, como la Constitución lo establece.

Segunda. Considerando la supresión de 
la Comisión de Administración de Divisas 
ordenada en el presente Decreto Ley, se 
fija un plazo de ciento ochenta días des-
de su publicación en la Gaceta Oficial de 
la República Bolivariana de Venezuela, a 
los fines de efectuar los procesos de ade-
cuación  en la estructura, sistemas y de 
selección del recursos humano del Centro 
Nacional de Comercio Exterior para el ade-
cuado desempeño de sus funciones.

Disposiciones Finales

Primera. Se deroga el Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley Contra los Ilícitos 
Cambiarios, publicada en la Gaceta Oficial 
de la República Bolivariana de Venezuela 
No. 6.117 Extraordinario, de fecha 04 de 
diciembre de 2013. Quedan igualmente 
derogadas todas aquellas disposiciones 
normativas que contravengan lo estableci-
do en este Decreto Ley en cuanto colidan.

Segunda. A partir de la entrada en vigen-
cia del presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, se ordena la supresión de la 
Comisión de Administración de Divisas (CA-
DIVI. creada mediante Decreto Nº 2.302 del 5 
de febrero de 2003, parcialmente reformado 
mediante Decreto N° 2.330 del 6 de marzo 
de 2003, publicado en la Gaceta Oficial No 
37.644 de esa misma fecha, ordenándose 
su liquidación la cual será ejecutada de con-
formidad con lo previsto en el Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de 
la Administración Pública, en función de su 
especial naturaleza de Comisión Presidencial.

Tercera. El presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Contra los Ilícitos 
Cambiarios entrará en vigencia a partir de 
su publicación en la Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana de Venezuela.

Dado en Caracas, a los diecinueve días del 
mes de febrero de dos mil catorce. Años 
203° de la Independencia, 154° de la Fede-
ración y 15° de la Revolución Bolivariana.

Cúmplase,
(L.S.)
NICOLÁS MADURO MOROS
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

DECRETO CON RANGO, 
VALOR Y FUERZA DE LEY 

DE REGULACIÓN DEL 
ARRENDAMIENTO INMOBILIARIO 

PARA EL USO COMERCIAL
 
Buena parte de las actividades económi-
cas que permiten facilitar el acceso de los 
venezolanos y venezolanas a bienes y ser-
vicios se desempeñan en establecimien-
tos adecuados de manera especial para 
la venta de productos o la prestación del 
servicio. Estos establecimientos se ubican 
en inmuebles cuyas características, uso y 
destino difieren de las que detentan otras 
edificaciones, como las viviendas y la in-
fraestructura pública.

Por lo anterior, quienes desempeñan 
actividades comerciales o de servicios 
necesitan acceder al sector inmobiliario, 
cuyo comportamiento es distinto al de los 
propios sectores comercial, industrial y de 
servicios. Tradicionalmente, los propieta-
rios de inmuebles procuran obtener una 
renta sobre la base del capital represen-
tado en sus edificaciones, bien desempe-
ñando en ellos alguna actividad producti-
va, o dándolos en alquiler a terceros para 
que éstos desempeñen tales actividades, a 
cambio de una remuneración, proporcio-
nal al “valor” del inmueble, considerada 
su vida útil.

Sin embargo, es evidente que el sector 
inmobiliario Nacional, especialmente el 
dedicado al arrendamiento con fines co-
merciales o de servicios ha tenido en los 
últimos años un comportamiento especu-

lativo, procurando una participación ma-
yoritaria en los beneficios obtenidos por 
quienes desempeñan las actividades ver-
daderamente productivas, argumentando 
el aumento de los costos de construcción 
y, por ende, del valor “real” de sus inmue-
bles, a pesar de un escenario en el que la 
gran mayoría de los materiales e insumos 
de construcción están sometidos a regu-
laciones de precio justo y las importacio-
nes de maquinarias y equipos exoneradas 
de tributos nacionales.

Ante situaciones como éstas, es deber 
ineludible del Estado venezolano procu-
rar el equilibrio entre las partes del juego 
económico, estableciendo regulaciones 
que permitan crear la igualdad ante la Ley 
que consagra el texto constitucional, que 
no es otra que aquella que permite iguales 
condiciones de desarrollo y de participa-
ción en el acceso a la riqueza nacional, a 
través de mecanismos de compensación 
de diferencias que otorgan al sujeto me-
nos favorecido una protección especial, 
permitiendo el libre desenvolvimiento de 
las relaciones económicas particulares en 
una verdadera situación de equilibrio.

Así, los estudios, análisis y debates con 
los distintos sectores, llevadas a cabo 
por el Gobierno Bolivariano permitieron 
identificar una alta e importante incidencia 
del costo por arrendamiento inmobiliario 
en las estructuras de costo de los presta-
dores de servicios y oferentes de bienes, 
principalmente en los grandes centros 
comerciales. Este alto costo no tiene justi-
ficación alguna considerando que la renta 
que resulta del arrendamiento inmobilia-
rio tiene su origen en la acumulación de 
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capital, y no en un actividad realmente 
productiva que genere trabajo y, por tan-
to, riqueza.

En tal sentido resultó, conclusión necesa-
ria ordenar las relaciones que vienen esta-
bleciéndose entre comerciantes y propie-
tarios de los inmuebles destinados al uso 
comercial, a fin de hacer claras, transpa-
rentes y estables las reglas de tales rela-
ciones, impidiendo así que en situaciones 
de baja oferta de inmuebles o restricción 
de la oferta por razones de ubicación o 
prácticas desleales, los propietarios de las 
edificaciones, principalmente los grandes 
propietarios de establecimientos en mul-
tipropiedad, se encontraran en una situa-
ción de ventaja frente al comerciante.

Por otro lado, así como el arrendata-
rio requiere esa protección especial, la 
reconstrucción y bienestar del sector 
inmobiliario depende en buena medida 
de reglas claras, y de un régimen jurídi-
co y administrativo que impida que las 
prácticas aisladas de incumplimiento 
intencional, fraudes y otras desviaciones 
de los arrendatarios desmotiven la cons-
trucción de establecimientos para el uso 
comercial y de servicios, su adecuación y 
mantenimiento.

De esta manera, el sistema de arrenda-
mientos inmobiliarios se complementa 
con funciones suficientes a cargo de un 
órgano especializado en la actividad co-
mercial, mejorando la actuación adminis-
trativa, el control y el estímulo estatal. Así, 
la protección a las partes, las reglas cla-
ras y un mejor desempeño institucional, 
promoverán un empuje consistente en el 

sector de arrendamientos inmobiliarios de 
uso comercial y de servicios.

Las labores de fiscalización y control di-
rigidas a detectar conductas irregulares 
que perturben el normal desenvolvimiento 
de la economía nacional, han sido norma-
das de manera especial en el instrumento 
presentado en esta ocasión, incorporando 
fórmulas de participación democrática 
como los Comités Paritarios de Admi-
nistración de Condominio, instancias de 
coordinación entre propietarios y arrenda-
tarios que permitirá la toma consensuada 
de decisiones, favorables de forma equita-
tiva para todas las partes. Estas fórmulas 
participativas garantizan la construcción 
del socialismo en sectores donde tradicio-
nalmente se pensó que las particularida-
des de las relaciones sociales de produc-
ción entre los sujetos del sector impedi-
rían la práctica socialista. Ello demuestra 
que la suprema felicidad social del pueblo, 
la sociedad igualitaria, incluyente, produc-
tiva, humanista y el desarrollo de todas y 
de todos es posible en todos los sectores 
y actividades, sustentado en el rol del Es-
tado democrático y social de derecho y 
justicia, consagrado en la Constitución de 
la República Bolivariana de Venezuela.

El presente Decreto Ley, establece las 
condiciones y procedimientos para regu-
lar y controlar la relación entre arrendado-
res y arrendatarios para el arrendamiento 
de inmuebles destinados al uso comercial, 
en procura de las relaciones arrendaticias 
justas y socialmente responsables en aras 
de garantizar y proteger los intereses de 
las venezolanas y venezolanos.
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Este Decreto Ley se estructura en diez (10) ca-
pítulos y cuarenta y cuatro (44) artículos, seis 
(06) Disposiciones Transitorias, dos (02) Dis-
posiciones Derogatorias y una (01) Disposi-
ción Final, distribuidos de la siguiente manera:

Capítulo I: Disposiciones Generales, 
contentivo del objeto, ámbito de aplicación, 
el órgano y ente responsable del cumpli-
miento de las disposiciones establecidas en 
el Decreto Ley.

Capítulo II: De la Relación Arrendaticia, 
relativa al vínculo de carácter convencio-
nal que se establece entre el arrendador 
del inmueble destinado al comercio, así 
como los deberes y derechos generados 
en razón de dicha relación.

Capítulo III: Garantías, establece que 
el arrendador podrá exigir al arrendatario 
garantías en respaldo de las obligaciones 
asumidas por éste, protegiendo a los suje-
tos de aplicación del Decreto Ley.

Capítulo IV: De los Contratos, prevé los 
requisitos, estipulaciones que deben con-
tener los mismos, así como la prorroga 
legal ante el vencimiento del contrato.

Capítulo V: De los Cánones, su Pago y 
Fijación, donde establece que se efectuará 
el canon de arrendamiento, el plazo de pres-
cripción, la obligación por parte del arrenda-
dor de entregar una factura legal y el método 
para la fijación del canon de arrendamiento.

Capítulo VI: De los Sobrealquileres 
y Gastos Condominiales, establece que 
todo lo que se cobre en exceso del canon 
máximo establecido, o lo cobrado por 

conceptos contrarios a este Decreto Ley, 
quedará sujeto a reintegro por parte del 
propietario, arrendador o recaudador.

Capítulo VII: De la Preferencia Oferti-
va y el Retracto Legal Arrendaticio, se 
regula lo relativo a la venta del inmueble 
destinado al uso comercial, previendo que 
la preferencia ofertiva la tenga el arrenda-
tario, así como lo relativo al retracto legal 
en razón la violación de dicha preferencia.

Capítulo VIII: De los Desalojos y Prohi-
biciones, prevé las causales de desalojo y 
las prohibiciones.

Capítulo IX: Del Procedimiento Judicial, 
se establece la competencia a los Juzgados 
de Municipio, en relación a los actos admi-
nistrativos que emanen del órgano rector 
en la materia.

Capítulo X: Sanciones, se establece que 
los sujetos de aplicación del Decreto Ley que 
incumplan con las estipulaciones previstas, 
serán sancionados por el órgano rector en 
la materia, o la instancia bajo su adscripción 
que este designe mediante multas.

Disposiciones Transitorias, se regu-
la lo relativo al régimen transitorio a los 
contratos, se suspende la ejecución de 
medidas cautelares, se ordena la supre-
sión de la Dirección General de Inquilinato 
del Ministerio del Poder Popular para Vi-
vienda y Hábitat.

Disposiciones Derogatorias, se de-
rogan todas las normas que coliden con lo 
dispuesto en el presente Decreto Ley.
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Disposiciones Finales, se establece la en-
trada en vigencia del Decreto Ley.

El presente Decreto Ley, definitivamente, 
sentará las bases normativas necesarias 
para garantizar el fortalecimiento de este 
sector arrendaticio, mejorar las relaciones 
entre los sujetos que participan en él y 
proteger el bolsillo de las venezolanas y 
los venezolanos contra las prácticas es-
peculativas y el enriquecimiento indiscri-
minado de determinados sectores, en de-
trimento de la calidad de vida de los más 
necesitados. Este Decreto Ley contribuirá, 
así, a la construcción de la sociedad justa, 
igualitaria y productiva que transita hoy el 
camino del socialismo.

NICOLÁS MADURO MOROS 
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y cali-
dad revolucionaria en la construcción del 
socialismo bolivariano, la refundación de 
la nación Venezolana, basado en principios 
humanistas, sustentado en condiciones 
morales y éticas que persiguen el progreso 
de la Patria y del colectivo, por mandato 
del Pueblo, de conformidad con lo estable-
cido en el artículo 226 de la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela; 
y en ejercicio de las atribuciones que me 
confieren los numerales 8 y 20 del artículo 
236 ejusdem, en concordancia con lo dis-
puesto en los literales “a” y “c” del artículo 
2° de la Ley que Autoriza al Presidente de 
la República para dictar Decretos con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley en las Materias 
que se delegan, en Consejo de Ministros,

DICTO

El siguiente,

DECRETO CON RANGO, 
VALOR Y FUERZA DE LEY 

DE REGULACIÓN DEL 
ARRENDAMIENTO INMOBILIARIO 

PARA EL USO COMERCIAL
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CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

 
Artículo 1º. El presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, rige las con-
diciones y procedimientos para regular y 
controlar la relación entre arrendadores 
y arrendatarios, para el arrendamiento de 
inmuebles destinados al uso comercial.

Artículo 2º. A los fines de la aplicación 
e interpretación del presente Decreto Ley, 
se entenderá por “inmuebles destinados al 
uso comercial”, aquellos en los cuales se 
desempeñen actividades comerciales o de 
prestación de servicios como parte del giro 
ordinario del establecimiento que allí funcio-
na, independientemente de que dicho inmue-
ble constituya una unidad inmobiliaria por sí 
solo, forme parte de un inmueble de mayor 
magnitud, o se encuentre anexado a éste.

Se presumirá, salvo prueba en contrario, 
que constituyen inmuebles destinados 
al uso comercial los locales ubicados en 
centros comerciales, en edificaciones de 
viviendas u oficinas, o en edificaciones 
con fines turísticos, de uso médico asis-
tencial distintos a consultorios, laborato-
rios o quirófanos, o educacional, así como 
los que formaren parte, sin ser solo depó-
sitos, de un galpón o estacionamiento. Se 
presumirán además inmuebles destina-
dos al uso comercial los quioscos, stands, 
y establecimientos similares, aun cuando 
éstos no se encuentren unidos de manera 
permanente al inmueble donde funcionan 
o se ubiquen en áreas de dominio público.

Artículo 3º. Los derechos establecidos 
en este Decreto Ley son de carácter irre-

nunciable, por ende, todo acto, acuerdo 
o acción que implique renuncia, dismi-
nución o menoscabo de alguno de ellos, 
se considera nulo. En la aplicación del 
presente Decreto Ley, los órganos o entes 
administrativos, así como los tribunales 
competentes, podrán desconocer la cons-
titución de sociedades, la celebración de 
contratos y, en general, la adopción de 
formas y negocios jurídicos, mediante los 
cuales se pretenda evadir la naturaleza 
jurídica arrendaticia de la relación o el ca-
rácter comercial del inmueble arrendado, 
debiendo prevalecer siempre la realidad 
sobre las formas.

Artículo 4º. Quedan excluidos de la 
aplicación de este Decreto Ley, los in-
muebles no destinados al uso comercial, 
tales como: viviendas, oficinas, indus-
trias, pensiones, habitaciones, residen-
cias estudiantiles, inmuebles destinados 
a alojamiento turístico o de temporadas 
vacacionales, fincas rurales y terrenos no 
edificados.

Artículo 5º. El Ministerio con compe-
tencia en materia de Comercio, con asis-
tencia de la Superintendencia Nacional 
para la Defensa de los Derechos Socio 
Económicos (SUNDDE), ejercerá la rec-
toría en la aplicación de este Decreto Ley 
y en conjunto crearán las instancias ne-
cesarias para su aplicación. Corresponde 
al Ministerio con competencia en materia 
de Comercio la regulación sectorial del 
arrendamiento de inmuebles destinados 
al comercio, a partir de las disposiciones 
del presente Decreto Ley, y de los regla-
mentos que se dictaren en ejecución del 
mismo. Cuando alguna norma incida en 
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la materia competencia de otra instancia 
o Ministerio del Poder Popular, podrá ser 
objeto de regulación conjunta. En ejercicio 
de la atribución otorgada en el presente 
artículo, el Ministerio con competencia en 
materia de comercio podrá dictar regula-
ciones especiales para ciertas categorías 
de inmuebles destinados al comercio, o 
bien para categorías de arrendatarios o 
arrendadores con características parti-
culares. Dichas regulaciones no podrán 
contrariar lo establecido en el presente 
Decreto Ley y procurarán el desarrollo de 
éste, o de los reglamentos dictados con 
fundamento en el presente.

CAPÍTULO II
De la Relación Arrendaticia

Deberes y Derechos 
 
Artículo 6º. La relación arrendaticia es 
el vínculo de carácter convencional que se 
establece entre el arrendador del inmue-
ble destinado al comercio, en su carácter 
de propietario, administrador o gestor 
del mismo, y el arrendatario, quien toma 
dicho inmueble en arrendamiento para 
ejecutar en él actividades de naturaleza 
comercial, generen éstas lucro, o no.

Cuando el propietario del inmueble no 
fuere su arrendador, será solidariamente 
responsable, respecto de las obligaciones 
de la relación arrendaticia, conjuntamente 
con el administrador, gestor, mandante, 
recaudador o subarrendador, sin perjuicio 
de los negocios jurídicos que éstos hubie-
ren celebrado o acordado.

La relación arrendaticia genera para las 
partes un conjunto de obligaciones y de-

rechos de carácter personal, en las cuales 
prevalecerá, en el orden que se indica:

1. �Las disposiciones del presente Decreto 
Ley.

2. �Los reglamentos que desarrollen el pre-
sente Decreto Ley.

3. �Las disposiciones contenidas en instru-
mentos normativos de rango sublegal, de 
carácter general, que fueren dictadas por 
el Ministerio con competencia en materia 
de comercio, de conformidad con lo dis-
puesto en el presente Decreto Ley.

4. �Los contratos, acuerdos o convencio-
nes establecidos de mutuo acuerdo por 
las partes, mediante la manifestación 
fehaciente de voluntad de las mismas. 
En tal sentido, no tendrán validez al-
guna las disposiciones establecidas en 
contratos de adhesión.

Artículo 7º. En todo lo relacionado con 
los contratos de arrendamiento a suscri-
bir, se procurará el equilibrio y acuerdo 
entre las partes. En caso de dudas o con-
troversias, cualquiera de las partes podrá 
solicitar la intervención de la Superinten-
dencia Nacional para la Defensa de los 
Derechos Socio Económicos (SUNDDE). 

Artículo 8º. Los arrendadores de in-
muebles de uso comercial, están en la 
obligación de entregarlos en buen estado 
de mantenimiento y conservación, y sol-
ventes en servicios públicos domiciliarios, 
al inicio de la relación arrendaticia. A su 
vez, culminada la relación arrendaticia, el 
arrendatario deberá entregar el inmueble 
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en las mismas condiciones en que lo reci-
bió, salvo lo originado por casos fortuitos 
o de fuerza mayor.

Artículo 9º. La parte que causare un 
daño malicioso al bien inmueble arren-
dado durante la vigencia de la relación 
arrendaticia, estará obligada a efectuar 
las reparaciones que se originen por estos 
daños. En caso de comprobarse el daño 
malicioso, el afectado podrá acudir a la vía 
jurisdiccional o administrativa y solicitar el 
inicio del procedimiento correspondiente.

Artículo 10. El arrendador tiene la obli-
gación de garantizar el uso y goce pacífico 
del inmueble al arrendatario durante el 
tiempo del contrato.

Artículo 11. El arrendador está obliga-
do a cubrir los costos de las reparacio-
nes mayores de locales bajo régimen de 
arrendamiento, a menos que el daño sea 
imputable al arrendatario. 

El arrendatario está en la obligación de notifi-
car dentro de los tres (3) días siguientes a la 
detección de la falla, al arrendador los daños 
que afectaren al inmueble, cuando éstos no 
pudieren ser del conocimiento del arrendador.

Artículo 12. Las mejoras que se realicen 
en el inmueble comercial para adecuarlo 
al uso, sólo serán consideradas previo 
acuerdo entre las partes, y los gastos en 
que se incurra serán por cuenta del arren-
datario. Los bienes muebles contenidos 
en el local serán propiedad de quien de-
muestre haber asumido su costo.

Artículo 13. El arrendatario tiene el dere-
cho a que se le elabore un contrato escrito 
y autenticado, el arrendador está obligado 
a hacerlo considerando las pautas esta-
blecidas en este Decreto Ley.

Artículo 14. El arrendatario está en la 
obligación de pagar al arrendador el ca-
non de arrendamiento, según la cantidad 
y oportunidad que se haya fijado debida-
mente en el contrato, de acuerdo con lo 
estipulado en este Decreto Ley.

Artículo 15. El arrendatario no estará 
obligado a pagar primas por cesión; tras-
paso; arriendo; por venta de punto comer-
cial; o aceptar como condición la compra 
de bienes muebles que se encuentren en 
el local que se pretende arrendar, para la 
suscripción del contrato, a menos que el 
arrendatario manifieste su interés en ad-
quirir dichos bienes muebles.

Artículo 16. El arrendatario no podrá 
modificar el uso, rubro comercial, deno-
minación y/o marca, establecidos en el 
respectivo contrato de arrendamiento. 
Cuando, por la naturaleza del inmueble, 
condiciones propias de la actividad co-
mercial o conveniencia de las partes, 
el arrendamiento del inmueble de uso 
comercial comprenda la obligación de 
vender ciertos bienes o prestar ciertos 
servicios, las partes acordarán lo condu-
cente, pero el arrendatario no podrá ser 
obligado o limitado a vender productos o 
prestar servicios de determinadas marcas 
comerciales o adquiridos a determinados 
proveedores. Dicha prohibición alcanzará 
también a la adquisición de bienes o con-
tratación de servicios necesarios para el 
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mantenimiento, reparación, cuido u orna-
to del inmueble, salvo que así lo hubiese 
decidido el Comité Paritario de Adminis-
tración de Condominio.

Artículo 17. Se prohíbe cobrar cánones 
de arrendamientos que no sean aquellos 
calculados según los métodos que este 
Decreto Ley ofrece. Los arrendadores que 
haciendo uso de la necesidad del arrenda-
tario no cumplan con el presente artículo, 
serán sancionados con la multa establecida 
en el artículo 44 del presente Decreto Ley, 
sin perjuicio del derecho que le asiste al 
arrendatario de iniciar los procedimientos 
establecidos en el presente Decreto Ley.

Artículo 18. El contenido y vigencia del 
contrato contentivo de las normas de la 
relación arrendaticia no sufrirán deroga-
ción o modificación alguna por el cambio 
de arrendador, como consecuencia de la 
transferencia de propiedad o administra-
ción del inmueble comercial, salvo que el 
arrendatario manifestare expresamente y 
por escrito su voluntad de dar por termi-
nada la relación arrendaticia como conse-
cuencia del cambio de arrendador, caso 
en el cual podrá invocar la culminación 
anticipada del plazo del contrato por moti-
vos imputables al arrendador.

CAPÍTULO III
Garantías

 
Artículo 19. El arrendador podrá exigir 
al arrendatario garantías en respaldo de 
las obligaciones asumidas por éste. Estas 
podrán ser mediante depósito en efectivo 
o fianza. En ningún caso podrán coexistir 
ambos tipos de garantías.

Cuando se constituya depósito en dine-
ro éste no podrá exceder el equivalente 
a tres meses (03) del canon de arrenda-
miento establecido, y deberá acreditarse 
en una cuenta bancaria exclusiva para 
esos fines a nombre del arrendador. Los 
intereses que se produzcan corresponde-
rán al arrendatario, a menos que sean re-
queridos en ejecución de la garantía y, en 
todo caso, serán acumulados en la cuenta 
referida.

Cuando se constituya una fianza de fiel 
cumplimiento, esta no podrá exceder el 
equivalente a tres (3) meses del canon de 
arrendamiento establecido, y deberá ser 
emitida por una institución debidamente 
reconocida. En ningún caso, el arrenda-
dor podrá realizar cobro adicional por este 
concepto.

El órgano o ente competente en materia 
de la actividad aseguradora podrá emitir 
las normas que estime pertinentes y apro-
bará los modelos de contrato de fianza, 
para la correcta implementación de lo dis-
puesto en el presente artículo.

Artículo 20. Finalizada la relación arren-
daticia, el arrendatario restituirá la pose-
sión del inmueble arrendado al arrenda-
dor, en las mismas condiciones en que 
lo recibió, considerando la depreciación 
y desgaste propios del uso normal del 
inmueble. Si al momento de la recepción 
del inmueble hubieren obligaciones inso-
lutas por parte del arrendatario respecto 
del contrato de arrendamiento, las partes 
podrán acordar de manera consensuada 
la forma de cumplimiento o pago de tales 
obligaciones. Si el consenso no fuera po-
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sible, las partes podrán acudir al proceso 
jurisdiccional.

Artículo 21. Dentro de los quince (15) días 
continuos siguientes al término de la relación 
arrendaticia, o del día del cumplimiento de la 
última de las obligaciones pendientes, si las 
hubiere, el arrendador deberá reintegrar al 
arrendatario la suma recibida como garantía, 
más los intereses que se hubieren causado 
hasta la fecha del reintegro, o liberar la fianza 
de fiel cumplimiento, en caso de incumpli-
miento se acudirá a la vía jurisdiccional.

Artículo 22. Cuando la relación arrendaticia 
no pudiera ser objeto de finiquito entre las par-
tes, por obligaciones insolutas de cualquiera 
de ellas, se procederá de la siguiente manera:

1. �Si el arrendador omitiere o se negare in-
justificadamente a restituir la garantía o 
liberar la fianza de fiel cumplimiento al 
arrendatario dentro del plazo estableci-
do en el artículo anterior, se generarán, 
respecto del monto de la garantía, inte-
reses a la tasa activa más alta del sector 
bancario de conformidad con la infor-
mación del Banco Central de Venezuela. 
Dichos intereses se calcularán sobre la 
base del monto de la fianza.

    �Si la garantía se hubiere consignado en 
efectivo y no hubiera sido depositada 
en cuenta bancaria que genere intere-
ses, el arrendador tendrá la obligación 
de devolver al arrendatario el monto 
consignado más los intereses genera-
dos, aplicando la tasa activa más alta 
del sector bancario, conforme a la in-
formación disponible a través del Ban-
co Central de Venezuela.

    �En caso de discordia, será la SUNDDE 
la que determine el monto total a rein-
tegrar, a solicitud de parte interesada.

2. �Si las obligaciones insolutas fueren 
imputables al arrendatario, los montos 
calculados conforme al numeral ante-
rior corresponderán al arrendador, el 
cual podrá solicitar a la SUNDDE autori-
ce su retención o acudir a la vía judicial 
requiriendo la ejecución de la fianza.

3. �Cuando el arrendatario se negare a des-
ocupar el inmueble, a pesar del término 
del plazo de la relación arrendaticia, el 
arrendador tendrá derecho a percibir 
por cada día transcurrido, el precio dia-
rio del arrendamiento, más una canti-
dad adicional equivalente al cincuenta 
por ciento (50%) de dicho monto, has-
ta la restitución definitiva del inmueble. 
La cantidad resultante, a la fecha de la 
restitución efectiva del inmueble, podrá 
ser imputada a la garantía, la cual se 
ejecutará en los términos dispuestos en 
este Decreto Ley.

Artículo 23. Cuando el arrendador se 
negare, sin causa real y sin justificación, a 
reintegrar el depósito con sus respectivos 
intereses, el arrendatario podrá acudir a 
la vía jurisdiccional para hacer valer sus 
derechos.

CAPÍTULO IV
De Los Contratos

 
Artículo 24. El contrato de arrenda-
miento contendrá, al menos, las espe-
cificaciones físicas del inmueble arren-
dado y de la edificación que lo contiene; 
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la duración será mínima de un (01) año, 
excepto cuando la actividad a desarrollar 
esté enmarcada en temporadas específi-
cas, entonces el lapso podrá ser menor, 
no pudiendo ajustar el canon de arrenda-
miento si se diera continuidad o prórroga, 
a menos que supere un año, de acuerdo 
a lo establecido en el artículo 33 del pre-
sente Decreto Ley; el valor del inmueble, 
el canon de arrendamiento y la modalidad 
de cálculo adoptada; las obligaciones del 
arrendador y del arrendatario. Además, 
deberá señalar expresamente su apego a 
las consideraciones establecidas en este 
Decreto Ley.

Artículo 25. Al vencimiento del contra-
to, si el propietario pretende mantener en 

condición de arrendamiento el inmueble, 
en el mismo rubro comercial, el arrenda-
tario tendrá un derecho preferente a arren-
darlo, siempre y cuando esté solvente en 
el pago de los cánones de arrendamiento 
y condominio, haya cumplido con las de-
más obligaciones derivadas del contrato 
y de las leyes, y esté de acuerdo con los 
ajustes necesarios de acuerdo con lo esti-
pulado en este Decreto Ley.

Artículo 26. Al vencimiento de los con-
tratos de arrendamiento con plazos de 
seis (06) meses o más, el arrendatario 
tendrá derecho a optar por una prórroga 
legal que será obligatoria para el arrenda-
dor y optativa para el arrendatario, según 
las siguientes reglas:

Duración de la relación 
arrendaticia

Prórroga máxima

Hasta un (1) año 6 meses

Más de un (1) año y menos 
de cinco (5) años

1 año

Más de cinco (5) años 
y menos de diez (10) años

2 años

Más de diez (10) años 3 años
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Durante el lapso de prórroga legal, la rela-
ción arrendaticia se considerará a tiempo 
determinado, y permanecerán vigentes 
las mismas condiciones, estipulaciones y 
actualizaciones de canon, convenidos por 
las partes en el contrato vigente, salvo las 
variaciones del canon de arrendamiento 
que sean consecuencia de un procedi-
miento de regulación.

CAPÍTULO V
De los Cánones, 

su Pago y Fijación 

Artículo 27. El pago del canon de arren-
damiento se efectuará en una cuenta ban-
caria cuyo único titular sea el arrendador, 
la cual no podrá ser clausurada durante la 
relación arrendaticia.

Los datos correspondientes a la cuenta 
bancaria deberán ser establecidos en el 
contrato de arrendamiento.

En caso de cambio o modificación de la 
cuenta bancaria, el arrendador deberá, 
con quince (15) días antes de la fecha de 
pago, participar al arrendatario los datos 
de la nueva cuenta bancaria o de las modi-
ficaciones que se hubieren efectuado.

Si el arrendatario no pudiese efectuar el 
pago por causas imputables al arrendador, 
a la entidad bancaria, o por fuerza mayor, 
podrá consignar los montos correspon-
dientes en la cuenta que a tal efecto pon-
drá a disposición de los arrendatarios el 
organismo competente en materia de 
arrendamientos de inmuebles destinados 
al uso comercial.

Estos montos sólo podrán ser retirados a 
solicitud expresa del arrendador.

Artículo 28. Vencido el plazo de dos 
(02) años sin que el arrendador requiriera 
las cantidades consignadas por el arren-
datario a su favor conforme el aparte úl-
timo del artículo anterior, prescribirá su 
derecho a solicitarlas, quedando dichas 
cantidades a la disposición del organismo 
competente en materia de arrendamiento 
de inmuebles destinados al uso comercial, 
para ser utilizadas de acuerdo a lo estable-
cido en el reglamento respectivo.

Artículo 29. A los fines del cálculo del 
plazo de prescripción, se aplicarán las si-
guientes normas sobre suspensión e inte-
rrupción de la prescripción:

1. �La prescripción se interrumpe de la si-
guiente manera:

a) �Por cualquier actuación del arrendador 
ante el organismo competente en ma-
teria de arrendamiento de inmuebles 
destinados al uso comercial, solicitan-
do las cantidades a su favor.

b) �Por cualquier acto formal del arrenda-
dor que pretenda ejercer el derecho de 
recibir las cantidades a su favor, ante la 
jurisdicción contenciosa.

Interrumpida la prescripción, comenzará 
a computarse nuevamente al día siguiente 
de aquél en que se produjo la interrupción.



78  LEYES CONTRA LA GUERRA ECONÓMICA   LEYES CONTRA LA GUERRA ECONÓMICA   79

2. �El cómputo del plazo de la prescripción 
se suspende:

a) �Por la interposición de solicitudes o 
recursos administrativos o judiciales, 
que tengan por objeto la relación arren-
daticia con ocasión de la cual fueron 
consignadas las cantidades a su favor, 
hasta sesenta (60) días después que se 
adopte resolución o sentencia definitiva 
sobre los mismos, u opere el silencio 
administrativo, de ser el caso.

b) �Por decisión o auto judicial que ordene la 
suspensión del plazo de prescripción hasta 
el cumplimiento de un plazo o condición.

Artículo 30. El arrendador queda obliga-
do a entregar al arrendatario una factura 
legal por concepto de pago recibido a 
cuenta del arrendamiento contratado. La 
factura deberá contener detalladamente la 
discriminación del pago, el periodo al que 
corresponda, así como dar cumplimiento 
a la normativa que establezca el órgano 
con competencia en materia tributaria.

Artículo 31. El valor del inmueble para el 
momento de la transacción (VI) se deter-
minará mediante avalúo realizado según el 
método de costo de reposición. Le corres-
ponde a la SUNDDE supervisar y acordar 
la metodología de avalúo a aplicar.

Artículo 32. La fijación del canon de 
arrendamiento de los inmuebles sujetos a 
regulación de conformidad con el presen-
te Decreto Ley, la determinarán el arren-
dador y el arrendatario, aplicando uno de 
los siguientes métodos, seleccionado de 
común acuerdo:

Canon de arrendamiento fijo (CAF), según 
el cual se toma como base el valor actua-
lizado del inmueble (VI), de acuerdo a lo 
establecido en el artículo anterior, dividi-
do entre doce (12) meses y entre el área 
arrendable (M2A), obteniendo el canon por 
metro cuadrado, luego se multiplica este 
valor por el área a arrendar (M2a) y por 
el porcentaje de rentabilidad anual (%RA), 
establecido en 12% para el primer año de 
la relación arrendaticia. Cuando se trate de 
centros comerciales y/o locales comercia-
les completamente nuevos, el porcentaje 
de rentabilidad anual (%RA) establecido, 
podrá ser como máximo de 20% sólo para 
el primer año.

Se aplicará la siguiente fórmula:

CAF = (VI/12/M 2A) x M 2a x %RA
 
Donde:

CAF: �valor del canon de arrendamiento 
fijo mensual;

VI: valor del inmueble;

M 2A: metros cuadrados arrendables;

M 2a: metros cuadrados a arrendar;

%RA: porcentaje de rentabilidad anual

2. �Canon de arrendamiento variable (CAV) 
con base en porcentaje de ventas:

Se establecerá como referencia el Monto 
Bruto de Ventas realizadas (MBV) por el 
arrendatario, expresadas en la Declara-
ción Regular del Impuesto al Valor Agre-
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gado (IVA) correspondiente al mes inme-
diatamente anterior. Si hubiere una Decla-
ración Sustitutiva, el porcentaje del monto 
allí reflejado será sumado al porcentaje de 
ventas correspondiente al mes siguiente. El 
porcentaje a aplicar sobre el monto de ven-
tas realizadas será definido por las partes 
y oscilará entre 1% y 8%, quedando esto 
claramente establecido en el respectivo 
contrato. Para casos de operaciones co-
merciales cuya actividad principal sea en-
tretenimiento, las partes podrán convenir 
porcentajes entre 8% y 15%.

3. �Canon de arrendamiento mixto (CAM) 
compuesto por porción fija más por-
centaje de ventas:

La porción fija en ningún caso será su-
perior a 50% de lo que correspondería a 
un canon de arrendamiento fijo, según lo 
establecido en el numeral 1.

El % de ventas en ningún caso será superior 
a 8%, según lo establecido en el numeral 2.

Cuando el porcentaje de ventas supere el 
doble de la porción fija, el canon mensual 
será el que resulte de aplicar lo estableci-
do en el numeral 2, suprimiéndose la por-
ción fija, quedando todo esto claramente 
establecido en el respectivo contrato.

En caso de no poder acordar arrendatarios y 
arrendadores conjuntamente el canon o de 
tener dudas en cuanto a su cálculo, deberán 
solicitar a la SUNDDE su determinación.

La SUNDDE podrá modificar mediante 
providencia administrativa los porcentajes 
de rentabilidad anual (%RA) establecidos 

en este artículo, cuando así lo determinen 
razones de interés público o social.

Artículo 33. Los cánones de arrenda-
miento de los inmuebles sujetos a este 
Decreto Ley, serán revisados en los casos 
siguientes:

1. �Cuando hubiere transcurrido un año 
después de firmado el contrato de 
arrendamiento, y su ajuste se hará to-
mando como tope máximo la variación 
porcentual anual del grupo "Bienes y 
servicios diversos" considerado en el 
Índice Nacional de Precios al Consumi-
dor (INPC) del año inmediatamente an-
terior, de acuerdo con lo publicado por 
el Banco Central de Venezuela (BCV).

2. �Cuando el arrendador haya realizado me-
joras o reparaciones mayores cuyo cos-
to excedan 40% del valor del inmueble 
establecido como base de cálculo para 
determinar el canon de arrendamiento.

CAPÍTULO VI
De los Sobrealquileres

y Gastos Condominiales
 
Artículo 34. Todo cuanto se cobre en ex-
ceso del canon máximo establecido, o lo 
cobrado por conceptos contrarios a este 
Decreto Ley, quedará sujeto a reintegro 
por parte del propietario, arrendador o re-
caudador. La acción para reclamar el rein-
tegro de sobre alquileres prescribe a los 
dos (2) años. Los montos por este con-
cepto serán objeto de actualización con 
base en la variación del índice nacional de 
precios al consumidor (INPC), de acuerdo 
con lo publicado por el Banco Central de 
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Venezuela (BCV), y podrán ser compen-
sables con los cánones de arrendamiento 
que el arrendatario deba satisfacer.

Artículo 35. En los inmuebles destina-
dos al uso comercial, que formen par-
te de otros inmuebles bajo régimen de 
condominio u otro régimen de propiedad 
colectiva o de comunidad, la administra-
ción del condominio será coordinada por 
un “Comité Paritario de Administración 
del Condominio”, integrado paritaria-
mente por representantes seleccionados 
por los propietarios y por los arrendata-
rios respectivamente.

La representación de los arrendatarios 
será escogida por los mismos arrenda-
tarios de inmuebles destinados al uso 
comercial mediante un mecanismo trans-
parente y democrático que asegure la 
participación de todos los arrendatarios, 
sin que puedan establecerse preferencias 
o votos adicionales en dicha elección en 
función de la participación económica, la 
alícuota parte del arrendatario o tamaño 
del inmueble. El Comité Paritario de Ad-
ministración del Condominio" podrá esta-
blecer de común acuerdo con propietarios 
e inquilinos las normas o reglamentos de 
condominio, así como la aplicación de 
sanciones por incumplimiento de lo acor-
dado entre las partes.

Artículo 36. Los gastos comunes que 
deba pagar el arrendatario de cada inmue-
ble destinado al uso comercial se calcula-
rán sobre la base de la alícuota parte que 
corresponda a dicho inmueble, del valor 
total del inmueble que le sirve de asien-
to. Se entenderá por gastos comunes las 

erogaciones que deban realizarse para 
atender el mantenimiento y conserva-
ción del inmueble que sirve de asiento al 
establecimiento comercial, así como los 
servicios de aseo y limpieza, recolección 
y disposición de desechos sólidos, agua 
potable, energía eléctrica, vigilancia, re-
paración y mantenimiento de maquinaria 
y equipos, gastos de administración y 
cualesquiera otros bienes y servicios ne-
cesarios para el buen funcionamiento del 
inmueble que sirve de asiento al estable-
cimiento comercial, y mejoren o hagan 
posible su funcionamiento. 

El “Comité Paritario de Administración 
del Condominio”, podrá establecer con-
tribuciones y/o fondos adicionales para 
atender gastos de mercadeo o propósitos 
especiales, cuando así se requiera para el 
mejor funcionamiento de las actividades 
comerciales.

Artículo 37. Los gastos comunes serán 
cancelados por los arrendatarios cuando 
así lo disponga el respectivo contrato de 
arrendamiento y deberán ser fehaciente-
mente demostrados por el administrador 
y descritos en la correspondiente factura, 
emitida según las disposiciones del ordena-
miento jurídico vigente sobre el particular.

Las reparaciones mayores serán por 
cuenta del arrendador.

Los honorarios contratados por concepto 
de administración o gestión de los gastos 
comunes o de condominio en ningún caso 
serán superiores a diez por ciento (10%) 
del monto total de los gastos comunes a 
que refiere este artículo.
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CAPÍTULO VII
De la Preferencia Ofertiva 

y el Retracto Legal Arrendaticio 

Artículo 38. En caso de que el propieta-
rio del inmueble destinado al uso comer-
cial, o su apoderado, tuviere intención de 
venderlo, la preferencia ofertiva la tendrá 
el arrendatario que lo ocupa, siempre que 
tenga más de 2 años como tal, se encuen-
tre solvente en el pago de los cánones de 
arrendamiento, de condominio y demás 
obligaciones contractuales, legales y re-
glamentarias, y satisfaga las aspiraciones 
del propietario. 

El propietario deberá informar directa-
mente al arrendatario, mediante notifica-
ción escrita a través de Notaría Pública, su 
voluntad de vender el inmueble, expresan-
do su derecho de preferencia, indicando el 
precio justo, condiciones de venta, plazo 
de sostenimiento de la oferta no menor a 
tres (03) meses, procedimiento y direc-
ción de notificación de la correspondiente 
respuesta, documento de propiedad del 
inmueble, documento de condominio o 
propiedad colectiva y certificación de gra-
vámenes. El arrendatario deberá notificar 
por escrito a través de Notaría Pública, al 
oferente dentro de los quince (15) días 
calendarios siguientes al ofrecimiento, su 
aceptación o rechazo; en caso de recha-
zo o abstención de pronunciamiento, el 
propietario quedará en libertad de dar en 
venta el inmueble a terceros.

Artículo 39. En caso de violación de la 
preferencia ofertiva, o de que la venta a 
un tercero haya sido en condiciones más 
favorables que las ofrecidas inicialmente 

al arrendatario, éste tendrá derecho al re-
tracto legal arrendaticio, que deberá ejer-
cer dentro de un lapso de seis (06) meses, 
contado a partir de la fecha de la notifi-
cación que de la negociación celebrada 
deberá hacerle el adquiriente, junto con 
copia certificada del documento contenti-
vo de la negociación.

CAPÍTULO VIII
De los Desalojos 
y Prohibiciones 

Artículo 40. Son causales de desalojo:

a) �Que el arrendatario haya dejado de pa-
gar dos (02) cánones de arrendamien-
to y/o dos (2) cuotas de condominio o 
gastos comunes consecutivos.

b) �Que el arrendatario haya destinado el 
inmueble a usos deshonestos, indebi-
dos, en contravención con el contrato 
de arrendamiento o las normas que re-
gulen la convivencia ciudadana.

c) �Que el arrendatario haya ocasionado al 
inmueble deterioros mayores que los 
provenientes del uso normal, o efec-
tuado reformas no autorizadas por el 
arrendador.

d) �Que sea cambiado el uso del inmueble, 
en contravención a la conformidad de 
uso concedida por las autoridades mu-
nicipales respectivas o por quien haga 
sus veces, y/o a lo estipulado en el 
contrato de arrendamiento, y/o en las 
normas o reglamento de condominio.
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e) �Que el inmueble vaya a ser objeto de de-
molición o de reparaciones mayores que 
ameriten la necesidad de desocupar el 
inmueble, debidamente justificado.

f) �Que el arrendatario haya cedido el con-
trato de arrendamiento o subarrendado 
total o parcialmente el inmueble, salvo 
en los casos previamente acordados 
con el propietario y/o arrendador en el 
contrato respectivo.

g) �Que el contrato suscrito haya vencido y 
no exista acuerdo de prórroga o reno-
vación entre las partes.

h) �Que se agote el plazo para el ejercicio del 
derecho de preferencia adquisitiva del 
arrendatario y se realice la venta a terceros.

i) �Que el arrendatario incumpliera cuales-
quiera de las obligaciones que le corres-
ponden conforme a la Ley, el contrato, 
el documento de condominio y/o las 
Normas dictadas por el “Comité Parita-
rio de Administración de Condominio”.

Artículo 41. En los inmuebles regidos 
por este Decreto Ley queda taxativamente 
prohibido:

a) �El cobro por exhibir o mostrar inmue-
bles en oferta para el arrendamiento;

b) �El arrendamiento de inmuebles con 
condiciones físicas inadecuadas;

c) �El subarrendamiento, salvo en los ca-
sos previamente acordados con el pro-
pietario y/o arrendador en el contrato 
respectivo;

d) �Establecer cánones de arrendamiento 
según procedimientos ajenos a lo es-
tipulado en este Decreto Ley;

e) �Establecer cánones de arrendamiento 
en moneda extranjera;

f) �El cobro por activos intangibles tales 
como relaciones, reputación y otros 
factores similares;

g) �El ajuste al canon de arrendamiento du-
rante la vigencia del contrato, salvo por 
lo previsto en el propio contrato y en el 
presente Decreto Ley;

h) �El cobro de multas por parte del arren-
dador por la no apertura del local co-
mercial, por incumplimiento en el hora-
rio de apertura y/o cierre, por incumpli-
miento de imposiciones por el arreglo 
de fachadas y vitrinas y demás normas 
de convivencia; salvo que estas hayan 
sido establecidas de común acuerdo 
en las normas o reglamento de condo-
minio por parte del Comité Paritario de 
Administración del Condominio;

i) �El cobro por parte del arrendador de cual-
quier otras penalidades, regalías o comi-
siones parafiscales, salvo por lo previsto 
en el contrato y en el presente Decreto Ley;

j) �El arbitraje privado para resolver los 
conflictos surgidos entre arrendador y 
arrendatario con motivo de la relación 
arrendaticia;

k) �La resolución unilateral del contrato de 
arrendamiento;
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l) �Dictar o aplicar medidas cautelares 
de secuestro de bienes muebles o in-
muebles vinculados con la relación 
arrendaticia, sin constancia de haber 
agotado la instancia administrativa co-
rrespondiente, que tendrá un lapso de 
30 días continuos para pronunciarse. 
Consumido este lapso, se considera 
agotada la instancia administrativa;

m) �La administración del contrato de 
arrendamiento por parte de empresas 
extranjeras no radicadas en el país.

Artículo 42. Quedan prohibidos los avi-
sos o anuncios de publicidad ofreciendo 
inmuebles en arrendamiento comercial en 
los cuales se considere una o más de las 
siguientes condiciones:

a) �Se limite por condiciones de preferen-
cia sexual, política o religiosa, identidad 
de género, origen étnico, estado civil, 
clase social, profesión o condición so-
cial, discapacidad, enfermedades cró-
nicas y/o terminales, para el arrenda-
miento de inmuebles regidos por este 
Decreto Ley;

b) �Se oferten montos de rentas falsas o 
engañosas;

c) �Su texto contenga expresiones que vio-
len o inciten a la infracción de las nor-
mas aquí contenidas.

CAPÍTULO IX
Del Procedimiento Judicial

 
Artículo 43. En lo relativo a la impugna-
ción de los actos administrativos emana-
dos del órgano rector en la materia, la com-
petencia judicial en el Área Metropolitana 
de Caracas corresponde a los Tribunales 
Superiores en lo Contencioso Administra-
tivo, y en el resto del país, la competencia 
corresponde a los Juzgados de Municipio, 
en cuyo caso, se les atribuye la competen-
cia especial Contencioso Administrativo en 
materia de Arrendamientos Comerciales.
El conocimiento de los demás procedi-
mientos jurisdiccionales en materia de 
arrendamientos comerciales, de servicios 
y afines será competencia de la Jurisdic-
ción Civil ordinaria, por vía del procedi-
miento oral establecido en el Código de 
Procedimiento Civil hasta su definitiva 
conclusión.

CAPÍTULO X
Sanciones

 
Artículo 44. Los propietarios, adminis-
tradores, arrendadores o arrendatarios 
que incumplan con las estipulaciones pre-
vistas en el presente Decreto Ley, serán 
sancionados por el órgano rector en la 
materia, o la instancia bajo su adscripción 
que este designe, que deberá señalar la 
forma en que el sancionado podrá satisfa-
cer el pago de la multa impuesta, utilizan-
do todos los medios legales a su alcance. 
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Las multas se establecen de la manera 
siguiente:

1. �Quinientas Unidades Tributarias (500 
UT), a quienes incumplan con cualquie-
ra de las estipulaciones previstas en los 
artículos 30; 41, literales “a” y “b”; y 
42, sin perjuicio a la aplicación de otras 
sanciones a que hubiere lugar.

2. �Un mil quinientas Unidades Tributarias 
(1.500 UT), a quienes incumplan con 
cualquiera de las estipulaciones previs-
tas en los artículos 10; 11; 15; 16; 18; 
19; 24; 26; 38; y 41, literales “d”, “f”, 
“g”, “i”, y “j”, sin perjuicio a la aplicación 
de otras sanciones a que hubiere lugar.

3. �Dos mil quinientas Unidades Tributa-
rias (2.500 UT), a quienes incumplan 
con cualquiera de las estipulaciones 
previstas en los artículos 8; 13; 17; 31; 
32; 34; 35; 36; 37; y 41, literales “c”, 
“e”, “h”, “k”, “l” y “m”; sin perjuicio a 
la aplicación de otras sanciones a que 
hubiere lugar.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
 
Primera. Todos los contratos vigentes a 
la fecha de entrada en vigor de este Decre-
to Ley, deberán ser adecuados en un lapso 
no mayor a seis (6) meses a lo establecido 
en este Decreto Ley.

Segunda. Los procedimientos adminis-
trativos que estén en curso a la fecha de 
publicación del presente Decreto Ley, se 
adecuarán a lo establecido en el presente 
Decreto Ley, conforme a las disposiciones 
reglamentarias dictadas por el Ejecutivo 

Nacional que regulen la transición de los 
procedimientos determinados en las nor-
mas derogadas y los previstos en este 
instrumento.

Tercera. Con la entrada en vigencia del 
presente Decreto Ley se suspende la eje-
cución de medidas cautelares dictadas en 
los procedimientos judiciales en curso, 
hasta tanto se agote la vía administrativa, 
de conformidad con lo establecido en el 
artículo 41, literal "L".

Cuarta. Todos aquellos contratos cele-
brados en moneda extranjera antes de la 
entrada en vigencia de este Decreto Ley, 
automáticamente se entenderán pactados 
en moneda de curso legal venezolana, 
debiendo ajustarse sus estipulaciones 
económicas al presente Decreto Ley. Los 
inmuebles sujetos a estas contrataciones 
deberán someterse a la regulación de ca-
non consagrada en la presente Ley dentro 
de los noventa (90) días siguientes a su 
entrada en vigencia. El incumplimiento 
de esta disposición será sancionado con 
multa equivalente a dos mil Unidades Tri-
butarias (2.000 UT).

Quinta. Se ordena la supresión de la Direc-
ción General de Inquilinato del Ministerio del 
Poder Popular para Vivienda y Hábitat.

Sexta. El Presidente de la República, me-
diante Reglamento, desarrollará el régi-
men de supresión de la Dirección General 
de Inquilinato del Ministerio del Poder Po-
pular para Vivienda y Hábitat y el régimen 
transitorio que resultare como conse-
cuencia de tal supresión, garantizando la 
implementación efectiva del presente De-



84  LEYES CONTRA LA GUERRA ECONÓMICA   LEYES CONTRA LA GUERRA ECONÓMICA   85

creto Ley y asegurando la continuidad admi-
nistrativa de las funciones públicas relacio-
nadas con las categorías de arrendamiento 
reguladas por el presente Decreto Ley.

DISPOSICIONES DEROGATORIAS
 
Primera. Se desaplican, para la categoría 
de inmuebles cuyo arrendamiento regula el 
presente Decreto Ley, todas las disposicio-
nes del Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Nº 427 de Arrendamiento Inmobilia-
rio, publicado en la Gaceta Oficial de la Re-
pública Bolivariana de Venezuela Nº 36.845 
de fecha 7 de diciembre de 1999.

Segunda. Se deroga el Decreto Nº 602, 
mediante el cual se estableció un régimen 
transitorio de protección a los arrendata-
rios de inmuebles destinados al desempe-
ño de actividades comerciales, industria-
les o de producción, del 29 de noviembre 
de 2013, publicado en Gaceta Oficial Nº 
40.305 de la misma fecha.

DISPOSICIONES FINALES 

Única. El presente Decreto Ley entrará 
en vigencia a partir de su publicación en la 
Gaceta Oficial de la República Bolivariana 
de Venezuela.

Dado en Caracas, a los veinticuatro días del 
mes de abril de dos mil catorce. Años 204° 
de la Independencia, 155° de la Federación 
y 15° de la Revolución Bolivariana.

Cúmplase,
(L.S.) 
NICOLÁS MADURO MOROS
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5 

LEY DE RÉGIMEN 
CAMBIARIO Y SUS ILÍCITOS

Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela Nº 6.150 
13 de noviembre de 2014

Decreto Nº 1.403
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NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y cali-
dad revolucionaria en la construcción del 
socialismo y el engrandecimiento del país, 
basado en los principios humanistas y en 
las condiciones morales y éticas boliva-
rianas, por mandato del pueblo, y en ejer-
cicio de la atribución que me confiere el 
numeral 8 del artículo 236 de la Constitu-
ción de la República Bolivariana de Vene-
zuela, y de conformidad con lo dispuesto 
en los literales “a” y “b” del numeral 1 del 
artículo 1° de la Ley que Autoriza al Presi-
dente de la República para dictar Decretos 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley en las 
Materias que se Delegan, en Consejo de 
Ministros.

DICTO

El siguiente,

DECRETO CON RANGO, VALOR 
Y FUERZA DE LEY DEL RÉGIMEN 

CAMBIARIO Y SUS ILÍCITOS
 

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

 
Objeto y naturaleza

Artículo 1º. El presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley tiene por objeto 
regular los términos y condiciones en que 
los órganos y entes con competencia en el 
régimen de administración de divisas, ejer-
cen las atribuciones que le han sido confe-
ridas por el ordenamiento jurídico, confor-
me a los convenios cambiarios dictados al 
efecto, y los lineamientos para la ejecución 
de dicha política; así como los parámetros 
fundamentales para la participación de las 
personas naturales y jurídicas, públicas y 
privadas, en la adquisición de divisas y los 
supuestos de hecho que constituyen ilícitos 
en tal materia y sus respectivas sanciones.

Definiciones 

Artículo 2º. A los efectos de este Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley, se 
entenderá por:

Mercado cambiario: Refiere al conjunto 
de espacios o mecanismos dispuestos por 
las autoridades competentes, donde concu-
rren de forma ordenada oferentes y compra-
dores de divisas al tipo de cambio aplicable 
en función de la regulación del mismo.

Tipo de cambio: Es el precio de la mo-
neda doméstica en términos de una divisa.

Divisa: Todas las monedas diferentes al 
bolívar, entendido éste como la moneda 
de curso legal en la República Bolivariana 
de Venezuela, incluidos los depósitos en 
bancos e instituciones financieras nacio-
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nales e internacionales, las transferencias, 
cheques bancarios y letras, títulos valores 
o de crédito, así como cualquier otro ac-
tivo u obligación que esté denominado o 
pueda ser liquidado o realizado en moneda 
extranjera en los términos que establezca 
el Banco Central de Venezuela y conforme 
al ordenamiento jurídico venezolano.

Operador cambiario: Persona jurídi-
ca que realiza operaciones de corretaje, 
cambio o intermediación de divisas, auto-
rizadas por la normativa correspondiente 
y, específicamente por la dictada por el 
Banco Central de Venezuela, que haya 
cumplido con los requisitos establecidos 
por la autoridad competente.

Operación cambiaria: Compra y venta 
con el bolívar de cualquier divisa.

Fecha de operación: Es la fecha en la 
que se pactan operaciones de compraven-
ta de moneda extranjera en el mercado de 
divisas.

Fecha valor: Es la fecha efectiva en la 
que se lleva a cabo la liquidación de las 
divisas producto de la operación cambia-
ria realizada.

Convenio cambiario: Es el acuerdo 
entre el Ejecutivo Nacional y el Banco Cen-
tral de Venezuela para regular todos los 
aspectos inherentes al diseño de la políti-
ca cambiaria, a fin de lograr la estabilidad 
de precios y preservar el valor interno y 
externo de la moneda, fijándose las condi-
ciones de las operaciones cambiarias.

Ámbito de aplicación
Artículo 3º. El presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley se aplica 
a las personas naturales y jurídicas, pú-
blicas y privadas que, bien actuando en 
nombre propio, o como solicitantes, ad-
ministradores, intermediarios, verificado-
res, o beneficiarios participen en opera-
ciones cambiarias.

Jerarquización de las necesidades 
cubiertas con el régimen cambiario
Artículo 4º. El Ejecutivo Nacional, por 
órgano del Ministerio del Poder Popular 
con competencia en materia de finanzas, 
en coordinación con la Vicepresidencia del 
Área Económica del Consejo de Ministros 
y Ministras Revolucionarios, establecerá 
al Centro Nacional de Comercio Exterior, 
las prioridades a las cuales debe atender 
la asignación de divisas en los mecanis-
mos correspondientes, basados en los 
principios socio-económicos previstos en 
la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela, a los fines de asegurar el 
desarrollo humano integral y una existen-
cia digna para la colectividad.

Desenvolvimiento armónico
de la economía nacional

Artículo 5º. Los beneficiarios de divisas 
conforme a lo establecido en el artículo re-
lativo al otorgamiento de divisas al Poder 
Público y para cubrir necesidades esen-
ciales, deberán orientar la inversión de las 
mismas para atender al desenvolvimiento 
armónico de la economía nacional, con el 
fin de generar fuentes de trabajo, alto va-
lor agregado nacional, elevación del nivel 
de vida de la población y fortalecimiento 
de la soberanía económica del país.
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Otorgamiento de divisas 
al Poder Público y para cubrir 

necesidades esenciales
Artículo 6º. Las divisas destinadas a 
cubrir los gastos del poder público y a 
la satisfacción de las necesidades esen-
ciales de la sociedad, tales como lo son 
los bienes y servicios declarados como 
de primera necesidad, constituidos por 
las medicinas, los alimentos, la vivienda 
y la educación, sin que éste enunciado 
tenga carácter taxativo, serán asignadas y 
fiscalizadas por el Centro Nacional de Co-
mercio Exterior, mediante el procedimien-
to que éste dicte al efecto, quien deberá 
rendir cuenta de su actuación al Ministe-
rio del Poder Popular con competencia en 
materia de finanzas y a la Vicepresidencia 
del Área Económica del Consejo de Mi-
nistros y Ministras Revolucionarios, en 
función del monto de disponibilidad de 
divisas aprobado al efecto por el Banco 
Central de Venezuela.

Agilización de trámites
Artículo 7º. Para las actividades relati-
vas a la satisfacción de las necesidades 
fundamentales de la colectividad, consi-
deradas como prioritarias, se agilizarán 
los trámites establecidos para la obten-
ción de las divisas que deben cumplir-
se ante el Centro Nacional de Comercio 
Exterior, pudiendo en circunstancias ex-
cepcionales, flexibilizar o dispensar a los 
solicitantes la consignación de requisitos 
no indispensables o postergar la presen-
tación de los mismos.

Compraventa de divisas
Artículo 8º. La compraventa de divisas a 
través de los mecanismos administrados 

por las autoridades competentes del régi-
men de administración de divisas, se rea-
lizará en los términos y condiciones que 
prevean los convenios cambiarios que 
rijan dichos mecanismos y demás norma-
tivas dictadas en desarrollo de aquéllos.

Mercado alternativo de divisas
Artículo 9º. Sin perjuicio del acceso a 
los mecanismos administrados por las 
autoridades competentes del régimen de 
administración de divisas a los que se re-
fiere el presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, las personas naturales y 
jurídicas demandantes de divisas, podrán 
adquirirlas a través de transacciones en 
moneda extranjera ofertadas por:

1. �Personas naturales y jurídicas del sec-
tor privado,

2. Petróleos de Venezuela, S.A., y,

3. Banco Central de Venezuela.

Dichas transacciones se realizarán en los 
términos dispuestos en los convenios 
cambiarios que se dicten al efecto entre el 
Banco Central de Venezuela y el Ejecutivo 
Nacional, así como, conforme a las regu-
laciones que en su desarrollo establezcan 
los términos, requisitos y condiciones que 
rigen la participación en dicho mercado, y 
la normativa prudencial que dicten las Su-
perintendencias competentes en materia 
bancaria y de valores a tales fines.

La participación como oferente por parte 
de entes públicos distintos a Petróleos 
de Venezuela, S.A., y el Banco Central de 
Venezuela, requerirá la previa autorización 
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del Ministerio del Poder Popular con com-
petencia en materia de finanzas.

Operadores autorizados
Artículo 10. Podrán participar como 
operadores cambiarios autorizados en el 
mercado alternativo de divisas, los bancos 
universales regidos por la ley que regula 
las instituciones del sector bancario y de-
más leyes especiales, los operadores de 
valores autorizados regidos por la ley que 
regula el mercado de valores, así como los 
demás sujetos que realicen actividades 
afines a las transacciones respectivas, de-
bidamente autorizados mediante el conve-
nio cambiario correspondiente.

CAPÍTULO II
De las Autoridades 

Administrativas
del Régimen Cambiario

 
Autoridades administrativas

Artículo 11. A los efectos de este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
constituyen autoridades administrativas 
del régimen de administración de divisas 
los siguientes:

El Ministerio del Poder Popular con com-
petencia en materia de finanzas, en coor-
dinación con la Vicepresidencia Sectorial 
con competencia en el área económica, 
en la planificación, conducción, articula-
ción y coordinación de la política econó-
mica nacional, determinando a tales fines 
las prioridades de atención de divisas, la 
política de incentivos, y el control sobre 
los mecanismos administrados por las 
autoridades competentes del régimen de 
administración de divisas.

El Centro Nacional de Comercio Exterior, 
en la gestión, administración, supervisión 
y control de los mecanismos administra-
dos por las autoridades competentes del 
régimen de administración de divisas, así 
como en la regulación y ejecución de los 
procedimientos, requisitos y restricciones 
que requiera la instrumentación de los 
convenios cambiarios a través de los cita-
dos mecanismos.

La Corporación Venezolana de Comercio 
Exterior, en la ejecución de la política na-
cional de exportaciones no petroleras, la 
de importaciones, la procura y garantía 
de las mejores condiciones en cuanto a 
calidad y precios de productos y bienes 
para el país, cuyas funciones estarán re-
gidas por las orientaciones emanadas de 
la Presidencia de la República Bolivariana 
de Venezuela, del Ministerio del Poder 
Popular con competencia en materia de 
finanzas, de la Vicepresidencia Sectorial 
con competencia en el área económica, y 
del Centro Nacional de Comercio Exterior.

Cualquier órgano o ente que se designe de 
conformidad con el ordenamiento jurídico 
vigente, con atribuciones en materia del 
régimen de administración de divisas.

El Ministro o Ministra del Poder Popular 
con competencia en materia de finanzas, 
mediante Resolución debidamente publi-
cada en la Gaceta Oficial de la Repúbli-
ca Bolivariana de Venezuela, designará 
el órgano o ente a cuyo cargo estará la 
inspección y fiscalización del régimen de 
administración de divisas, quien ejercerá 
además la potestad administrativa sancio-
natoria en materia cambiaria.
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CAPÍTULO III
De la Obligación de Declarar

 
Obligación de declarar

Artículo 12. Las personas naturales o 
jurídicas que importen, exporten, ingresen 
o egresen divisas, hacia o desde el territo-
rio de la República Bolivariana de Vene-
zuela, por un monto superior a los diez mil 
dólares de los Estados Unidos de América 
(US$ 10.000,00) o su equivalente en otras 
divisas, están obligadas a declarar ante 
el Centro Nacional de Comercio Exterior, 
el monto y la naturaleza de la respectiva 
operación o actividad, sin perjuicio de las 
competencias propias del Banco Central 
de Venezuela en la materia.

Origen de las divisas
Artículo 13. A los efectos del presen-
te Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, los importadores deberán indicar en 
el manifiesto de importación, el origen de 
las divisas obtenidas. Todas las personas 
naturales y jurídicas que posean esta-
blecimientos que comercialicen bienes y 
servicios que se hayan adquirido con di-
visas autorizadas por el Centro Nacional 
de Comercio Exterior, deberán exhibir en 
su respectivo establecimiento, un anun-
cio visible al público indicando cuáles de 
los bienes y servicios ofertados en ese 
comercio, fueron adquiridos con divisas 
autorizadas por el Centro Nacional de Co-
mercio Exterior. Queda encargada de la 
vigilancia del cumplimiento de esta dispo-
sición la Superintendencia Nacional para 
la Defensa de los Derechos Socio Econó-
micos (SUNDDE), para lo cual podrá apo-
yarse en las comunas en el ejercicio de la 
contraloría social.

Exportaciones de bienes 
y servicios

Artículo 14. Los exportadores de bienes 
o servicios, están obligados a declarar 
al Banco Central de Venezuela, a través 
de un operador cambiario, los montos 
en divisas y las características de cada 
operación de exportación cuando sea 
por un monto superior a diez mil dólares 
de los Estados Unidos de América (US$ 
10.000,00) o su equivalente en otras divi-
sas. Dicha declaración deberá efectuarse 
en un plazo que no excederá de quince 
días hábiles, contados a partir de la fecha 
de la declaración de la exportación ante 
la autoridad aduanera correspondiente, 
sin perjuicio de cualquier otra declaración 
que las autoridades administrativas exijan 
en esta materia.

Exentas de declarar
Artículo 15. Están exentas de la obliga-
ción de declarar, de acuerdo a lo estable-
cido en el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley:

1. �Las personas naturales y jurídicas con 
respecto a las operaciones realizadas 
con títulos valores emitidos por la Re-
pública Bolivariana de Venezuela, las 
cuales quedan sujetas a lo previsto en 
la normativa cambiaria.

2. �Las personas naturales no residentes 
que se encuentren en situación de trán-
sito o turismo en el territorio nacional 
y cuya permanencia en el país sea in-
ferior a ciento ochenta días continuos, 
con respecto a las divisas que hayan 
adquirido.
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3. �La República, cuando actúe a través de 
sus órganos.

4. �Petróleos de Venezuela, S.A. (PDVSA), 
en lo que concierne a su régimen es-
pecial de divisas previsto en la Ley del 
Banco Central de Venezuela.

5. �Las empresas constituidas o que se 
constituyan para desarrollar cualquie-
ra de las actividades a que se refiere la 
Ley Orgánica de Hidrocarburos, dentro 
de los límites y requisitos previstos en 
el respectivo convenio cambiario.

CAPÍTULO IV
De los Ilícitos Cambiarios

  
Presentación de documentos
o información falsa o forjada

Artículo 16. Quienes a los efectos de 
participar o realizar operaciones relacio-
nadas con el régimen cambiario, presen-
ten o suscriban balances, estados finan-
cieros y en general, documentos o recau-
dos de cualquier clase o tipo que resulten 
falsos o forjados, o presenten información 
o datos que no reflejen su verdadera situa-
ción financiera o comercial, serán sancio-
nados con pena de prisión de uno a tres 
años y multa equivalente a cinco décimas 
de la Unidad Tributaria (0,5 U.T.) vigente 
para la fecha de su liquidación, por cada 
dólar de los Estados Unidos de América 
o su equivalente en otra divisa, del monto 
correspondiente a la respectiva operación 
involucrada.

Adquisición de divisas 
mediante engaño

Artículo 17. Quienes adquieran divisas 
a través de los mecanismos administra-
dos por las autoridades competentes del 
régimen de administración de divisas, 
mediante engaño, alegando causa falsa o 
valiéndose de cualquier otro medio frau-
dulento, será penado de tres a siete años 
de prisión y multa equivalente a cinco 
décimas de la Unidad Tributaria (0,5 U.T.) 
vigente para la fecha de su liquidación, 
por cada dólar de los Estados Unidos de 
América o su equivalente en otra divisa, 
del monto correspondiente a la respectiva 
operación cambiaria, además de la venta 
o reintegro de las divisas al Banco Central 
de Venezuela. Si el engaño, la causa falsa 
o el medio fraudulento que se empleare 
son descubiertos antes de la obtención de 
las divisas, la pena privativa de libertad se 
rebajará conforme a las disposiciones del 
Código Penal.

Utilización de las divisas 
a fines diferentes

Artículo 18. Las autorizaciones de ad-
quisición y liquidación de divisas emitidas 
por la administración del régimen cambia-
rio son intransferibles y deben ser usadas 
únicamente a los fines y en los términos 
que fueron generadas conforme a la soli-
citud de adquisición de divisas respectiva.

Quienes destinen las divisas obtenidas, a 
través de los mecanismos administrados 
por la autoridades competentes del régi-
men de administración de divisas, para 
fines distintos a los que motivaron su 
solicitud, serán sancionados con pena de 
prisión de dos a seis años y multa equiva-
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lente a cinco décimas de la Unidad Tribu-
taria (0,5 U.T.) vigente para la fecha de su 
liquidación, por cada dólar de los Estados 
Unidos de América o su equivalente en 
otra divisa, del monto correspondiente a 
la respectiva operación cambiaria.

Igualmente, se considera ilícito toda des-
viación o utilización de las divisas por per-
sonas naturales y jurídicas distintas a las 
autorizadas, los que incurrieren en dicho 
ilícito, serán sancionados de conformidad 
con lo previsto en este artículo.

Promoción de ilícitos cambiarios
Artículo 19. Quienes de manera directa o 
indirecta promuevan o estimulen la comisión 
de alguno de los ilícitos previstos en el pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, serán sancionados con pena de prisión 
de dos a seis años y multa equivalente a cin-
co décimas de la Unidad Tributaria (0,5 U.T.) 
vigente para la fecha de su liquidación, por 
cada dólar de los Estados Unidos de Améri-
ca o su equivalente en otra divisa, del monto 
correspondiente a la operación involucrada.

Ilícito por medios electrónicos, 
financieros o con 

conocimiento especializado
Artículo 20. Cuando para la comisión de 
cualesquiera de los ilícitos cambiarios es-
tablecidos en el presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley, se hiciere uso de 
medios electrónicos o informáticos, o de 
especiales conocimientos o instrumentos 
propios de la materia bancaria, financiera 
o contable, la pena será la del ilícito come-
tido aumentada de un tercio a la mitad, sin 
perjuicio de lo establecido en otras leyes 
especiales que regulen estas actividades.

Comisión de ilícito 
por prestadores de Servicio 

en los órganos y entes públicos
Artículo 21. Quienes presten servicios 
en los órganos y entes de la Adminis-
tración Pública y valiéndose de su con-
dición o en razón de su cargo, incurran, 
participen o coadyuven en la comisión de 
cualquiera de los ilícitos establecidos en 
el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, se les aplicará la pena del 
ilícito cometido aumentada de un tercio a 
la mitad, sin menoscabo de las sanciones 
civiles, administrativas y disciplinarias a 
que haya lugar.

Carácter penal del incumplimiento 
de reintegro

Artículo 22. Quienes estando en la obli-
gación de reintegrar divisas al Banco Cen-
tral de Venezuela, en los términos y con-
diciones establecidos en este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley o en la nor-
mativa cambiaria vigente, incumplan con 
la orden de reintegro dentro de los quince 
días hábiles siguientes a la fecha en que 
corresponda, o quede firme en sede ad-
ministrativa la orden de reintegro, según 
el caso, serán sancionados con pena de 
prisión de dos a seis años y con multa 
equivalente a cinco décimas de la Unidad 
Tributaria (0,5 U.T.) vigente para la fecha 
de su liquidación, por cada dólar de los 
Estados Unidos de América o su equiva-
lente en otra divisa, del monto correspon-
diente a la respectiva operación cambiaria, 
cuando el monto a reintegrar sea superior 
a cincuenta mil dólares de los Estados 
Unidos de América (US$ 50.000,00) o su 
equivalente en otra divisa. El reintegro de 
las divisas por parte del sector público 
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será efectuado en los términos conveni-
dos por el sujeto obligado con el Banco 
Central de Venezuela.

Suspensión por pena 
privativa de libertad

Artículo 23. Quienes sean condenados 
por la comisión de alguno de los ilícitos 
cambiarios previstos en el presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
serán suspendidos del Registro de Usua-
rios del Sistema de Administración de Di-
visas por el tiempo de la pena impuesta.

CAPÍTULO V
Del Procedimiento Penal 

Ordinario
 

Competencia penal
Artículo 24. El conocimiento de las cau-
sas con motivo de la comisión de ilícitos 
establecidos en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley y su reinci-
dencia, que impliquen la aplicación de pe-
nas privativas de libertad, serán de la com-
petencia de la jurisdicción penal ordinaria, 
y se les aplicará el procedimiento previsto 
en el Código Orgánico Procesal Penal.

Caso de ilícito sancionado
con pena restrictiva de libertad

Artículo 25. En los casos en que existie-
ren elementos que supongan la comisión 
de algún ilícito cambiario sancionado con 
pena restrictiva de libertad, la Autoridad 
Administrativa Sancionatoria en materia 
cambiaria, deberá enviar copia certifica-
da del expediente al Ministerio Público, a 
fin de iniciar el respectivo procedimiento, 
conforme a lo dispuesto en el Código Or-
gánico Procesal Penal.

Prescripción
Artículo 26. La acción y las penas pre-
vistas en el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley que impliquen san-
ciones privativas de libertad, prescribirán 
conforme a las reglas del Código Penal.

CAPÍTULO VI
De las Infracciones 

Administrativas
 

Incumplimiento de anunciar
procedencia de las divisas

Artículo 27. Quienes incumplan la obli-
gación de exhibir en su respectivo esta-
blecimiento un anuncio visible al público 
indicando cuáles de los bienes y servicios 
ofertados en ese comercio fueron adquiri-
dos con divisas autorizadas por el Centro 
Nacional de Comercio Exterior, serán san-
cionados con multa entre doscientas Uni-
dades Tributarias (200 U.T.) y cinco mil 
Unidades Tributarias (5.000 U.T.). En caso 
de reincidencia, la multa será del doble.

Carácter administrativo
del incumplimiento de reintegro

Artículo 28. Quienes estando en la 
obligación de reintegrar divisas al Banco 
Central de Venezuela, en los términos y 
condiciones establecidos en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
o en la normativa cambiaria vigente, in-
cumplan con la orden de reintegro dentro 
de los quince días hábiles siguientes a la 
fecha en que corresponda, o quede firme 
en sede administrativa la orden de reinte-
gro, según el caso, serán sancionados por 
la Autoridad Administrativa Sancionatoria 
en Materia Cambiaria, con multa equiva-
lente a cinco décimas de la Unidad Tribu-
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taria (0,5 U.T.) vigente para la fecha de su 
liquidación, por cada dólar de los Estados 
Unidos de América o su equivalente en 
otra divisa, del monto correspondiente a 
la respectiva operación cambiaria cuando 
el monto a reintegrar sea inferior o igual 
a cincuenta mil dólares de los Estados 
Unidos de América (US$ 50.000,00) o su 
equivalente en otra divisa.

El reintegro de las divisas por parte del 
sector público será efectuado en los tér-
minos convenidos por el sujeto obligado 
con el Banco Central de Venezuela.

Obtención de divisas 
violando las normas

Artículo 29. Quienes hubiesen obtenido 
divisas mediante la violación de la norma-
tiva cambiaria que regula el régimen de 
administración de divisas, serán sanciona-
dos con multa equivalente a cinco décimas 
de la Unidad Tributaria (0,5 U.T.) vigente 
para la fecha de su liquidación, por cada 
dólar de los Estados Unidos de América 
o su equivalente en otra divisa, del monto 
correspondiente a la respectiva operación 
cambiaria, además del reintegro de las di-
visas al Banco Central de Venezuela.

Incumplimiento 
de laobligación de suministrar 

información
Artículo 30. Quienes incumplan con la 
obligación de colaborar con la Autoridad 
Administrativa Sancionatoria en materia 
cambiaria, a los fines establecidos en el 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley, serán sancionados con multa 
equivalente a una décima de la Unidad Tri-
butaria (0,1 U.T.) vigente para la fecha de 

su liquidación, por cada dólar de los Esta-
dos Unidos de América o su equivalente 
en otra divisa, del monto correspondiente 
a la respectiva operación cambiaria.

Sanción a personas jurídicas
por falta de sus representantes

Artículo 31. La Autoridad Administra-
tiva Sancionatoria en materia cambiaria, 
sancionará con multa del doble, al equi-
valente en bolívares, del monto de la ope-
ración, a las personas jurídicas, cuando 
en su representación, los gerentes, ad-
ministradores, directores, dependientes 
o cualquier otra persona que actúe en 
representación de las personas jurídicas, 
valiéndose de los recursos de la sociedad 
o por decisión de sus órganos directivos, 
incurrieren en algunos de los ilícitos pre-
vistos en el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley.

Suspensión por infracción 
administrativa

Artículo 32. Quienes sean sancionados 
por alguna de las infracciones adminis-
trativas previstas en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, serán 
suspendidos del Registro de Usuarios del 
Sistema de Administración de Divisas por 
el lapso de un año continuo, contado des-
de la fecha en que sea pagada la multa co-
rrespondiente a la sanción administrativa.
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CAPÍTULO VII
Del Procedimiento 

Sancionatorio 
de la Iniciación, 

Sustanciación y Terminación
 

Principios que rigen 
la potestad sancionatoria

Artículo 33. La Autoridad Administrativa 
Sancionatoria en materia cambiaria, ejer-
cerá su potestad atendiendo los principios 
de transparencia, imparcialidad, racionali-
dad y proporcionalidad.

Medidas preventivas
Artículo 34. La Autoridad Administra-
tiva Sancionatoria en materia cambiaria, 
podrá de oficio en el auto de apertura del 
procedimiento administrativo, solicitar a 
la autoridad administrativa competente en 
materia cambiaria la suspensión temporal 
del Registro de Usuarios del Sistema de 
Administración de Divisas, así como cual-
quier otra medida que estime conveniente 
conforme al ordenamiento jurídico.

Inicio de oficio 
de los procedimientos

Artículo 35. Los procedimientos para la 
determinación de las infracciones a que se 
refiere el presente Capítulo, se iniciarán de 
oficio por parte de la Autoridad Adminis-
trativa Sancionatoria en materia cambiaria 
o por denuncia oral o escrita presentada 
ante la misma.

Inicio del procedimiento 
sancionatorio

Artículo 36. El auto de apertura del pro-
cedimiento sancionatorio será dictado por 
la máxima Autoridad Administrativa Sancio-

natoria en materia cambiaria; en él, se esta-
blecen con claridad las presunciones de los 
hechos a investigar, los fundamentos lega-
les pertinentes y las consecuencias jurídicas 
que se desprenderán en el caso de que los 
hechos a investigar se lleguen a constatar.

Notificaciones
Articulo 37. Las notificaciones vincula-
das al procedimiento administrativo san-
cionatorio regulado en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, podrán 
efectuarse por medios electrónicos, de 
manera personal o por carteles.

Las notificaciones por medios electrónicos 
deberán hacerse cumpliendo para ello con 
todos los parámetros previstos en la Ley 
que regula la materia referida a los mensa-
jes de datos y firmas electrónicas, garanti-
zándose su validez, eficacia y valor jurídico.

En caso que surjan impedimentos para 
realizar la notificación por medios elec-
trónicos, la Autoridad Administrativa San-
cionatoria en materia cambiaria proveerá 
lo conducente para que la notificación se 
practique de manera personal en el domi-
cilio, sede o establecimiento permanente 
del presunto infractor.

Cuando resulte impracticable la notifica-
ción en las formas anteriormente prescri-
tas, se ordenará la notificación mediante 
un único cartel, el cual se publicará en 
un diario de circulación nacional; en este 
caso se entenderá notificado el presunto 
infractor o infractora al vencimiento de los 
quince días continuos siguientes a la pu-
blicación, circunstancia que se advertirá 
en forma expresa en dicho cartel.



98  LEYES CONTRA LA GUERRA ECONÓMICA   LEYES CONTRA LA GUERRA ECONÓMICA   99

Notificación del inicio 
del procedimiento administrativo 

sancionatorio
Artículo 38. La boleta de notificación del 
inicio del procedimiento administrativo san-
cionatorio deberá contener el texto íntegro del 
acto, y en él se emplazará al presunto infractor 
o infractora para que en un lapso no mayor de 
diez días hábiles siguientes consigne los ale-
gatos y pruebas que estime pertinentes.

Apertura de nuevos 
procedimientos

Artículo 39. Cuando en la sustanciación 
apareciesen hechos no relacionados con 
el procedimiento en curso, pero que pu-
diesen ser constitutivos de infracciones a 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, la Autoridad Administrativa Sancio-
natoria en materia cambiaria, ordenará la 
apertura de un nuevo procedimiento.

Duración
Artículo 40. La sustanciación del ex-
pediente deberá concluirse dentro de los 
treinta días hábiles siguientes a la notifi-
cación del auto de apertura mediante acto 
administrativo, pudiéndose prorrogar a 
través de un auto para mejor proveer, por 
un lapso que la Autoridad Administrativa 
Sancionatoria considere prudente, a los 
efectos de sustanciar y decidir el expe-
diente adecuadamente. En la sustancia-
ción del procedimiento administrativo, la 
Autoridad Administrativa Sancionatoria en 
materia cambiaria tendrá las más amplias 
potestades de investigación, rigiéndose 
su actividad por el principio de libertad 
de prueba. Dentro de la actividad de sus-
tanciación, dicha autoridad administrativa 
podrá realizar los siguientes actos:

1. �Llamar a declarar a cualquier persona 
en relación con la presunta infracción.

2. �Requerir de las personas relacionadas 
con el procedimiento, documentos o 
información pertinente para el esclare-
cimiento de los hechos.

3. �Emplazar, mediante la prensa nacional o 
regional, a cualquier otra persona intere-
sada que pudiese suministrar informa-
ción relacionada con la presunta infrac-
ción. En el curso de la investigación cual-
quier particular podrá consignar en el ex-
pediente administrativo, los documentos 
que estime pertinentes a los efectos del 
esclarecimiento de la situación.

4. �Solicitar a otros órganos y entes pú-
blicos, información relevante respecto 
a las personas involucradas, siempre 
que la información que ellos tuvieren, 
no hubiese sido declarada confidencial 
o secreta de conformidad con la ley.

5. �Realizar las fiscalizaciones en materia 
cambiaria que se consideren pertinen-
tes, a los fines de la investigación.

6. �Evacuar las pruebas necesarias para el 
esclarecimiento de los hechos objeto 
del procedimiento sancionatorio.

7. �Practicar las auditorías financieras que 
se consideren pertinentes, a los fines 
de la investigación.

8. �Practicar cualquier otra actuación o dili-
gencia necesaria para el esclarecimien-
to de los hechos objeto de la investiga-
ción del procedimiento sancionatorio.
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Solicitar ante cualquier ente público o pri-
vado la información que considere nece-
saria para sustanciar los procedimientos 
que se encuentren en curso.

Decisión
Artículo 41. Al día hábil siguiente de cul-
minada la sustanciación del expediente, 
comenzará un lapso de quince días hábiles, 
prorrogable por un lapso igual, mediante 
auto razonado y cuando la complejidad del 
caso lo amerite, para que la máxima Auto-
ridad Administrativa Sancionatoria en ma-
teria cambiaria, decida el asunto.

Notificación de la decisión
Artículo 42. La decisión de la Autoridad 
Administrativa Sancionatoria en materia 
cambiaria, se notificará al interesado o 
interesada una vez determinada la exis-
tencia o no de infracciones y en caso 
afirmativo se establecerán las sanciones 
correspondientes. El afectado o afectada 
podrá ejercer contra la decisión dictada 
los recursos establecidos en la ley.

Lapso para cumplir la sanción
Artículo 43. Una vez determinada en 
sede administrativa la decisión que impon-
ga sanción de multa por la infracción come-
tida, el infractor o infractora dispondrá de 
un lapso de diez días hábiles para dar cum-
plimiento voluntario a la sanción impuesta.

Transcurrido el lapso sin que el infractor o 
infractora hubiese cumplido voluntariamen-
te, la Autoridad Administrativa Sancionatoria 
en materia cambiaria, realizará las actuacio-
nes correspondientes ante la Procuraduría 
General de la República para su ejecución 
forzosa en vía jurisdiccional.

Intereses de mora
Artículo 44. A partir del día siguiente 
del vencimiento del lapso para que el in-
fractor o infractora de cumplimiento vo-
luntario a la sanción impuesta, comenza-
rán a causarse intereses de mora a favor 
del Tesoro Nacional, calculados sobre la 
base de la tasa máxima, para las opera-
ciones activas que determine el Banco 
Central de Venezuela.

Planilla de liquidación 
para el pago de multas

Artículo 45. Corresponde a la Autoridad 
Administrativa Sancionatoria en materia 
cambiaria la expedición de las planillas de 
liquidación de multa, e intereses morato-
rios, correspondientes a la determinación 
de los ilícitos cambiarios previstos y san-
cionados en el presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley.

Prescripción
Artículo 46. Las infracciones adminis-
trativas y sus sanciones respectivas pre-
vistas en el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, prescriben al térmi-
no de diez años. La prescripción comen-
zará a contarse desde la fecha de la infrac-
ción; y para las infracciones continuadas 
o permanentes, desde el día en que haya 
cesado la continuación o permanencia del 
hecho. Esta prescripción se interrumpe 
por el inicio del procedimiento adminis-
trativo sancionatorio.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA
 
Única. Se deroga el Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley del Régimen Cam-
biario y sus Ilícitos, publicado en la Gaceta 
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Oficial de la República Bolivariana de Ve-
nezuela Nº. 6.126 Extraordinario, de fecha 
19 de febrero de 2014. Quedan derogadas 
todas aquellas disposiciones normativas 
en cuanto colidan con lo establecido en 
el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA
 
Única. Todos los procedimientos ad-
ministrativos en curso, iniciados bajo 
la vigencia de las leyes anteriores en la 
materia, se regirán en el fondo y la for-
ma por las normas del presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley, salvo 
en los casos en que existan disposiciones 
que resulten más favorables a los sujetos, 
como la Constitución de la República Boli-
variana de Venezuela lo establece.

DISPOSICIÓN FINAL 

Única. El presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley del Régimen Cam-
biario y sus Ilícitos entrará en vigencia a 
partir del 01 de diciembre de 2014.

Dado en Caracas, a los trece días del mes 
de noviembre de dos mil catorce. Años 
204° de la Independencia, 155° de la Fede-
ración y 15º de la Revolución Bolivariana.

Cúmplase,
(L.S.)
NICOLÁS MADURO MOROS
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NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia política y ca-
lidad revolucionaria en la construcción 
del socialismo y el engrandecimiento del 
país, basado en los principios humanistas 
y en las condiciones morales y éticas bo-
livarianas, por mandato del pueblo, y en 
ejercicio de las atribuciones que me con-
fiere el numeral 8 del artícwulo 236 de la 
Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela, y de conformidad con lo 
dispuesto en el literal “c”, numeral 2 del 
artículo 1° de la Ley que Autoriza al Pre-
sidente de la República Bolivariana de Ve-
nezuela para dictar Decretos con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley en las materias que 
se le delegan, en Consejo de Ministros.

DICTO
El siguiente,

DECRETO CON RANGO, 
VALOR Y FUERZA DE LEY 

ANTIMONOPOLIO

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Del objeto
Artículo 1°. El presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, tiene por 
objeto promover, proteger y regular el 
ejercicio de la competencia económica 
justa, con el fin de garantizar la democrati-
zación de la actividad económica produc-
tiva con igualdad social, que fortalezca la 
soberanía nacional y propicie el desarrollo 
endógeno, sostenible y sustentable, orien-
tado a la satisfacción de las necesidades 
sociales y a la construcción de una socie-
dad justa, libre, solidaria y corresponsa-
ble, mediante la prohibición y sanción de 
conductas y prácticas monopólicas, oli-
gopólicas, abuso de posición de dominio, 
demandas concertadas, concentraciones 
económicas y cualquier otra práctica eco-
nómica anticompetitiva o fraudulenta.

Definiciones
Artículo 2°. A los efectos de este Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley se 
entiende por:

a) �Libertad económica: El derecho 
que tienen todas las personas a dedi-
carse a la actividad económica de su 
preferencia, sin más limitaciones que 
las previstas en la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela y 
las leyes de la República.

 
b) �Actividad económica: Toda mani-

festación de producción, distribución o 
comercialización de bienes y de presta-
ción de servicios, dirigida a la satisfac-
ción de las necesidades humanas, a los 



106  LEYES CONTRA LA GUERRA ECONÓMICA   LEYES CONTRA LA GUERRA ECONÓMICA   107

fines de asegurar el desarrollo humano 
integral y una existencia digna y prove-
chosa para la colectividad.

c) �Competencia económica: Activi-
dad que permite a los sujetos regula-
dos en este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley en su condición de sujetos 
económicos, acceder, actuar y participar 
en el mercado, como oferentes o deman-
dantes, sobre la base de los principios 
de complementariedad, intercambio 
justo y solidaridad; y que quienes estén 
dentro de él, no tengan la posibilidad de 
imponer condición alguna en las relacio-
nes de intercambio, que desmejoren las 
posibilidades de actuación de los otros 
sujetos económicos.

d) �Concentración económica: Ope-
raciones que confieran el control de la to-
talidad o parte de una actividad económi-
ca determinada, efectuadas por medio de 
adquisición, fusión, o cualquier otra ope-
ración que permita incidir en las decisio-
nes de una sociedad, que incremente su 
posición de dominio sobre el mercado.

TÍTULO II
ÁMBITO DE APLICACIÓN 

DEL DECRETO CON RANGO, 
VALOR Y FUERZA DE LEY

CAPÍTULO I
Sujetos de Aplicación

Sujetos de aplicación
Artículo 3°. Son sujetos de aplicación 
de este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, las personas naturales o jurídicas 

de carácter público o privado, nacionales 
o extranjeras, con o sin fines de lucro, 
que realicen actividades económicas en 
el territorio nacional o agrupen a quienes 
realicen dichas actividades.

Quedan excluidos de la aplicación de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley:

1. �Las organizaciones de base del poder 
popular regidas por la Ley Orgánica del 
Sistema Económico comunal.

2. �Las empresas públicas o mixtas de ca-
rácter estratégico. 

3. �Las empresas Estatales de prestación 
de servicios públicos. 

CAPÍTULO II
Actividades Reguladas

Sección Primera
Prohibición General

Prohibiciones generales
Artículo 4°. Se prohíben las conductas, 
prácticas, acuerdos, convenios, contratos 
o decisiones que impidan, restrinjan, fal-
seen o limiten la competencia económica.

Sección Segunda
Prohibiciones Particulares

Prohibiciones específicas
Artículo 5°. Se prohíben las actuaciones 
o conductas de quienes, no siendo titulares 
de un derecho protegido por la Ley, pre-
tendan impedir u obstaculizar la entrada o 
la permanencia de empresas, productos o 
servicios en todo o parte del mercado.
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Restricciones
Artículo 6°. Se prohíbe a los sujetos de 
aplicación de este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley, ejercer acciones que restrin-
jan la competencia económica entre ellos, e 
inciten a no aceptar la entrega de bienes o la 
prestación de servicios, impedir su adquisi-
ción o prestación, no vender materias primas 
o insumos, o prestar servicios a otros. Los 
consumidores o usuarios y sus organizacio-
nes, no estarán sujetos a esta normativa.

Conductas manipuladoras
Artículo 7°. Se prohíbe toda conducta 
tendiente a manipular los factores de pro-
ducción, distribución, comercialización, 
desarrollo tecnológico o inversiones, en 
perjuicio de la competencia económica.

Acuerdos y convenios
Artículo 8°. Se prohíben los acuerdos o 
convenios, que se celebren directamente 
o a través de uniones, asociaciones, fe-
deraciones, cooperativas y otras agrupa-
ciones de sujetos de aplicación de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
que restrinjan o impidan la competencia 
económica entre sus miembros.

Son nulos los acuerdos o decisiones to-
mados en asambleas de los sujetos de 
aplicación de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, que restrinjan o im-
pidan la competencia económica.

Acuerdos colectivos 
o prácticas concertadas

Artículo 9°. Se prohíben los acuerdos, 
decisiones o recomendaciones colectivas 
o prácticas concertadas para:

1. �Fijar, de forma directa o indirecta, pre-
cios y otras condiciones de comerciali-
zación o de servicio.

2. �Limitar la producción, la distribución, 
comercialización y el desarrollo técnico 
o tecnológico.

3. �Restringir inversiones para innovación, 
investigación y desarrollo.

4. �Repartir los mercados, áreas territoria-
les, sectores de suministro o fuentes de 
aprovisionamiento entre competidores.

5. �Aplicar en las relaciones comerciales 
o de servicios, condiciones desiguales 
para prestaciones equivalentes que co-
loquen a unos competidores en situa-
ción de desventaja frente a otros.

6. �Subordinar o condicionar la celebra-
ción de contratos a la aceptación de 
prestaciones suplementarias que, por 
su naturaleza o con arreglo a los usos 
del comercio, no guarden relación con 
el objeto de tales contratos.

Prohibición de las 
concentraciones económicas

Artículo 10. Se prohíben las concen-
traciones económicas que produzcan 
o refuercen una posición de dominio en 
todo o parte del mercado, o que puedan 
generar efectos contrarios a la competen-
cia efectiva, la democratización en la pro-
ducción, distribución y comercialización 
de bienes y servicios. 
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Quedan expresamente exceptuadas de la 
aplicación de este artículo, las pequeñas 
y medianas empresas, cooperativas, así 
como las contempladas en el sistema de 
economía comunal.

Los procedimientos de notificación, eva-
luación y aprobación serán establecidos 
en el Reglamento del presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Contratos entre sujetos 
de este Decreto con Rango, 

Valor y Fuerza de Ley
Artículo 11. Se prohíben los contratos en-
tre los sujetos de aplicación del presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, en los 
que se establezcan precios y condiciones de 
contratación para la venta de bienes o presta-
ción de servicios a terceros, y que produzcan o 
puedan producir el efecto de restringir, falsear, 
limitar o impedir la competencia económica 
justa, en todo o parte del mercado.

Abuso de Posición de dominio
Artículo 12. Se prohíbe el abuso por 
parte de uno o varios de los sujetos de 
aplicación del presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley, de su posición 
de dominio, en todo o parte del mercado 
nacional y, en particular, quedan prohibi-
das las siguientes prácticas:

1. �La imposición discriminatoria de pre-
cios y otras condiciones de comercia-
lización o de servicios.

2. �La limitación injustificada de la produc-
ción, de la distribución o del desarrollo 
técnico o tecnológico en perjuicio de 
las empresas o de los consumidores.

3. �La negativa injustificada a satisfacer las 
demandas de compra de productos o 
de prestación de servicios.

4. �La aplicación, en las relaciones comer-
ciales o de servicios, de condiciones 
desiguales para prestaciones equivalen-
tes que coloquen a unos competidores 
en situación de desventaja frente a otros.

5. �La subordinación de la celebración de 
contratos a la aceptación de prestacio-
nes suplementarias que, por su natura-
leza o con arreglo a los usos del comer-
cio, no guarden relación con el objeto 
de tales contratos.

Posición de dominio
Artículo 13. Existe posición de dominio:

1. �Cuando determinada actividad económica 
es realizada por una sola persona o grupo 
de personas vinculadas entre sí, tanto en 
condición de comprador como de vende-
dor y tanto en su condición de prestador 
de servicios como en su calidad de usua-
rio de los mismos.

2. �Cuando existiendo más de una persona 
para la realización de determinado tipo 
de actividad, no haya entre ellas com-
petencia efectiva.

Cuando exista posición de dominio, las per-
sonas que se encuentren en esa situación, 
se ajustarán a las disposiciones previstas 
en este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, en cuanto no se hayan establecido 
condiciones distintas en los cuerpos nor-
mativos que la regulen, conforme a lo dis-
puesto en el artículo 113 de la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela.
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Personas vinculadas entre sí
Artículo 14. Se tendrá como personas 
vinculadas entre sí, las siguientes:

1. �Personas que tengan una participación 
del cincuenta por ciento (50%) o más 
del capital de la otra, o ejerzan de cual-
quier otra forma el control sobre ella.

2. �Las personas cuyo capital posea el cin-
cuenta por ciento (50%) o más, de las 
personas indicadas en el ordinal ante-
rior, o que estén sometidas al control 
por parte de ellas.

3. �Las personas que, de alguna forma, 
estén sometidas al control de las per-
sonas que se señalan en los numerales 
anteriores.

Parágrafo Único. Se entiende por con-
trol a la posibilidad que tiene una persona 
para ejercer una influencia decisiva sobre 
las actividades de uno de los sujetos de 
aplicación de este Decreto con Rango, Va-
lor y Fuerza de Ley, sea mediante el ejerci-
cio de los derechos de propiedad o de uso 
de la totalidad o parte de los activos de 
éste, o mediante el ejercicio de derechos 
o contratos que permitan influir decisiva-
mente sobre la composición, las delibera-
ciones o las decisiones de los órganos del 
mismo o sobre sus actividades.

Competencia efectiva 
Artículo 15. A los efectos de establecer si 
existe competencia efectiva en una determi-
nada actividad económica, deberán tomarse 
en consideración los siguientes aspectos: 

1. �El número de competidores que partici-
pen en la respectiva actividad; 

2. �La cuota de participación de cada com-
petidor en el respectivo mercado, así 
como su capacidad instalada;

3. �La demanda del respectivo producto o 
servicio;

4. �La innovación tecnológica que afecte el 
mercado de la respectiva actividad;

5. �La posibilidad legal y fáctica de compe-
tencia potencial en el futuro, y;

6. �El acceso de los competidores a fuen-
tes de financiamiento y suministro, así 
como a las redes de distribución.

Sección Tercera
De La Competencia Desleal

Prohibiciones
Artículo 16. Se prohíben las prácticas 
desleales, engañosas y fraudulentas en 
la producción, distribución y comercia-
lización, en cualquiera de sus fases, por 
ser contrarias a la democratización eco-
nómica y por ser capaces de desplazar 
en forma real o potencial, total o parcial, 
a los sujetos de aplicación de este Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley, que 
realicen una misma actividad económica, 
en perjuicio de éstos, o de los ciudadanos 
y ciudadanas en el ejercicio de su dere-
cho al acceso oportuno y justo a bienes 
y servicios. 

La determinación de la existencia de una 
práctica desleal, no requiere acreditar con-
ciencia o voluntad sobre su realización. No 
será necesario acreditar que dicho acto 
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genere un daño efectivo en perjuicio de 
otro competidor, de los consumidores o 
del orden público económico; basta cons-
tatar que la generación de dicho daño sea 
potencial, para que se apliquen las sancio-
nes legales previstas en el ordenamiento 
jurídico que resulte aplicable.

Quedan prohibidos y serán sancionados 
en los términos del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, los hechos, 
actos o prácticas desleales, cualquiera sea 
su forma, cuando dicha conducta tienda a 
impedir, restringir, falsear o distorsionar la 
competencia económica, atenten contra la 
eficiencia económica, el bienestar gene-
ral y los derechos de los consumidores o 
usuarios y de los productores.

Prácticas desleales 
Artículo 17. Se entenderá como prácti-
cas desleales, las siguientes:

1. �La publicidad engañosa: Todo 
acto que tenga por objeto, real o po-
tencial, inducir a error al consumidor 
o usuario de un bien o servicio, sobre 
las características fundamentales de 
los mismos, su origen, composición 
y los efectos de su uso o consumo. 
Igualmente, la publicidad que tenga 
como fin la difusión de aseveraciones 
sobre bienes o servicios que no fueren 
veraces y exactas, que coloque a los 
agentes económicos que los producen 
o comercializan en desventaja ante sus 
competidores.

2. �Simulación o imitación: Es aquella 
situación que genera confusión acer-
ca de la procedencia empresarial de 

un producto, en beneficio propio o de 
agentes económicos vinculados entre 
sí, como medio a través del cual se pre-
tende que el público asocie la empresa 
del imitador con otra u otras que gozan 
de un prestigio o de una notoriedad de 
la que el competidor desleal carece. En 
tal sentido, se considerará desleal el 
empleo no autorizado de signos dis-
tintivos ajenos o denominaciones de 
origen falsas o engañosas, imitación de 
empaques o envoltorios.

3. �El soborno comercial: Se conside-
ra soborno comercial cuando un agente 
económico induce a una persona que 
trabaja en una empresa competidora 
para que realice actividades o tome 
decisiones contrarias a los intereses 
de la empresa en la que labora, o bien 
no cumpla sus deberes contractuales, 
a cambio de una contraprestación; con 
la finalidad de obtener beneficios para 
su empresa, que en ausencia de dicha 
práctica no lograría.

4. �Violación de normas: Se considera 
desleal, el prevalecer en el mercado me-
diante una ventaja adquirida como resul-
tado del incumplimiento de una norma ju-
rídica o reglamentaciones técnicas, tales 
como ambientales, publicitarias, tributa-
rias, de seguridad social o de consumi-
dores u otras; sin perjuicio de las disposi-
ciones y sanciones que fuesen aplicables 
conforme a la norma infringida.
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Sección Cuarta
Del Régimen De Excepciones

Normas de excepción
Artículo 18. El Presidente o Presidenta de 
la República, en Consejo de Ministros podrá 
exceptuar la aplicación de las prohibiciones 
contenidas en este Decreto con Rango Valor y 
Fuerza de Ley, cuando lo considere conveniente 
al interés de la Nación, en los siguientes casos:

1. �La fijación directa o indirecta, individual 
o concertada de precios de compra o 
venta de bienes o servicios.

2. �La aplicación de condiciones diferentes en 
las relaciones comerciales, para prestacio-
nes similares o equivalentes que ocasionen 
desigualdades en la situación competitiva, 
especialmente, si son distintas de aquellas 
condiciones que se exigirían de existir una 
competencia efectiva en el mercado; salvo 
los casos de descuentos por pronto pago, 
descuentos por volúmenes, menor costo 
del dinero por ofrecer menor riesgo y otras 
ventajas usuales en el comercio.

3. �Las representaciones territoriales ex-
clusivas y las franquicias con prohibi-
ciones de comerciar otros productos.

Las excepciones establecidas cumplirán 
de manera concurrente, lo siguiente:

1. �Contribuir a mejorar la producción, co-
mercialización y distribución de bienes, 
la prestación de servicios y promover el 
progreso técnico y económico.

2. �Aportar ventajas para los consumidores 
o usuarios.

TÍTULO III
DE LA SUPERINTENDENCIA 

ANTIMONOPOLIO

CAPÍTULO I
De su Régimen Interior

Superintendencia Antimonopolio
Artículo 19. La Superintendencia Anti-
monopolio, es un órgano desconcentrado 
sin personalidad jurídica propia con capaci-
dad de gestión presupuestaria, administra-
tiva y financiera, y se regirá por las dispo-
siciones del presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, sus reglamentos 
internos y por los lineamientos y políticas 
impartidas por el Ejecutivo Nacional por ór-
gano del ministerio del poder popular con 
competencia en materia de comercio.

Sede
Artículo 20. La Superintendencia Anti-
monopolio tendrá su sede en la ciudad de 
Caracas; y podrá establecer dependencias 
en otras ciudades del país, si así lo consi-
derase necesario.

Designación
Artículo 21. La Superintendencia Antimo-
nopolio estará a cargo de un Superintendente 
o una Superintendenta de libre nombramien-
to y remoción del Presidente o Presidenta de 
la República Bolivariana de Venezuela.

El Superintendente o la Superintendenta 
designará un Superintendente Adjunto o 
Superintendenta Adjunta.

Duración en el cargo
Artículo 22. El Superintendente o Su-
perintendenta y el Superintendente Ad-
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junto o Superintendenta Adjunta, durarán 
cuatro años en el ejercicio de sus cargos 
y podrán ser designados para ejercer 
nuevos períodos.

Las faltas temporales del Superintenden-
te o Superintendenta serán suplidas por 
el Adjunto.

Las faltas absolutas del Superintendente o 
Superintendenta serán suplidas por quie-
nes designe el Presidente o Presidenta de 
la República para el resto del período.

Requisitos para ser 
Superintendente y Adjunto

Artículo 23. El Superintendente o Su-
perintendenta y la Superintendente Adjun-
to o Superintendenta Adjunta, deberán ser 
mayores de edad, de reconocida probidad 
y experiencia en asuntos financieros, 
económicos y mercantiles, vinculados a 
las materias propias de este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

No podrán ser designados Superintenden-
te o Superintendenta o Superintendente 
Adjunto o Superintendenta Adjunta:

1. �Los declarados en quiebra, culpable o 
fraudulenta, y los condenados por deli-
tos o faltas contra la propiedad, contra la 
fe pública o contra el patrimonio público.

2. �Quienes tengan con el Presidente o Pre-
sidenta de la República, con la máxima 
autoridad del órgano de adscripción, o 
con algún miembro de la Superinten-
dencia, parentesco hasta el cuarto grado 
de consanguinidad o segundo de afini-
dad o sean cónyuges de alguno de ellos.

3. �Los deudores de obligaciones morosas, 
bancarias o fiscales.

4. �Los miembros de las direcciones de los 
partidos políticos, mientras estén en el 
ejercicio de sus cargos.

5. �Los funcionarios, directores o emplea-
dos de las personas naturales o jurídi-
cas a que se refiere este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

6. �Quienes estén desempeñando funcio-
nes públicas remuneradas.

Sala de sustanciación
Artículo 24. La Superintendencia conta-
rá con una Sala de Sustanciación, la cual 
tendrá las atribuciones que le señalan el 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley, su Reglamento y el Reglamento 
Interno de la Superintendencia.

La Sala de Sustanciación estará a cargo de la 
Superintendenta Adjunta o el Superintendente 
Adjunto, y contará con funcionarios instructo-
res en número suficiente que permitan garan-
tizar la celeridad en la decisión de las materias 
de competencia de la Superintendencia.

Superintendente
Desempeño de funciones

Artículo 25. El Superintendente o Super-
intendenta no podrá desempeñar ninguna 
otra función, pública o privada, salvo las 
académicas y docentes que no menoscaben 
el cumplimiento de sus deberes y funciones.

Nombramiento y remoción
Artículo 26. Los funcionarios o funcio-
narias de la Superintendencia, serán de 
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libre nombramiento y remoción del Su-
perintendente o Superintendenta.

Investigación de empresas
Artículo 27. Los funcionarios o funciona-
rias de la Superintendencia que hayan inves-
tigado una empresa, no podrán trabajar para 
ésta ni para ninguna otra que tenga vincula-
ción accionaria directa o indirecta, con dicha 
empresa, dentro del año siguiente a la inves-
tigación. Igual prohibición recaerá sobre su 
cónyuge y sus parientes hasta el cuarto gra-
do de consanguinidad y segundo de afinidad.

El funcionario se inhibirá ante el Superin-
tendente si se le comisiona para efectuar 
investigaciones relativas a empresas o 
personas, si ello compromete en cualquier 
forma su interés o si en ellas prestan servi-
cios su cónyuge o alguno de sus parientes 
hasta el cuarto grado de consanguinidad 
o segundo de afinidad. Igualmente se le 
aplicará el régimen de incompatibilidades 
previsto en el Capítulo II de la Ley Orgá-
nica de Procedimientos Administrativos.

CAPÍTULO II
De sus Atribuciones

Atribuciones
Artículo 28. La Superintendencia tendrá a 
su cargo la vigilancia y el control de las prác-
ticas que impidan o restrinjan la libre com-
petencia, tendrá las siguientes atribuciones:

1. �Resolver las materias que tiene atribui-
das por este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley.

2. �Realizar las investigaciones necesarias 
para verificar la existencia de prácticas 

restrictivas de la competencia e instruir los 
expedientes relativos a dichas prácticas.

3. �Determinar la existencia o no de prác-
ticas o conductas prohibidas, tomar las 
medidas para que cesen e imponer las 
sanciones previstas en este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

4. �Dictar las medidas preventivas, de ofi-
cio o a solicitud de interesados, para 
evitar los efectos perjudiciales de las 
prácticas prohibidas.

5. �Otorgar las autorizaciones correspon-
dientes en aquellos casos de excepción 
a que se refiere el artículo 18 de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, siempre dentro de los límites de 
las normas que se dicten al efecto.

6. �Proponer al Ejecutivo Nacional las re-
glamentaciones que sean necesarias 
para la aplicación de este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

7. ‌�Dictar su reglamento interno y las nor-
mas necesarias para su funcionamiento.

8. �Emitir dictamen sobre los asuntos de su 
competencia cuando así lo requieran las 
autoridades judiciales o administrativas.

9. �Crear y mantener el Registro de la Su-
perintendencia.

10. �Cualesquiera otras que le señalen las 
leyes y reglamentos.
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CAPÍTULO III
Del Registro 

Registro para la inscripción de actos
Artículo 29. La Superintendencia Anti-
monopolio deberá llevar un Registro en el 
cual se inscribirán los siguientes actos:

1. �Las investigaciones que se hubieren 
iniciado y los resultados obtenidos. En 
libro aparte, que será de uso reservado 
de la Superintendencia, se incorporarán 
los documentos aportados por los par-
ticulares que, por su contenido, deban 
permanecer bajo reserva.

2. �Las medidas que se hubieren tomado 
en cada caso y las disposiciones pre-
vistas para asegurar su cumplimiento.

3. �Cualquier otra resolución o decisión 
que afecte a terceros o a funcionarios 
de la Superintendencia.

4. �Las sanciones impuestas.

Obligación de divulgación 
de la información

Artículo 30. La Superintendencia An-
timonopolio, publicará informaciones de 
interés colectivo prefiriendo los medios 
telemáticos para su divulgación, reservan-
do aquellas que por su naturaleza puedan 
afectar la seguridad de la Nación, en la 
forma, frecuencia y contenido que se esta-
blezca en el reglamento del presente Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

CAPÍTULO IV
Suministro De Información

Del deber de informar 
Artículo 31. Todas las personas natu-
rales o jurídicas, que realicen actividades 
económicas en el país, públicas o priva-
das, nacionales o extranjeras, deberán 
suministrar la información y documenta-
ción que les requiera la Superintendencia 
Antimonopolio.

La solicitud de información indicará el lapso 
en el cual deberá presentarse la misma, asi-
mismo señalará el formato a ser utilizado.

El incumplimiento de los lapsos de entre-
ga de dicha información podrá dar lugar 
a la imposición de multas por parte de la 
Superintendencia Antimonopolio.

Se podrá otorgar, por una sola vez y a instan-
cia de parte, prórroga para consignar la infor-
mación solicitada, la cual en ningún caso, po-
drá exceder el lapso inicialmente concedido.

En cualquier momento del procedimiento o 
de la investigación preliminar, según el caso, 
la Superintendencia Antimonopolio podrá 
ordenar, de oficio o a instancia de parte, que 
se mantengan secretos los datos o docu-
mentos que considere confidenciales.
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TÍTULO IV
DEL PROCEDIMIENTO

CAPÍTULO I
Del Procedimiento en Caso de 

Prácticas Prohibidas

Inicio de Procedimiento
Artículo 32. El procedimiento se iniciará 
a solicitud de parte interesada o de oficio.

La iniciación de oficio sólo podrá ser ordena-
da por el Superintendente o Superintendenta.

Cuando se presuma la comisión de hechos 
violatorios de las normas previstas en este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
el Superintendente o Superintendenta orde-
nará la apertura del correspondiente proce-
dimiento e iniciará, por medio de la Sala de 
Sustanciación, la investigación o sustancia-
ción del caso si éste fuere procedente.

Prescripción genérica
Artículo 33. Con excepción de las infrac-
ciones a las disposiciones de la Sección Ter-
cera del Capítulo II del Título II de este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, las 
cuales prescriben a los tres años, las demás 
infracciones prescriben al término de cinco 
años. La prescripción comenzará a contarse 
desde la fecha de la infracción; y para las in-
fracciones continuadas o permanentes, des-
de el día en que haya cesado la continuación 
o permanencia del hecho.

Actos de sustanciación
Artículo 34. La Sala de Sustanciación 
practicará los actos de sustanciación reque-
ridos para el esclarecimiento de los hechos 
y la determinación de las responsabilidades.

En ejercicio de sus facultades, la Sala de 
Sustanciación tendrá los más amplios po-
deres de investigación y fiscalización y, en 
especial, los siguientes:

1. �Citar a declarar a cualquier persona en 
relación a la presunta infracción.

2. �Requerir de cualquier persona la pre-
sentación de documentos o información 
que puedan tener relación con la presun-
ta infracción.

3. �Examinar, en el curso de las averiguaciones, 
libros y documentos de carácter contable.

4. �Emplazar, por la prensa nacional, a cual-
quier persona que pueda suministrar 
información en relación con la presunta 
infracción.

Medidas preventivas
Artículo 35. Durante la sustanciación 
del expediente y antes de que se produzca 
decisión, la Superintendencia podrá dictar 
las medidas preventivas siguientes:

1. �La cesación de la presunta práctica 
prohibida.

2.�Dictar medidas para evitar los daños 
que pueda causar la presunta práctica 
prohibida.

Si las medidas preventivas han sido solici-
tadas por parte interesada, el Superinten-
dente o Superintendenta podrá exigirle la 
constitución de una caución para garanti-
zar los eventuales daños y perjuicios que 
se causaren.
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En caso que las mencionadas medidas pre-
ventivas pudieran causar grave perjuicio 
al presunto infractor, éste podrá solicitar 
al Superintendente o Superintendenta la 
suspensión de sus efectos. En este caso, el 
Superintendente o Superintendenta deberá 
exigir la constitución previa de caución su-
ficiente para garantizar la medida.

Expediente administrativo
Artículo 36. Cuando en el curso de las 
averiguaciones aparezcan hechos que 
puedan ser constitutivos de infracción de 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, la Sala de Sustanciación notificará a 
los presuntos infractores de la apertura 
del respectivo expediente administrativo, 
con indicación de los hechos que se inves-
tigan, concediéndoles un plazo de quince 
días para que expongan sus pruebas y 
aleguen sus razones. En aquellos casos 
en que la Sala de Sustanciación lo estime 
necesario, podrá conceder una prórroga 
de quince días. Cuando sean varios los 
presuntos infractores, el plazo señalado 
comenzará a contarse desde la fecha en 
que haya ocurrido la última de las notifica-
ciones a que se refiere este artículo.

Decisión
Artículo 37. Una vez transcurrido el plazo 
o la prórroga establecidos en el artículo an-
terior, la Superintendencia Antimonopolio, 
deberá resolver dentro de un término de 
treinta (30) días.

 Resolución
Artículo 38. En la resolución que ponga 
fin al procedimiento, la Superintendencia 
Antimonopolio deberá decidir sobre la 

existencia o no de prácticas prohibidas 
por este Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley.

En caso de que se determine la existencia 
de prácticas prohibidas, la Superintenden-
cia Antimonopolio podrá:

1. �Ordenar la cesación de las prácticas 
prohibidas en un plazo determinado.

2. �Imponer condiciones u obligaciones 
determinadas al infractor.

3. �Ordenar la supresión de los efectos de 
las prácticas prohibidas. 

4. �Imponer las sanciones que prevé este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

En la resolución que dicte la Superinten-
dencia, debe determinarse el monto de la 
caución que deberán prestar los interesa-
dos para suspender los efectos del acto si 
recurren la decisión, de conformidad con el 
artículo 56 del presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley.

La falta de pago de la multa o el pago efec-
tuado después de vencido el plazo esta-
blecido para ello, causa la obligación de 
pagar intereses de mora hasta la extinción 
de la deuda, calculados éstos a la tasa 
del seis por ciento (6%) por encima de la 
tasa promedio de redescuentos fijada por 
el Banco Central de Venezuela durante el 
lapso de la mora.
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Decisión
Artículo 39. La decisión del Superinten-
dente o Superintendenta será notificada a 
los interesados.

Acceso al expediente
Artículo 40. Durante la sustanciación 
del procedimiento, los interesados ten-
drán acceso al expediente hasta dos (2) 
días antes de que se produzca la decisión 
definitiva, y podrán exponer sus alegatos, 
los cuales serán analizados en la decisión.

Otras disposiciones
Artículo 41. En todo lo no previsto en 
este Capítulo, el procedimiento se regirá 
conforme a las disposiciones de la Ley Or-
gánica de Procedimientos Administrativos.

CAPÍTULO II
Procedimiento para 
las Autorizaciones

Procedimiento para las 
autorizaciones

Artículo 42. En el otorgamiento de las 
autorizaciones que se prevén en este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, y 
para la decisión de los demás asuntos que 
no tengan establecido un procedimien-
to especial, se seguirá el procedimiento 
ordinario previsto en la Ley Orgánica de 
Procedimientos Administrativos.

TÍTULO V
DE LAS SANCIONES

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

Sanciones administrativas
Artículo 43. Las sanciones administra-
tivas a que se refiere este Título, serán 
impuestas por la Superintendencia An-
timonopolio en la decisión definitiva que 
ponga fin al procedimiento.

Cuando se efectúe la notificación de la 
resolución contentiva de la decisión a los 
infractores, será entregada la correspon-
diente planilla de liquidación de la multa 
impuesta, a fin de que cancelen el monto 
en la oficina recaudadora correspondiente 
en el plazo no mayor a cinco días una vez 
vencido el término previsto en el artículo 
57 del presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley.

Aplicación
Artículo 44. Las sanciones previstas en 
este Título se aplicarán sin perjuicio de las 
establecidas en otras leyes.

Responsables solidarios
Artículo 45. Los autores, coautores, 
cómplices, encubridores e instigadores 
de hechos violatorios previstos en este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, responderán solidariamente por las 
infracciones en que incurrieren.

Prescripción de las sanciones
Artículo 46. Las sanciones aplicables de 
conformidad con este Decreto con Rango, 
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Valor y Fuerza de Ley, prescriben una vez 
transcurrido cinco años, contados a partir 
de la fecha en que haya quedado defini-
tivamente firme la resolución respectiva.

La acción para reclamar la restitución de 
lo pagado indebidamente por concepto de 
sanciones pecuniarias prescriben una vez 
transcurrido el lapso de cuatro años.

Ejecución según el Código 
de Procedimiento Civil

Artículo 47. Cuando el sancionado no 
pague la multa dentro del plazo señalado 
en el único aparte del artículo 43 del pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, se procederá de conformidad con 
el procedimiento para la ejecución de cré-
ditos fiscales previstos en el Código de 
Procedimiento Civil.

A tal efecto, constituirán título ejecutivo las 
planillas de liquidación de multas que se ex-
pidan de conformidad con el presente Título.

Legislación Penal Supletoriedad
Artículo 48. A falta de disposiciones 
especiales, se aplicarán supletoriamente 
las disposiciones de la legislación penal, 
compatibles con las materias reguladas 
por este Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley.

CAPÍTULO II
De las Sanciones en Particular

Sanciones
Artículo 49. Quienes incurran en las 
prácticas o conductas prohibidas tipifi-
cadas en el contenido de las Secciones 

Primera, Segunda y Tercera del Capítulo 
II de esta Ley, podrán ser sancionados 
por esta Superintendencia con multa de 
hasta el diez por ciento (10%) del valor de 
los ingresos brutos anuales del infractor 
en el caso que concurran circunstancias 
atenuantes en la conducta del agente eco-
nómico infractor, cuantía que podrá ser 
incrementada hasta el veinte por ciento 
(20%) en caso que concurran circunstan-
cias agravantes. En caso de reincidencia, 
la multa se aumentará a cuarenta por cien-
to (40%).

El cálculo de los ingresos brutos anuales 
a los que se refiere este artículo, será el 
correspondiente al ejercicio económico 
anterior a la Resolución de la multa.

Cuantía
Artículo 50. La cuantía de la sanción a que 
refiere el artículo anterior, se fijará aten-
diendo, los siguientes criterios:

1. �La dimensión y características del mer-
cado afectado por la restricción de la 
competencia económica.

2. �La cuota de mercado del sujeto de apli-
cación de este Decreto con Rango, Va-
lor y Fuerza de Ley.

3. �El alcance de la restricción de la compe-
tencia económica.

4. �La duración de la restricción de la com-
petencia económica.

5. �El efecto de la restricción de la com-
petencia económica, sobre otros com-
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petidores efectivos o potenciales, sobre 
otras partes del proceso económico y 
sobre los consumidores y usuarios.

6. �Los beneficios obtenidos como conse-
cuencia de la restricción de la compe-
tencia económica.

7. �Las circunstancias agravantes y atenuan-
tes que concurran producto de la restric-
ción de la competencia económica.

Circunstancias agravantes
Artículo 51. A los fines de fijar la cuantía 
de las sanciones, se tendrá en cuenta, las 
siguientes circunstancias agravantes:

1. �La comisión reiterada de la restricción 
de la competencia económica tipificada 
en el presente Decreto con Rango, Va-
lor y Fuerza de Ley.

2. �La posición de responsable o instigador en 
la restricción de la competencia económica.

3. �La adopción de medidas para imponer 
o garantizar el cumplimiento de las con-
ductas restrictivas de la competencia 
económica tipificadas en el presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

4. �La falta de colaboración u obstrucción 
de la labor de policía administrativa.

Circunstancias atenuantes
Artículo 52. A los fines de fijar la cuantía 
de las sanciones, se tendrá en cuenta, las 
siguientes circunstancias atenuantes:

1. �La realización de actuaciones que pon-
gan fin a la restricción de la competen-
cia económica.

2. �La no aplicación efectiva de las conduc-
tas prohibidas tipificadas en este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley.

3. �La realización de actuaciones tendien-
tes a reparar el daño causado.

4. �La colaboración activa y efectiva con 
la Superintendencia Antimonopolio en 
sus funciones de policía administrativa.

Sanciones por incumplimiento
Artículo 53. Los actos administrativos 
emanados de la Superintendencia Antimono-
polio, son de obligatorio cumplimiento por los 
administrados, contra ellas no se podrán soli-
citar o aprobar medidas cautelares o suspen-
sivas de sus efectos, en sede administrativa.

En caso de no ser cumplidas, la Superinten-
dencia Antimonopolio podrá imponer, inde-
pendientemente de las multas a que se refiere 
el artículo 49 del presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley, multas entre el uno 
por ciento (1%) y el veinte por ciento (20%) 
del valor del patrimonio del infractor, a aque-
llas personas que no cumplan las órdenes 
contenidas en las resoluciones dictadas por 
ella, todo de conformidad con lo dispuesto en 
los artículos 35 y 38 del presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley.

Estas multas podrán ser aumentadas su-
cesivamente en un cincuenta por ciento 
(50%) del monto original, si en el lapso 
previsto no hubieren sido canceladas por 
el infractor.
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Infracciones a este Decreto 
con Rango,Valor y Fuerza Ley 

y su reglamento
Artículo 54. Toda infracción a este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, y 
a sus reglamentos, no castigada expresa-
mente, será sancionada con multa entre el 
uno por ciento (1%) y el veinte por ciento 
(20%) del valor del patrimonio del infrac-
tor, según la gravedad de la falta, y a juicio 
de la Superintendencia Antimonopolio.

TÍTULO VI
DE LOS RECURSOS

Resoluciones
Recursos vía administrativa

Artículo 55. Las resoluciones de la Super-
intendencia, agotan la vía administrativa 
y contra ellas sólo podrá interponerse, 
dentro del término de cuarenta y cinco 
días continuos, el recurso contencioso-
administrativo, de conformidad con la Ley 
de la materia.

Recurso contencioso 
administrativo

Artículo 56. Cuando se intente el re-
curso contencioso administrativo contra 
resoluciones de la Superintendencia, 
que determinen la existencia de prácti-
cas prohibidas, deben presentar ante los 
órganos jurisdiccionales competentes 
conjuntamente con la querella del recur-
so, una caución o fianza suficiente para 
garantizar el pago de la sanción o daño 
económico que pudiere ocasionarse, 
otorgada por una institución bancaria o 
empresa de seguro.

La interposición del recurso no suspende 
los efectos del acto recurrido. No obstante 
el interesado podrá solicitar la suspensión 
de los efectos cuando de manera concu-
rrente la ejecución del acto pudiera cau-
sarle grave perjuicio y la impugnación se 
fundamentare en la apariencia de buen 
derecho. La solicitud deberá efectuarse en 
el mismo escrito del recurso presentando 
todas las pruebas que fundamenten su 
pretensión.

TÍTULO VII
DE LAS ACCIONES DERIVADAS 

DE ESTE DECRETO CON RANGO, 
VALOR Y FUERZA DE LEY

Indemnización por daños 
y perjuicios Procedimiento 

ante tribunales
Artículo 57. Sin perjuicio de lo indicado 
en el parágrafo único de este artículo, los 
afectados por las prácticas prohibidas, 
podrán acudir a los tribunales competen-
tes para demandar las indemnizaciones 
por daños y perjuicios a que hubiere lu-
gar, una vez que la resolución de la Su-
perintendencia haya quedado firme.

En caso de infracción de las disposiciones 
de la Sección Tercera del Capítulo II del 
Título II de este Decreto con Rango, Va-
lor y Fuerza de Ley, los afectados podrán 
acudir directamente ante los tribunales 
competentes, sin necesidad de agotar la 
vía administrativa. Sin embargo, si los 
afectados decidieren iniciar el respectivo 
procedimiento administrativo, de confor-
midad con las disposiciones del Capítulo 
I del Título IV de este Decreto con Rango, 
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Valor y Fuerza de Ley, no podrán deman-
dar el resarcimiento de los daños y per-
juicios que hubieren podido sufrir como 
consecuencia de prácticas prohibidas, 
sino después que la resolución de la Su-
perintendencia haya quedado firme.

Prescripción de las acciones 
por daños y perjuicios

Artículo 58. Las acciones por daños y 
perjuicios derivados de prácticas prohibi-
das por este Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley, prescribirán:

1. �A los tres años contados desde la fecha 
en que la resolución de la Superinten-
dencia haya quedado firme.

2. �A los tres años para las infracciones a 
las disposiciones de la Sección Tercera 
del Capítulo II del Título II de este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
en el caso de que no se iniciare el pro-
cedimiento administrativo del Capítulo I 
del Título IV de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley. La prescripción 
comenzará a contarse desde la fecha en 
que se consumó la infracción; y para las 
infracciones continuadas o permanen-
tes, desde el día en que cesó la conti-
nuación o permanencia del hecho.

Nulidad de los actos
Artículo 59. Son nulos de nulidad ab-
soluta, los actos o negocios jurídicos que 
tengan por causa u objeto las prácticas y 
conductas prohibidas en las Secciones Pri-
mera y Segunda del Capítulo II del Título II 
de este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley, siempre que no estén amparadas 
por las excepciones previstas en ellas.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

Única. La Superintendencia para la Pro-
moción y Protección del Ejercicio de la 
Libre Competencia, dispondrá de un lap-
so de noventa días continuos contado a 
partir de la publicación del presente este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
en la Gaceta Oficial de la República Boli-
variana de Venezuela, prorrogable por una 
sola vez y por igual período, cuando así 
lo autorice el ministro del poder popular 
con competencia en materia de comercio, 
para ajustar su denominación y estructura 
organizacional a las disposiciones de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
como Superintendencia Antimonopolio.

 DISPOSICIÓN FINAL

Única. El presente Decreto con Rango 
Valor y Fuerza de Ley, entrará en vigencia 
a partir de su publicación en Gaceta Oficial 
de la República Bolivariana de Venezuela.

Dado en Caracas, a los trece días del mes 
de noviembre de dos mil catorce. Años 
204° de la Independencia, 155° de la Fede-
ración y 15º de la Revolución Bolivariana.

Cúmplase,
(L.S.)
NICOLÁS MADURO MOROS 
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NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad 
de lograr la mayor eficacia, política y ca-
lidad revolucionaria en la construcción 
del Socialismo, y en el engrandecimiento 
del país, basado en los principios huma-
nistas, y en condiciones morales y éticas 
bolivarianas, por mandato del pueblo, y 
en ejercicio de la atribución que me con-
fiere el numeral 8 del artículo 236 de la 
Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela, y de conformidad con lo es-
tablecido en el literal “c” del numeral 2, del 
artículo 1º, de la Ley que Autoriza al Presi-
dente de la República para dictar Decretos 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley en las 
materias que se delegan, en Consejo de 
Ministros.

DICTO
El siguiente,

DECRETO CON RANGO, VALOR 
Y FUERZA DE LEY DE REFORMA 

PARCIAL DEL DECRETO 
CON RANGO, VALOR 

Y FUERZA DE LEY ORGÁNICA 
DE PRECIOS JUSTOS

Artículo 1º. Se modifica el artículo 8, 
el cual queda redactado de la siguiente 
manera: 

“Coordinación de las Actividades 
Económicas

Artículo 8. A fin de que el Estado venezo-
lano pueda ejercer su función de control 
de costos y ganancias, así como la deter-
minación de precios justos de forma más 

adecuada y eficiente, todos los órganos 
y entes de la Administración Pública con 
competencia en las materias relaciona-
das, deberán dirigir sus respectivas ac-
ciones de manera coordinada y articulada 
con la Superintendencia Nacional para la 
defensa de los derechos socioeconómi-
cos, bajo la rectoría de la Vicepresidencia 
de la República.”

Artículo 2º. Se incorpora un nuevo artí-
culo, bajo el número 10, quedando redac-
tado de la siguiente manera:

“Derechos Individuales
Artículo 10. Son derechos de las perso-
nas en relación a los bienes y servicios 
declarados o no de primera necesidad, 
además de los establecidos en la Cons-
titución de la República Bolivariana de 
Venezuela, en los tratados y convenios 
internacionales suscritos y ratificados 
por la República, los siguientes:

1. �La protección de su vida, salud y segu-
ridad en el acceso de bienes y servicios, 
así como a la satisfacción de las necesi-
dades fundamentales y el acceso a los 
servicios básicos;

2. �Que los proveedores públicos y priva-
dos oferten bienes y servicios compe-
titivos, de óptima calidad, y a elegirlos 
con libertad;

3. �A recibir servicios básicos de óptima 
calidad; 

4. �A la información adecuada, veraz, clara, 
oportuna y completa sobre los bienes 
y servicios ofrecidos en el mercado, 
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así como sus precios, características, 
calidad, condiciones de contratación y 
demás aspectos relevantes de los mis-
mos, incluyendo los riesgos que pudie-
ran derivarse de su uso o consumo;

5. �A la protección contra la publicidad fal-
sa, engañosa, o abusiva y a los métodos 
comerciales coercitivos o desleales; 

6. �A la educación en la adquisición de los 
bienes y servicios, orientada al fomento 
del consumo responsable y a la difu-
sión adecuada sobre sus derechos; 

7. �A la reparación e indemnización por da-
ños y perjuicios, por deficiencias y mala 
calidad de bienes y servicios; 

8. �Acceder a mecanismos efectivos para la 
tutela administrativa de sus derechos e 
intereses, que conduzcan a la adecuada 
prevención, sanción y oportuna repara-
ción de los mismos; 

9. �La promoción y protección jurídica de 
sus derechos e intereses económicos 
y sociales en las transacciones realiza-
das, por cualquier medio o tecnología;

10. �A la protección en los contratos de 
adhesión que sean desventajosos o 
lesionen sus derechos o intereses;

11. �A retirar o desistir de la denuncia y la 
conciliación en los asuntos de su in-
terés, siempre que no se afecten los 
intereses colectivos;

12. �A la protección en las operaciones a 
crédito;

13. �A la disposición y disfrute de los bienes 
y servicios, de forma continua, regular, 
eficaz, eficiente e ininterrumpida;

14. �A los demás derechos que la Consti-
tución de la República y la normativa 
vigente establezcan, inherentes al ac-
ceso de las personas a los bienes y 
servicios.

La persona que adquiera bienes o servi-
cios por teléfono, catálogo, televisión, por 
medios electrónicos o a domicilio, gozará 
del derecho de devolución del producto 
y reintegro inmediato del precio, el cual 
deberá ser ejercido dentro de los quince 
días posteriores a la recepción del bien 
o servicio, siempre y cuando lo permita 
su naturaleza y se encuentre en el mis-
mo estado en el que lo recibió. En el caso 
de servicios, el derecho de devolución se 
ejercerá mediante la cesación inmediata 
del contrato de provisión del servicio.

Todos los sujetos de protección podrán in-
tentar los procedimientos consagrados en 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, en caso de que sus derechos se vean 
amenazados o violentados. Cualquiera de 
los sujetos de aplicación que violen estos 
derechos, serán sancionados conforme 
a lo previsto en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley, sin menoscabo de 
las acciones y responsabilidades civiles, 
penales y administrativas que correspon-
dan.”

Artículo 3º. Se incorpora un nuevo artí-
culo, bajo el número 11, quedando redac-
tado de la siguiente manera:
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“Garantía. 
Artículo 11. Los vehículos, maquinarias, 
equipos o artefactos y demás bienes de 
naturaleza durable que posean sistemas 
mecánicos, eléctricos o electrónicos, 
susceptibles de presentar fallas o des-
perfectos, deberán ser obligatoriamente 
garantizados por el proveedor para cubrir 
deficiencias de la fabricación y de funcio-
namiento. Las leyendas “garantizado”, 
“garantía” o cualquier otra equivalente, 
sólo podrán emplearse cuando indiquen 
claramente en qué consiste tal garantía; 
así como las condiciones, forma, plazo y 
lugar en que el sujeto de protección pueda 
hacerla efectiva. 

Toda garantía deberá individualizar a la 
persona natural o jurídica que la otorga, 
así como los establecimientos y condicio-
nes en que operará.”

Artículo 4º. Se modifica el artículo 10, 
que pasa a ser el artículo 12, el cual queda 
redactado de la siguiente manera: 

“Naturaleza de la Superintendencia
Artículo 12. La Superintendencia Nacio-
nal para la Defensa de los Derechos So-
cioeconómicos (SUNDDE), es un órgano 
desconcentrado de la Vicepresidencia de la 
República, con capacidad de gestión pre-
supuestaria, administrativa y financiera.

La Superintendencia Nacional para la De-
fensa de los Derechos Socioeconómicos, 
establecerá mediante Reglamento Interno, 
una estructura organizativa que le permita 
ejercer con eficacia y eficiencia sus fun-
ciones. Los funcionarios y funcionarias 
que ejerzan actividades de inspección, 

fiscalización o supervisión serán de libre 
nombramiento y remoción, conforme a 
las previsiones contempladas en la Ley 
del Estatuto de la Función Pública.”

Artículo 5º. Se modifica el artículo 16, 
que pasa a ser el artículo 18, el cual queda 
redactado de la siguiente manera:

“Intendencia de Protección de los Dere-
chos Socioeconómicos de las Personas

Artículo 18. La Intendencia de Protección 
de los Derechos Socioeconómicos de las 
Personas, se encargará de:

1. �Las funciones de inspección, fiscali-
zación e investigación establecidas en 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley.

2. �Tramitar los procedimientos adminis-
trativos correspondientes.

3. �Las demás que le sean atribuidas por la 
Superintendencia Nacional para la De-
fensa de los Derechos Socioeconómi-
cos y en este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley Orgánica.”

Artículo 6º. Se modifica el artículo 14, 
que pasa a ser el artículo 16, el cual queda 
redactado en los siguientes términos:

“Estructura 
Artículo 16. A fin de optimizar su funcio-
namiento orgánico, La Superintendencia 
Nacional para la Defensa de los Dere-
chos Socioeconómicos, establecerá en 
su estructura una Intendencia de Cos-
tos, Ganancias y Precios Justos, una In-
tendencia de Protección de los Derechos 
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Socioeconómicos y una Intendencia Na-
cional para la Protección del Salario del 
Obrero y la Obrera.”

Artículo 7º. Se incorpora un nuevo artí-
culo, bajo el número 19, quedando redac-
tado de la siguiente manera:

“Intendencia Nacional para la Protección 
del Salario del Obrero y la Obrera

Artículo 19. La Intendencia Nacional para 
la Protección del Salario del Obrero y la 
Obrera, se encargará de:

1. �Recibir y tramitar las denuncias y peti-
ciones de los obreros y obreras, sindi-
cados o no, sobre prácticas industriales 
o comerciales que afecten el abasteci-
miento o accesibilidad a bienes o ser-
vicios desarrollados por los sujetos de 
aplicación.

2. �Coordinar las acciones tempranas de 
la Superintendencia Nacional para la 
Defensa de los Derechos Socioeco-
nómicos (SUNDDE), con los sectores 
obreros y sindicales dentro del proceso 
productivo para prevenir las distorsio-
nes en el sistema económico.

3. �Acompañar a la Superintendencia Na-
cional para la Defensa de los Derechos 
Socioeconómicos (SUNDDE), a las fis-
calizaciones solicitadas por los obreros 
y obreras.

4. �Coordinar las acciones necesarias para 
que la Intendencia de Costos, Ganan-
cias y Precios Justos incorpore la vi-
sión y exigencias del sector obrero en 
sus análisis y determinaciones.

5. �Enlazar, bien a solicitud de parte o de 
oficio, las actividades de la Superin-
tendencia Nacional para la Defensa 
de los Derechos Socioeconómicos 
(SUNDDE), y los ministros del poder 
popular con competencia en materia de 
industrias, comercio y trabajo y seguri-
dad social.

6. Cualquier otra propia de su naturaleza.”

Artículo 8º. Se modifica el artículo 20, 
que pasa a ser el artículo 23, el cual queda 
redactado de la siguiente manera:

“Atribuciones del Superintendente 
o la Superintendenta

Artículo 23. Son atribuciones del Superin-
tendente o la Superintendenta:

1. �Dirigir y coordinar la administración, 
organización y funcionamiento de la 
Superintendencia. 

2. �Impulsar la construcción del orden eco-
nómico productivo, en el marco de la 
ética socialista y bolivariana.

3. �Ejercer sus funciones con eficiencia y 
eficacia en el marco de las políticas del 
gobierno de calle.

4. �Presentar a la Vicepresidencia de la Re-
pública, el Plan de Acción Semestral de 
la Superintendencia.

5. �Ordenar los compromisos y pagos 
con cargo al Presupuesto de la Super-
intendencia Nacional para la Defensa 
de los Derechos Socioeconómicos 
(SUNDDE).
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6. �Adquirir, pagar, custodiar y registrar los 
bienes, así como otorgar los contratos 
relacionados con los asuntos propios 
de la Superintendencia Nacional para la 
Defensa de los Derechos Socioeconó-
micos (SUNDDE), previo cumplimiento 
de las formalidades de ley. 

7. �Dirigir las actividades relativas a los ser-
vicios de mantenimiento y transporte. 

8. �Realizar los procesos de selección de 
contratistas, según lo dispuesto en la 
Ley de Contrataciones Públicas y su 
Reglamento. 

9. �Conformar los documentos consti-
tutivos de las fianzas otorgadas por 
compañías de seguros o instituciones 
bancarias, previa revisión legal, para 
garantizar a la República el reintegro 
del anticipo, el fiel cumplimiento del 
contrato y otros conceptos previstos 
en los contratos que se celebren con 
terceros. 

10. �Liberar los documentos constitutivos 
de las fianzas otorgadas por compañías 
de seguros o instituciones bancarias.

11. �Supervisar y controlar el reintegro de 
anticipos, de la fianza de fiel cumpli-
miento de contratos y otros conceptos 
que sean previstos en los contratos 
celebrados con terceros.

12. �Suscribir las comunicaciones dirigidas 
al Órgano de adscripción, la Oficina 
Nacional de Presupuesto, Oficina Na-
cional del Tesoro y la Oficina Nacional 
de Contabilidad Pública del Ministerio 

del Poder Popular con competencia en 
materia de economía, finanzas y banca 
pública.

13. �La suscripción de la correspondencia in-
terna y externa de la Unidad a su cargo.

14. �Programar, dirigir, coordinar, controlar 
y ejecutar las actividades financiera, 
fiscal, contable y de administración.

15. �Suscribir y tramitar las órdenes de 
pago directas y avances a pagadores 
o administradores por concepto de 
remuneración y gastos del personal 
adscrito a la Superintendencia Nacio-
nal para la Defensa de los Derechos 
Socioeconómicos (SUNDDE) y, llevar 
a cabo las actividades relacionadas 
con el pago al personal. 

16. �Realizar todos aquellos actos y contratos 
que se sean necesarios para el desarro-
llo de sus actividades, incluyendo el de 
administrar y disponer de los recursos 
y equipos que se le asignen u obtengan 
de conformidad con las normas legales 
y reglamentarias pertinentes.

17. �Dictar el Reglamento Interno de la Su-
perintendencia.

18. �Dictar las regulaciones y normativas 
previstas en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica.

19. �Dictar y coordinar las políticas de regu-
lación y control de la Superintendencia.
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20. �Imponer las sanciones previstas en 
este Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley Orgánica.

21. �Dictar las Providencias Administrati-
vas vinculadas al acto conclusivo que 
agoten la vía administrativa y aplicar 
las sanciones correspondientes.

22. �Presentar a la Vicepresidencia de la 
República, informe anual del desem-
peño de la Superintendencia, o cuan-
do le sea solicitado.

23. �La creación de distritos de atención 
especial sin límites derivados de la 
conformación geopolítica nacional 
cuando así las características de la 
actividad económica lo requiera. Para 
su atención podrá destinarse un fiscal 
con competencia nacional.

24. �Nombrar y remover a los funcionarios 
y las funcionarias de la Superinten-
dencia Nacional para la Defensa de los 
Derechos Socioeconómicos.

25. �Las demás que le sean atribuidas 
para el efectivo cumplimiento de los 
objetivos previstos en este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica.”

Artículo 9º. Se modifica la denomina-
ción del Capítulo IV del Título II, el cual 
queda redactado de la siguiente manera:

CAPÍTULO IV
Del Sistema de Adecuación 
Continua de Precios Justos

Artículo 10. Se incorpora un nuevo artí-
culo bajo el número 27, quedando redac-
tado de la siguiente manera:

“Sistema de Adecuación Continua 
de Precios Justos 

Artículo 27. Los precios de todos los bie-
nes producidos, importados o comerciali-
zados por los sujetos de aplicación, serán 
calculados de acuerdo al Sistema de Ade-
cuación Continua de Precios Justos, el 
cual contará con los elementos técnicos, 
científicos y humanos que se requieran, 
cuya rectoría la ejercerá la Superintenden-
cia Nacional para la Defensa de los Dere-
chos Socioeconómicos.”

Artículo 11. Se incorpora un nuevo artí-
culo bajo el número 28, quedando redac-
tado de la siguiente manera:

“Ámbito de aplicación
Artículo 28. El Sistema de Adecuación 
Continua de Precios Justos, comprenderá 
la fijación de precios justos en la totalidad 
de la cadena de producción, distribución, 
importación, transporte y comercializa-
ción de bienes y servicios por parte de 
todos los sujetos de aplicación.”

Artículo 12. Se modifica el artículo 28, 
que pasa a ser el artículo 33, quedando 
redactado de la siguiente manera:
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“Fuentes de Información 
para el Sistema de Adecuación 

Continua de Precios Justos
Artículo 33. Para la determinación del pre-
cio justo de bienes y servicios, así como 
la determinación de los márgenes de ga-
nancia, la Superintendencia Nacional para 
la Defensa de los Derechos Socioeconó-
micos podrá fundamentarse en:

1. �Información suministrada por los ad-
ministrados y las administradas, bien 
a requerimiento del órgano actuante o 
recabada y resguardada en los archivos 
de otros órganos de la Administración 
Pública. Dicha información debe refle-
jar las estructuras de costos y márge-
nes de ganancia, durante el período que 
corresponda.

2. �Elementos que por su vinculación con 
el caso sometido a consideración, para 
la determinación del precio justo de los 
bienes o servicios objeto de regulación, 
hagan mérito para presumirse válidos 
según los criterios comúnmente aplica-
dos por la Superintendencia Nacional 
para la Defensa de los Derechos So-
cioeconómicos, para la fijación de pre-
cios justos y el costo que lo compone.

3. �Información recabada y resguardada 
en los archivos de organismos inter-
nacionales o administraciones de otros 
países, conforme a los convenios de 
cooperación existentes o el carácter 
público de la misma.

4. �Información suministrada por los de-
nunciantes, terceros o cualquier otra 
persona que tuviere conocimiento del 

incumplimiento de las previsiones de 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Orgánica.

5. �Información suministrada por las orga-
nizaciones del Poder Popular.

6. �Información obtenida a través de cual-
quier otro medio que a consideración 
de la Superintendencia Nacional para 
la Defensa de los Derechos Socioeco-
nómicos, pueda constituir una fuente 
técnica y científicamente válida.

Los criterios para la determinación de pre-
cios tendrán siempre en cuenta el marco so-
cial y económico de la República, debiendo 
atender al principio de justicia social equili-
brando el estímulo a la actividad productiva 
con la protección efectiva del salario.”

Artículo 13. Se modifica el artículo 37, el 
cual queda redactado de la siguiente manera:

“Margen Máximo de Ganancia
Artículo 37. El margen máximo de ganancia 
será establecido anualmente, atendiendo 
criterios científico, por la SUNDDE, toman-
do en consideración las recomendaciones 
emanadas de los Ministerios del Poder Po-
pular con competencia en las materias de 
Comercio, Industrias y Finanzas. En ningún 
caso, el margen de ganancia de cada actor 
de la cadena de comercialización excederá 
de treinta (30) puntos porcentuales de la 
estructura de costos del bien o servicio.

La Superintendencia Nacional para la De-
fensa de los Derechos Socioeconómicos, 
podrá determinar márgenes máximos de 
ganancia por sector, rubro, espacio geo-
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gráfico, canal de comercialización, activi-
dad económica o cualquier otro concepto 
que considere, sin que estos superen el 
máximo establecido en el presente artículo.
A fin de favorecer actividades que se ini-
cian, o fortalecer determinadas actividades 
existentes, el Presidente o Presidenta de la 
República, en Consejo de Ministros, podrá 
revisar y modificar el margen máximo de 
ganancia regulado en este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica, 
considerando las recomendaciones de la 
Vicepresidencia de la República o de la Su-
perintendencia Nacional para la Defensa de 
los Derechos Socioeconómicos.

La falta de fijación expresa del margen 
máximo de ganancia dictado por la Su-
perintendencia Nacional para la Defensa 
de los Derechos Socioeconómicos, no 
implicará el incumplimiento, omisión o 
flexibilización de los precios previamente 
establecidos por el Ejecutivo Nacional, a 
los productos fabricados, obtenidos o 
comercializados por los sujetos de apli-
cación del presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica.”

Artículo 14. Se modifica el artículo 33, 
que pasa a ser el artículo 38, el cual queda 
redactado de la siguiente manera:

“Suspensión de sistemas 
de asignación de divisas

Artículo 38. La Superintendencia Nacional 
para la Defensa de los Derechos Socioeco-
nómicos solicitará al órgano competente, 
la suspensión temporal o definitiva a los 
sujetos de aplicación de cualquier sistema 
de asignación de divisas extranjeras por 
parte del Estado, cuando se compruebe 

que los mismos han incurrido en cual-
quiera de los ilícitos contemplados en este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica.”

Artículo 15. Se modifica el artículo 34, 
que pasa a ser el artículo 39, el cual queda 
redactado de la siguiente manera:

“Inicio de fiscalización
Artículo 39. El funcionario o la funcionaria 
competente, bien de oficio o con fundamen-
to en denuncia, iniciará la fiscalización para 
el cumplimiento de las regulaciones previs-
tas en este Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley Orgánica.”

Artículo 16. Se modifica el artículo 39, 
que pasa a ser el artículo 44, el cual queda 
redactado de la siguiente manera:

“Medidas preventivas
Artículo 44. Si durante la inspección o 
fiscalización, o en cualquier etapa, fase o 
grado del procedimiento, la funcionaria o 
el funcionario actuante detectara indicios 
de incumplimiento de las obligaciones 
previstas en este Decreto con Rango, Va-
lor y Fuerza de Ley Orgánica, y existieren 
elementos que pudieran presumir que se 
puedan causar lesiones graves o de difícil 
reparación a la colectividad; podrá adop-
tar y ejecutar en el mismo acto, medidas 
preventivas destinadas a impedir que se 
continúen quebrantando las normas que 
regulan la materia. Dichas medidas podrán 
consistir en: 

1. Comiso preventivo de mercancías.
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2. �Ocupación temporal de los estableci-
mientos o bienes indispensables para 
el desarrollo de la actividad.

3. Cierre temporal del establecimiento. 

4. �Suspensión temporal de las licencias, 
permisos o autorizaciones emitidas por 
la Superintendencia Nacional para la De-
fensa de los Derechos Socioeconómicos.

5. �Ajuste inmediato de los precios de los 
bienes a comercializar o servicios a 
prestar, conforme a los fijados por la Su-
perintendencia Nacional para la Defensa 
de los Derechos Socioeconómicos.

6. �Todas aquellas que sean necesarias 
para proteger los derechos de las ciu-
dadanas y ciudadanos protegidos por 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Orgánica.

Cuando se dicte la ocupación temporal, tal 
medida se materializará mediante la pose-
sión inmediata, la puesta en operatividad 
y el aprovechamiento del establecimiento, 
local, vehículo, nave o aeronave, por parte 
el órgano o ente competente; y el uso in-
mediato de los bienes necesarios para la 
continuidad de la producción o comercia-
lización de bienes, o la prestación de los 
servicios, garantizando el abastecimiento 
y la disponibilidad de estos durante el cur-
so del procedimiento.

En el caso de ordenarse el comiso pre-
ventivo de mercancías, se dispondrá su 
enajenación inmediata con fines sociales, 
lo cual deberá asentarse en Acta que se 
levante al efecto. El producto de la enaje-

nación de las mercancías se mantendrá en 
garantía en una cuenta bancaria abierta a 
tal efecto. En la providencia que ponga fin 
al procedimiento indicará el destino que 
deberá dársele al producto de la enajena-
ción de las mercancías.”

Artículo 17. Se modifica el artículo 45, 
que pasa a ser el artículo 50, el cual queda 
redactado de la siguiente manera:

“Sanciones Administrativas
Artículo 50. En los casos de las infraccio-
nes previstas en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica, la Super-
intendencia Nacional para la Defensa de 
los Derechos Socioeconómicos, aplicará 
las siguientes sanciones:

1. Multas.

2. �Suspensión temporal en el Registro 
Único de Personas que Desarrollan Ac-
tividades Económicas.

3. �Cierre temporal de almacenes, depósi-
tos o establecimientos dedicados al co-
mercio, conservación, almacenamiento, 
producción o procesamiento de bienes.

4. �Ocupación temporal con intervención de 
almacenes, depósitos, industrias, comer-
cios, transporte de bienes, por un lapso 
de hasta ciento ochenta (180) días.

5. �Clausura de almacenes, depósitos y es-
tablecimientos dedicados al comercio, 
conservación, almacenamiento, pro-
ducción o procesamiento de bienes.
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6. �Comiso de los bienes objeto de la in-
fracción o de los medios con los cua-
les se cometió de conformidad con lo 
establecido en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica.

7. �Revocatoria de licencias, permisos o 
autorizaciones emitidas por órganos o 
entes del Poder Público Nacional.

Para la imposición de las sanciones, se to-
marán en cuenta los principios de equidad, 
proporcionalidad y racionalidad; considerán-
dose a estos efectos la gravedad de la infrac-
ción, la dimensión del daño, los riesgos a la 
salud, la reincidencia y el valor o volumen 
de las operaciones del sujeto de aplicación.

Las sanciones aquí previstas no eximirán 
a las infractoras o los infractores sancio-
nados, de su responsabilidad civil, penal o 
administrativa.

En el caso de la imposición de la sanción 
de cierre temporal, la infractora o el in-
fractor continuará pagando los salarios a 
las trabajadoras o trabajadores y demás 
obligaciones laborales y de la seguridad 
social por el tiempo en que se mantenga 
la medida.

Si persiste el cierre en virtud de la contu-
macia del sujeto de aplicación, impidiendo 
la continuidad de la actividad económica 
en perjuicio de las trabajadoras y los tra-
bajadores, el Ministerio del Poder Popular 
con competencia en el área del trabajo, 
aplicará los procedimientos administrati-
vos establecidos en la legislación laboral, 
para impedir que se violen los derechos 
de las trabajadoras y los trabajadores.

La imposición de alguna de las sanciones, 
previstas en el presente capítulo, no impi-
de ni menoscaba el derecho de las afecta-
das o los afectados de exigir a la infractora 
o el infractor las indemnizaciones o el re-
sarcimiento de los daños y perjuicios que 
le hubiere ocasionado, conforme al orde-
namiento jurídico aplicable.

La suspensión del Registro Único de Per-
sonas que Desarrollan Actividades Eco-
nómicas, se realizará por un período de 
tres (03) meses a diez (10) años, según 
la gravedad del caso. Esta sanción impli-
cará también la suspensión de las demás 
licencias, permisos, prohibición de acceso 
de divisas y autorizaciones emitidas por 
otros órganos y entes del Poder Público 
Nacional, por el mismo período.”

Artículo 18. Se modifica el artículo 51, 
que pasa a ser el artículo 56, el cual queda 
redactado de la siguiente manera: 

“Especulación
Artículo 56. Aquel que enajene bienes o 
presten servicios a precios o márgenes de 
ganancia superiores a los fijados o determi-
nados, por la autoridad competente a través 
de fijación directa o mediante la autorregu-
lación de acuerdo a las normas que a tal 
efecto dicte la Superintendencia Nacional 
de Precios Justos, serán sancionados con 
prisión de ocho (08) a diez (10) años.

Igualmente podrán ser objeto de medida de 
ocupación temporal del almacén, depósito, 
unidad productiva o establecimiento, hasta 
por ciento ochenta (180) días, prorroga-
bles más multa de un mil (1.000) a cin-
cuenta mil (50.000) Unidades Tributarias.
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La misma sanción será aplicable a quie-
nes vendan bienes o presten servicios a 
precios superiores a los que hubieren in-
formado a la autoridad competente.
La reincidencia en la infracción estableci-
da en el presente artículo será sancionada 
con la clausura de los almacenes, depósi-
tos o establecimientos del sujeto infractor, 
así como la suspensión del Registro Único 
de Personas que Desarrollan Actividades 
Económicas, en los términos previstos en 
el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica y su Reglamento.

Si el delito se cometiera sobre bienes o 
productos provenientes del sistema de 
abastecimiento del Estado u obtenidos 
con divisas asignadas por el Estado, la 
pena de prisión será aplicada a su límite 
máximo. De igual forma las multas serán 
aplicadas al doble de lo establecido y los 
bienes del infractor serán objeto de con-
fiscación, de acuerdo a lo establecido en 
la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela.”

Artículo 19. Se modifica el artículo 54, 
que pasa a ser el artículo 59, el cual queda 
redactado de la siguiente manera: 

“Acaparamiento
Artículo 59. Los sujetos de aplicación que 
restrinjan la oferta, circulación o distribu-
ción de bienes regulados por la autoridad 
administrativa competente, retengan los 
mismos, con o sin ocultamiento, serán 
sancionados por vía judicial con prisión 
de ocho (08) a diez (10) años. 

Igualmente serán sancionados con multa 
de un mil (1.000) a cincuenta mil (50.000) 

Unidades Tributarias, y con la ocupación 
temporal del establecimiento hasta por 
ciento ochenta (180) días prorrogables. 

La reincidencia en la infracción estableci-
da en el presente artículo será sancionada 
con clausura de los almacenes, depósitos 
o establecimientos del sujeto infractor y 
la suspensión del Registro Único de Per-
sonas que Desarrollan Actividades Eco-
nómicas, en los términos previstos en el 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley Orgánica y desarrollados en su 
Reglamento.

Si el delito se cometiera sobre bienes o 
productos provenientes del sistema de 
abastecimiento del Estado u obtenidos 
con divisas asignadas por el Estado, la 
pena de prisión será aplicada a su límite 
máximo. De igual forma las multas serán 
aplicadas al doble de lo establecido y los 
bienes del infractor serán objeto de con-
fiscación, de acuerdo a lo establecido en 
la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela.”

Artículo 20. Se modifica el artículo 55, 
que pasa a ser el artículo 60, el cual queda 
redactado de la siguiente manera:

“Boicot
Artículo 60. Quienes conjunta o separada-
mente desarrollen o lleven a cabo accio-
nes, o incurran en omisiones que impidan 
de manera directa o indirecta la produc-
ción, fabricación, importación, acopio, 
transporte, distribución y comercializa-
ción de bienes, así como la prestación de 
servicios, serán sancionados por vía judi-
cial con prisión de diez (10) a doce (12) 
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años. Cuando dichas acciones u omisio-
nes hubieren sido cometidas en detrimen-
to del patrimonio público, los bienes serán 
además objeto de confiscación, de acuer-
do a lo establecido en la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela. 

Igualmente serán sancionados con multa de 
un mil (1000) a cincuenta mil unidades tribu-
tarias (50.000) Unidades Tributarias y ocu-
pación temporal de depósitos, almacenes, 
comercios o medios de transporte hasta por 
ciento ochenta (180) días, prorrogables. 

La reincidencia en la infracción estableci-
da en el presente artículo será sancionada, 
con clausura de los almacenes, depósitos 
o establecimientos del sujeto infractor y 
la suspensión del Registro Único de Per-
sonas que Desarrollan Actividades Eco-
nómicas, en los términos previstos en el 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley Orgánica y desarrollados en su 
reglamento.”

Artículo 21. Se modifica el artículo 57, 
que pasa a ser el 62, el cual queda redac-
tado de la siguiente manera:

“Reventa Productos 
de Primera Necesidad

Artículo 62. Quien compre productos de-
clarados de primera necesidad, con fines 
de lucro, para revenderlos por precios su-
periores a los establecidos por el Estado, 
por regulación directa o por lineamientos 
para establecimiento de precios justos, 
será sancionado con prisión de uno (01) a 
tres (03) años, multa de doscientas (200) 
a diez mil (10.000) Unidades Tributarias y 
comiso de las mercancías. Quien reincida 

en la ocurrencia de dicho delito, la pena le 
será aplicada al máximo y la multa aumen-
tada al doble de su límite máximo.”

Artículo 22. Se modifica el artículo 59, 
que pasa a ser el artículo 64, el cual queda 
redactado de la siguiente manera:

“Contrabando de Extracción
Artículo 64. Incurre en delito de contra-
bando de extracción, y será castigado con 
pena de prisión de catorce (14) a diecio-
cho (18) años, quien mediante actos u 
omisiones, desvíe los bienes, productos o 
mercancías de cualquier tipo del destino 
original autorizado por el órgano o ente 
competente, así como quien extraiga o in-
tente extraer del territorio nacional bienes 
destinados al abastecimiento nacional de 
cualquier tipo, sin cumplir con la normati-
va y documentación en materia de expor-
tación correspondiente.

De igual forma, será sancionado con mul-
ta equivalente al doble del valor de los 
bienes o mercancías objetos del delito, no 
siendo en ningún caso menor a quinientas 
(500) unidades tributarias.

El delito expresado en la presente dispo-
sición será sancionado en su límite máxi-
mo y la multa llevada al doble, cuando 
los bienes extraídos o que haya intentado 
extraer sean mercancías priorizadas para 
el consumo de la población, provengan 
del sistema de abastecimiento del Estado 
o sean para distribución exclusiva en el 
territorio nacional.

El delito de contrabando de extracción 
se comprueba, cuando el poseedor de 
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los bienes señalados en este artículo no 
pueda presentar, a la autoridad competen-
te, la documentación comprobatoria del 
cumplimiento de todas las disposiciones 
legales referidas a la movilización y con-
trol de dichos bienes.

En todo caso, una vez comprobado el deli-
to, se procederá a la suspensión inmedia-
ta de los permisos y guías para el trans-
porte y comercialización de mercancías, 
así como al comiso de la mercancía.

Cuando los bienes objeto de contrabando 
de extracción hubieren sido adquiridos 
mediante el uso de divisas otorgadas a 
través de los regímenes cambiarios es-
tablecidos en el ordenamiento jurídico, 
provengan del sistema de abastecimiento 
del Estado, o su extracción afecte directa-
mente el patrimonio público, los mismos 
serán objeto de confiscación, de acuerdo 
a lo establecido en la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela.”

Artículo 23. Se modifica el artículo 67, 
que pasa a ser el artículo 72, el cual queda 
redactado de la siguiente manera:

“Remisión Legal 
Artículo 72. Sin perjuicio que puedan 
crearse jurisdicciones especiales en la 
materia, el conocimiento de los delitos 
previstos en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica, corres-
ponde a la jurisdicción penal ordinaria, 
de conformidad con lo establecido en el 
Código Orgánico Procesal Penal. Lo no 
previsto en este Capítulo, se regirá por 
lo establecido en el ordenamiento jurídi-
co penal vigente.”

Artículo 24. Se incluye un nuevo artí-
culo 88, quedando redactado de la si-
guiente forma:

“Excepción a los beneficios procesales 
Artículo 88. Los delitos de especulación, 
acaparamiento, boicot y contrabando no 
serán objeto de beneficios ni en los pro-
cesos judiciales, ni en el cumplimiento 
de la pena.

De conformidad con el artículo 5º de la 
Ley de Publicaciones Oficiales, imprímase 
a continuación íntegramente en un solo 
texto el Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Orgánica de Precios Justos, publi-
cada en la Gaceta Oficial de la República 
Bolivariana de Venezuela No. 40.340, de 
fecha 23 de enero de 2014, con las refor-
mas aquí sancionadas y en el correspon-
diente texto único corríjase la numeración 
y sustitúyanse las fechas, firmas y demás 
datos de sanción y promulgación.

Dado en Caracas, a los dieciocho días del 
mes de noviembre de dos mil catorce. Años 
204° de la Independencia, 155° de la Fede-
ración y 15º de la Revolución Bolivariana.”

Cúmplase,
(L.S.)
NICOLÁS MADURO MOROS
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NICOLÁS MADURO MOROS
Presidente de la República

Con el supremo compromiso y voluntad de 
lograr la mayor eficacia, política y calidad 
revolucionaria en la construcción del So-
cialismo, y en el engrandecimiento del país, 
basado en los principios humanistas, y en 
condiciones morales y éticas bolivarianas, 
por mandato del pueblo, y en ejercicio de 
la atribución que me confiere el numeral 8 
del artículo 236 de la Constitución de la Re-
pública Bolivariana de Venezuela, y de con-
formidad con lo establecido en el literal “c” 
del numeral 2, del artículo 1º, de la Ley que 
Autoriza al Presidente de la República para 
dictar Decretos con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley en las materias que se delegan, en 
Consejo de Ministros.

DICTO
El siguiente,

DECRETO CON RANGO, 
VALOR Y FUERZA DE LEY 

ORGÁNICA DE PRECIOS JUSTOS

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

Objeto
Artículo 1º. El presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica, 
tiene por objeto asegurar el desarrollo 
armónico, justo, equitativo, productivo y 
soberano de la economía nacional, a tra-
vés de la determinación de precios justos 
de bienes y servicios, mediante el análisis 
de las estructuras de costos, la fijación del 
porcentaje máximo de ganancia y la fisca-
lización efectiva de la actividad económica 
y comercial, a fin de proteger los ingresos 
de todas las ciudadanas y ciudadanos, y 
muy especialmente el salario de las tra-
bajadoras y los trabajadores; el acceso 
de las personas a los bienes y servicios 
para la satisfacción de sus necesidades; 
establecer los ilícitos administrativos, sus 
procedimientos y sanciones, los delitos 
económicos, su penalización y el resarci-
miento de los daños sufridos, para la con-
solidación del orden económico socialista 
productivo.

Sujetos de Aplicación
Artículo 2º. Quedan sujetos a la aplica-
ción del presente Decreto con Rango, Va-
lor y Fuerza de Ley Orgánica, las personas 
naturales y jurídicas de derecho público 
o privado, nacionales o extranjeras, que 
desarrollen actividades económicas en el 
territorio de la República Bolivariana de 
Venezuela, incluidas las que se realizan a 
través de medios electrónicos.

Se exceptúan aquellas que por la natura-
leza propia de la actividad que ejerzan se 
rijan por normativa legal especial.
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Fines
Artículo 3º. Son fines del presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica, los siguientes:

1. �La consolidación del orden económico 
socialista, consagrado en el Plan de la 
Patria. 

2. �Incrementar, a través del equilibrio eco-
nómico, el nivel de vida del pueblo ve-
nezolano, con miras a alcanzar la mayor 
suma de felicidad posible. 

3. �El desarrollo armónico y estable de la 
economía, mediante la determinación de 
precios justos de los bienes y servicios, 
como mecanismo de protección del sa-
lario y demás ingresos de las personas. 

4. �Fijar criterios justos de intercambio, 
para la adopción o modificación de 
normativas que incidan en los costos, 
y en la determinación de porcentajes de 
ganancia razonables. 

5. �Defender, proteger y salvaguardar los 
derechos e intereses individuales, co-
lectivos y difusos, en el acceso de las 
personas a los bienes y servicios para 
la satisfacción de sus necesidades. 

6. �Privilegiar la producción nacional de 
bienes y servicios. 

7. �Proteger al pueblo contra las prácticas 
de acaparamiento, especulación, boi-
cot, usura, desinformación y cualquier 
otra distorsión propia del modelo capi-
talista, que afecte el acceso a los bienes 
o servicios declarados o no de primera 
necesidad. 

8. �Atacar los efectos nocivos y restrictivos 
derivados de las prácticas monopóli-
cas, monopsónicas, oligopólicas y de 
cartelización. 

9. �Cualquier otro que determine el Ejecu-
tivo Nacional. 

Orden Público
Artículo 4º. Las disposiciones del pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Orgánica, son de orden público y, 
en consecuencia, irrenunciables. Las ope-
raciones económicas entre los sujetos de-
finidos en la presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica, que sean 
de su interés particular y en las que no se 
afecte el interés colectivo, podrán ser obje-
to de conciliaciones o arreglos amistosos. 

Divisas
Artículo 5º. Las divisas que sean asigna-
das por parte de la autoridad competente 
en el marco del régimen de administración 
de divisas, serán estrictamente supervisa-
das y controladas a fin de garantizar que 
se cumpla el objeto y uso para el cual fue-
ron solicitadas y otorgadas.

Contrato de Fiel Cumplimiento
Artículo 6º. A quien se le otorgue divi-
sas para cualesquiera de las actividades 
económicas señaladas en el presente De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica, deberá suscribir un contrato de 
fiel cumplimiento, que contendrá la obli-
gación de cumplir estrictamente con el 
objeto y uso para el cual fueron solicita-
das, así como las consecuencias en caso 
de incumplimiento.
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Los bienes adquiridos o producidos con 
divisas otorgadas por la República, debe-
rán ser identificados mediante etiqueta, 
que permita informar al consumidor sobre 
la procedencia de las divisas.

Declaratoria de Utilidad Pública
Artículo 7º. Se declaran y por lo tanto 
son de utilidad pública e interés social, to-
dos los bienes y servicios requeridos para 
desarrollar las actividades de producción, 
fabricación, importación, acopio, transporte, 
distribución y comercialización de bienes y 
prestación de servicios.

El Ejecutivo Nacional puede iniciar el proce-
dimiento expropiatorio cuando se hayan co-
metido ilícitos económicos y administrativos 
de acuerdo a lo establecido en el artículo 114 
de la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela y, cualquiera de los ilícitos ad-
ministrativos previstos en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica.

En todo caso, el Estado podrá adoptar me-
dida de ocupación temporal e incautación 
de bienes mientras dure el procedimien-
to expropiatorio, la cual se materializará 
mediante la posesión inmediata, puesta 
en operatividad, administración y el apro-
vechamiento del establecimiento, local, 
bienes, instalaciones, transporte, distri-
bución y servicios por parte del órgano o 
ente competente del Ejecutivo Nacional, 
a objeto de garantizar la disposición de 
dichos bienes y servicios por parte de la 
colectividad. El órgano o ente ocupan-
te deberá procurar la continuidad de la 
prestación del servicio o de las fases de 
la cadena de producción, distribución y 
consumo, de los bienes que corresponda.

En los casos de expropiación, de acuer-
do a lo previsto en este artículo, se podrá 
compensar y disminuir del monto de la in-
demnización lo correspondiente a multas, 
sanciones y daños causados, sin perjuicio 
de lo que establezcan otras leyes.

Coordinación de las 
Actividades Económicas

Artículo 8º. A fin de que el Estado vene-
zolano pueda ejercer su función de control 
de costos y ganancias, así como la deter-
minación de precios justos de forma más 
adecuada y eficiente, todos los órganos 
y entes de la Administración Pública con 
competencia en las materias relacionadas, 
deberán dirigir sus respectivas acciones de 
manera coordinada y articulada con la Su-
perintendencia Nacional para la defensa de 
los derechos socioeconómicos, bajo la rec-
toría de la Vicepresidencia de la República.

Principio de Simplicidad 
Administrativa

Artículo 9º. La actividad administrativa 
derivada de los órganos y entes señalados 
en el artículo anterior, debe concentrar y 
establecer los trámites administrativos 
indispensables, para reducir según la uti-
lidad, el número de requisitos y recaudos, 
que permitan la correcta y oportuna eva-
luación y procesamiento de los trámites 
de las mismas.

De igual manera, debe proporcionar me-
canismos ágiles y sencillos para proce-
sar las consultas, propuestas, opiniones, 
denuncias, sugerencias y quejas, que 
realicen los usuarios y usuarias sobre los 
servicios prestados.
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Derechos Individuales
Artículo 10. Son derechos de las perso-
nas en relación a los bienes y servicios de-
clarados o no de primera necesidad, ade-
más de los establecidos en la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela, 
en los tratados y convenios internaciona-
les suscritos y ratificados por la Repúbli-
ca, los siguientes:

1. �La protección de su vida, salud y segu-
ridad en el acceso de bienes y servicios, 
así como a la satisfacción de las necesi-
dades fundamentales y el acceso a los 
servicios básicos;

2. �Que los proveedores públicos y priva-
dos oferten bienes y servicios compe-
titivos, de óptima calidad, y a elegirlos 
con libertad;

3. �A recibir servicios básicos de óptima 
calidad; 

4. �A la información adecuada, veraz, clara, 
oportuna y completa sobre los bienes y 
servicios ofrecidos en el mercado, así 
como sus precios, características, cali-
dad, condiciones de contratación y de-
más aspectos relevantes de los mismos, 
incluyendo los riesgos que pudieran de-
rivarse de su uso o consumo;

5. �A la protección contra la publicidad fal-
sa, engañosa, o abusiva y a los métodos 
comerciales coercitivos o desleales; 

6. �A la educación en la adquisición de los 
bienes y servicios, orientada al fomento 
del consumo responsable y a la difu-
sión adecuada sobre sus derechos; 

7. �A la reparación e indemnización por da-
ños y perjuicios, por deficiencias y mala 
calidad de bienes y servicios; 

8. �Acceder a mecanismos efectivos para la 
tutela administrativa de sus derechos e 
intereses, que conduzcan a la adecuada 
prevención, sanción y oportuna repara-
ción de los mismos; 

9. �La promoción y protección jurídica de 
sus derechos e intereses económicos 
y sociales en las transacciones realiza-
das, por cualquier medio o tecnología;

10. �A la protección en los contratos de 
adhesión que sean desventajosos o 
lesionen sus derechos o intereses;

11. �A retirar o desistir de la denuncia y la 
conciliación en los asuntos de su in-
terés, siempre que no se afecten los 
intereses colectivos;

12. �A la protección en las operaciones a 
crédito;

13. �A la disposición y disfrute de los bienes 
y servicios, de forma continua, regular, 
eficaz, eficiente e ininterrumpida;

14. �A los demás derechos que la Consti-
tución de la República y la normativa 
vigente establezcan, inherentes al ac-
ceso de las personas a los bienes y 
servicios.

La persona que adquiera bienes o servi-
cios por teléfono, catálogo, televisión, por 
medios electrónicos o a domicilio, gozará 
del derecho de devolución del producto 
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y reintegro inmediato del precio, el cual 
deberá ser ejercido dentro de los quince 
días posteriores a la recepción del bien 
o servicio, siempre y cuando lo permita 
su naturaleza y se encuentre en el mis-
mo estado en el que lo recibió. En el caso 
de servicios, el derecho de devolución se 
ejercerá mediante la cesación inmediata 
del contrato de provisión del servicio.

Todos los sujetos de protección podrán in-
tentar los procedimientos consagrados en 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley, en caso de que sus derechos se vean 
amenazados o violentados. Cualquiera de 
los sujetos de aplicación que violen estos 
derechos, serán sancionados conforme a 
lo previsto en este Decreto con Rango, Va-
lor y Fuerza de Ley, sin menoscabo de las 
acciones y responsabilidades civiles, pe-
nales y administrativas que correspondan.

Garantía
Artículo 11. Los vehículos, maquinarias, 
equipos o artefactos y demás bienes de natu-
raleza durable que posean sistemas mecáni-
cos, eléctricos o electrónicos, susceptibles de 
presentar fallas o desperfectos, deberán ser 
obligatoriamente garantizados por el provee-
dor para cubrir deficiencias de la fabricación 
y de funcionamiento. Las leyendas “garanti-
zado”, “garantía” o cualquier otra equivalente, 
sólo podrán emplearse cuando indiquen clara-
mente en qué consiste tal garantía; así como 
las condiciones, forma, plazo y lugar en que 
el sujeto de protección pueda hacerla efectiva.

Toda garantía deberá individualizar a la 
persona natural o jurídica que la otorga, 
así como los establecimientos y condicio-
nes en que operará.

TÍTULO II
DE LA SUPERINTENDENCIA 

NACIONAL PARA LA DEFENSA 
DE LOS DERECHOS 
SOCIOECONÓMICOS 

CAPÍTULO I
Naturaleza, Atribuciones, 

Estructura

Naturaleza de la Superintendencia
Artículo 12. La Superintendencia Nacio-
nal para la Defensa de los Derechos So-
cioeconómicos (SUNDDE), es un órgano 
desconcentrado de la Vicepresidencia de la 
República, con capacidad de gestión pre-
supuestaria, administrativa y financiera.

La Superintendencia Nacional para la De-
fensa de los Derechos Socioeconómicos, 
establecerá mediante Reglamento Interno, 
una estructura organizativa que le permita 
ejercer con eficacia y eficiencia sus fun-
ciones. Los funcionarios y funcionarias 
que ejerzan actividades de inspección, 
fiscalización o supervisión serán de libre 
nombramiento y remoción, conforme a 
las previsiones contempladas en la Ley 
del Estatuto de la Función Pública.

Atribuciones y Facultades
Artículo 13. Corresponde a la Superin-
tendencia Nacional para la Defensa de los 
Derechos Socioeconómicos, el ejercicio 
de las siguientes atribuciones:

1. �Ejercer la rectoría, supervisión y fisca-
lización en materia de estudio, análisis, 
control y regulación de costos y deter-
minación de márgenes de ganancias y 
precios. 
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2. �Diseñar, implementar y evaluar, coor-
dinadamente con los Ministerios del 
Poder Popular u otros organismos que 
correspondan, según el caso, los meca-
nismos de aplicación, control y segui-
miento para el estudio de costos y de-
terminación de márgenes de ganancias 
razonables para fijar precios justos, así 
como la supervisión, control y aplica-
ción del presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica. 

3. �Fijar los precios máximos de la cadena 
de producción o importación, distribu-
ción y consumo, de acuerdo a su im-
portancia económica y su carácter es-
tratégico, en beneficio de la población, 
así como los criterios técnicos para la 
valoración de los niveles de intercambio 
equitativo y justo de bienes y servicios.

4. �Proveer al Ejecutivo Nacional de la in-
formación y las recomendaciones nece-
sarias, para el diseño e implementación 
de políticas dirigidas a la regulación de 
precios. 

5. �Solicitar a los sujetos de aplicación del 
presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica, y a los entes 
y organismos de la Administración Pú-
blica que corresponda, la información 
que estime pertinente para el ejercicio 
de sus competencias. 

6. �Dictar la normativa necesaria para la 
implementación del presente Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica, referida a los mecanismos, 
metodología, requisitos, condiciones 
y demás aspectos necesarios para el 

análisis de los costos, y a la determi-
nación de los márgenes razonables de 
ganancias para la fijación de precios 
justos, así como sus mecanismos de 
seguimiento y control. 

7. �Ejecutar los procedimientos de supervi-
sión, control, verificación, inspección y 
fiscalización para determinar el cumpli-
miento del presente Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley Orgánica. 

8. �Sustanciar, tramitar y decidir los proce-
dimientos de su competencia, y aplicar 
las medidas preventivas y correctivas, 
además de las sanciones administrati-
vas que correspondan en cada caso. 

9. �Actuar como órgano auxiliar en las inves-
tigaciones penales que adelante el Minis-
terio Público, sobre los hechos tipifica-
dos en el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica, confor-
me al ordenamiento jurídico vigente. 

10. Emitir los certificados de precios justos. 

11. �Proponer al Ejecutivo Nacional las re-
glamentaciones que sean necesarias 
para la aplicación del presente Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica. 

12. �Dictar su reglamento interno y las nor-
mas necesarias para su funcionamiento. 

13. �Emitir dictamen sobre los asuntos de 
su competencia. 

14. �Elaborar, mantener y actualizar el Re-
gistro Único de personas naturales y 
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jurídicas que desarrollen actividades 
económicas y comerciales en el Te-
rritorio Nacional, pudiendo establecer 
subcategorías del mismo. 

15. �Establecer los procedimientos para que 
las personas puedan ejercer los derechos 
establecidos en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica. 

16. �Emitir criterio con carácter vinculante, 
para la comercialización de presenta-
ción de un determinado bien. 

17. �Fijar las condiciones generales de la 
oferta, promociones y publicidad de 
bienes y servicios. 

18. �Proveer las herramientas para la cap-
tación de información y formulación 
de criterios técnicos, que permitan 
hacer efectivas reclamaciones de las 
personas ante las conductas especu-
lativas y, otras conductas irregulares 
que menoscaben sus derechos en el 
acceso a los bienes y servicios. 

19. �Designar inspectores especiales cuan-
do las circunstancias lo ameriten, en 
aras de preservar la estabilidad eco-
nómica y los derechos individuales, 
colectivos y difusos. 

20. �Establecer los criterios para fijar los 
cánones de arrendamiento justos de 
locales comerciales.

21. �Las demás establecidas en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley Orgánica, y en el ordenamiento ju-
rídico vigente. 

La competencia atribuida en el numeral 
tercero de este artículo, se realizará de 
forma exclusiva por la Superintendencia 
Nacional para la Defensa de los Derechos 
Socioeconómicos, sin menoscabo que 
esta facultad pueda ser delegada en algún 
otro órgano o ente de la Administración 
Pública Nacional, previa autorización ex-
presa de la Presidenta o Presidente de la 
República Bolivariana de Venezuela.

Funciones de Inspección 
y Fiscalización

Artículo 14. En el ejercicio de sus fun-
ciones de inspección y fiscalización, la Su-
perintendencia Nacional para la Defensa 
de los Derechos Socioeconómicos, podrá:

1. �Verificar la información recibida de 
los sujetos de aplicación del presen-
te Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Orgánica, tanto en sus oficinas 
principales, operativas o administrati-
vas, como en cualquier otra instalación, 
sede o establecimiento en que dichos 
sujetos desarrollen sus actividades. 

2. �Practicar inspecciones de oficio o por 
denuncias, a los inmuebles destinados 
a la producción, importación, distribu-
ción, comercialización, almacenamiento, 
acopio, recintos aduanales o depósito de 
bienes propiedad de los sujetos de apli-
cación, así como en los destinados a la 
prestación de servicios. 

3. �Requerir de recintos aduanales, de ter-
ceros, de entes u órganos, la informa-
ción que estime necesaria a los efectos 
de constatar los datos aportados por 
los sujetos de aplicación, o suplir la 
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información no aportada por éstos, si 
fuere necesario. Dicha información po-
drá ser asegurada, de lo cual se dejará 
constancia mediante acta. 

4. �Requerir la comparecencia de los repre-
sentantes de los sujetos de aplicación 
del presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley Orgánica. 

5. �Adoptar las medidas administrativas 
necesarias para impedir la destrucción, 
desaparición o alteración de las situa-
ciones de hecho detectadas, o de docu-
mentación verificada o solicitada a los 
sujetos de aplicación. 

6. �Requerir el auxilio de la fuerza pública 
cuando lo considere necesario para la 
ejecución y trámite de los procedimien-
tos de Inspección y cumplimiento del 
presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica. 

7. �Asumir temporalmente las actividades 
de dirección, supervisión o control de 
los procesos de producción, distribu-
ción y comercialización de bienes o 
prestación de servicios, según lo con-
templado en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica. 

8. �Solicitar a los tribunales competentes 
las medidas cautelares necesarias para 
el aseguramiento de las resultas del 
procedimiento. 

9. �Notificar al Ministerio Público sobre las 
presunciones de ilícitos cometidos por los 
sujetos de aplicación del presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica. 

10. �Las demás que se sean requeridas 
para la aplicación del presente Decre-
to con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica.

Patrimonio de la Superintendencia
Artículo 15. El patrimonio de la Superin-
tendencia Nacional para la Defensa de los 
Derechos Socioeconómicos, estará confor-
mado por los recursos, bienes y derechos 
que le asigne el Ejecutivo Nacional, de con-
formidad con el ordenamiento jurídico apli-
cable y las donaciones, legados y demás 
liberalidades que le sean otorgadas, previa 
autorización del Ejecutivo Nacional.

Estructura 
Artículo 16. A fin de optimizar su funcio-
namiento orgánico, La Superintendencia 
Nacional para la Defensa de los Derechos 
Socioeconómicos, establecerá en su es-
tructura una Intendencia de Costos, Ganan-
cias y Precios Justos, una Intendencia de 
Protección de los Derechos Socioeconómi-
cos y una Intendencia Nacional para la Pro-
tección del Salario del Obrero y la Obrera.

Intendencia de Costos, 
Ganancias y Precios Justos

Artículo 17.La Intendencia de Costos, 
Ganancias y Precios Justos, se encargará:

1. �Del estudio, análisis, control, regulación y 
seguimiento de las estructuras de costos.

2. �La determinación de precios justos en 
cualquiera de los eslabones de las ca-
denas de producción o importación, 
distribución y consumo desarrolladas y 
aplicadas en el Territorio de la República 
Bolivariana de Venezuela.
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3. �La fijación de los márgenes máximos 
de los cánones de arrendamiento de los 
locales comerciales.

4. �La determinación de las ganancias 
máximas de los sujetos objeto de la 
aplicación de este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica.

5. �Las demás que le sean atribuidas por 
la Superintendencia Nacional para la 
Defensa de los Derechos Socioeconó-
micos y el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica.

Intendencia de Protección 
de los Derechos Socioeconómicos
Artículo 18. La Intendencia de Protec-
ción de los Derechos Socioeconómicos de 
las Personas, se encargará de:

1. �Las funciones de inspección, fiscali-
zación e investigación establecidas en 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley.

2. �Tramitar los procedimientos adminis-
trativos correspondientes.

3. �Las demás que le sean atribuidas por la 
Superintendencia Nacional para la De-
fensa de los Derechos Socioeconómi-
cos y en este Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley Orgánica.

Intendencia Nacional para 
la Protección del Salario del 

Obrero y la Obrera
Artículo 19. La Intendencia Nacional 
para la Protección del Salario del Obrero 
y la Obrera, se encargará de:

1. �Recibir y tramitar las denuncias y peti-
ciones de los obreros y obreras, sindi-
cados o no, sobre prácticas industriales 
o comerciales que afecten el abasteci-
miento o accesibilidad a bienes o ser-
vicios desarrollados por los sujetos de 
aplicación.

2. �Coordinar las acciones tempranas de 
la Superintendencia Nacional para la 
Defensa de los Derechos Socioeco-
nómicos (SUNDDE), con los sectores 
obreros y sindicales dentro del proceso 
productivo para prevenir las distorsio-
nes en el sistema económico.

3. �Acompañar a la Superintendencia Na-
cional para la Defensa de los Derechos 
Socioeconómicos (SUNDDE), a las fis-
calizaciones solicitadas por los obreros 
y obreras.

4. �Coordinar las acciones necesarias para 
que la Intendencia de Costos, Ganan-
cias y Precios Justos incorpore la vi-
sión y exigencias del sector obrero en 
sus análisis y determinaciones.

5. �Enlazar, bien a solicitud de parte o de 
oficio, las actividades de la Superinten-
dencia Nacional para la Defensa de los 
Derechos Socioeconómicos (SUNDDE), 
y los ministros del poder popular con 
competencia en materia de industrias, 
comercio y trabajo y seguridad social.

6. Cualquier otra propia de su naturaleza. 

Colaboración Interinstitucional
Artículo 20. Conforme a los principios 
consagrados en la Constitución de la Re-
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pública Bolivariana de Venezuela, todos los 
entes y organismos, deberán colaborar y 
cooperar articuladamente, para el cumpli-
miento efectivo y oportuno de los fines de 
la Superintendencia Nacional para la De-
fensa de los Derechos Socioeconómicos.

CAPÍTULO II
Superintendente 

o Superintendenta Nacional 
para la Defensa de los Derechos 

Socioeconómicos

El Superintendente 
o la Superintendenta 

Artículo 21. La Superintendencia Na-
cional para la Defensa de los Derechos 
Socioeconómicos estará a cargo de un 
Superintendente o una Superintendenta, 
cuyo nombramiento y remoción compete 
al Presidente o Presidenta de la República 
Bolivariana de Venezuela.

Requisitos 
Artículo 22. Para desempeñar el cargo 
de Superintendente o Superintendenta 
Nacional para la Defensa de los Derechos 
Socioeconómicos, deberán cumplirse los 
siguientes requisitos:

1. Ser venezolano o venezolana.

2. Ser mayor de 25 años.

3. �Estar en pleno ejercicio de sus derechos 
civiles y políticos.

Atribuciones del Superintendente 
o la Superintendenta 

Artículo 23. Son atribuciones del Superin-
tendente o la Superintendenta:

1. �Dirigir y coordinar la administración, 
organización y funcionamiento de la 
Superintendencia. 

2. �Impulsar la construcción del orden eco-
nómico productivo, en el marco de la 
ética socialista y bolivariana.

3. �Ejercer sus funciones con eficiencia y 
eficacia en el marco de las políticas del 
gobierno de calle.

4. �Presentar a la Vicepresidencia de la Re-
pública, el Plan de Acción Semestral de 
la Superintendencia.

5. �Ordenar los compromisos y pagos con 
cargo al Presupuesto de la Superinten-
dencia Nacional para la Defensa de los 
Derechos Socioeconómicos.

6. �Adquirir, pagar, custodiar y registrar los 
bienes, así como otorgar los contratos 
relacionados con los asuntos propios 
de la Superintendencia Nacional para 
la Defensa de los Derechos Socioeco-
nómicos, previo cumplimiento de las 
formalidades de ley. 

7. �Dirigir las actividades relativas a los ser-
vicios de mantenimiento y transporte. 

8. �Realizar los procesos de selección de 
contratistas, según lo dispuesto en la 
Ley de Contrataciones Públicas y su 
Reglamento. 



148  LEYES CONTRA LA GUERRA ECONÓMICA   LEYES CONTRA LA GUERRA ECONÓMICA   149

9. �Conformar los documentos constitutivos 
de las fianzas otorgadas por compañías de 
seguros o instituciones bancarias, previa 
revisión legal, para garantizar a la República 
el reintegro del anticipo, el fiel cumplimiento 
del contrato y otros conceptos previstos en 
los contratos que se celebren con terceros. 

10. �Liberar los documentos constitutivos 
de las fianzas otorgadas por compañías 
de seguros o instituciones bancarias.

11. �Supervisar y controlar el reintegro de 
anticipos, de la fianza de fiel cumpli-
miento de contratos y otros conceptos 
que sean previstos en los contratos 
celebrados con terceros.

12. �Suscribir las comunicaciones dirigidas 
al Órgano de adscripción, la Oficina Na-
cional de Presupuesto, Oficina Nacional 
del Tesoro y la Oficina Nacional de Con-
tabilidad Pública del ministerio del po-
der popular con competencia en materia 
de economía, finanzas y banca pública.

13. �La suscripción de la correspondencia in-
terna y externa de la Unidad a su cargo.

14. �Programar, dirigir, coordinar, controlar 
y ejecutar las actividades financiera, 
fiscal, contable y de administración. 

15. �Suscribir y tramitar las órdenes de pago 
directas y avances a pagadores o admi-
nistradores por concepto de remune-
ración y gastos del personal adscrito a 
la Superintendencia Nacional para la 
Defensa de los Derechos Socioeconó-
micos y, llevar a cabo las actividades 
relacionadas con el pago al personal.

16. �Realizar todos aquellos actos y con-
tratos que se sean necesarios para el 
desarrollo de sus actividades, inclu-
yendo el de administrar y disponer de 
los recursos y equipos que se le asig-
nen u obtengan de conformidad con 
las normas legales y reglamentarias 
pertinentes.

17. �Dictar el Reglamento Interno de la 
Superintendencia.

18. �Dictar las regulaciones y normativas 
previstas en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica.

19. �Dictar y coordinar las políticas de regu-
lación y control de la Superintendencia.

20. �Imponer las sanciones previstas en 
este Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley Orgánica.

21. �Dictar las Providencias Administrati-
vas vinculadas al acto conclusivo que 
agoten la vía administrativa y aplicar 
las sanciones correspondientes.

22. �Presentar a la Vicepresidencia de la 
República, informe anual del desem-
peño de la Superintendencia, o cuan-
do le sea solicitado.

23. �La creación de distritos de atención 
especial sin límites derivados de la 
conformación geopolítica nacional 
cuando así las características de la 
actividad económica lo requiera. Para 
su atención podrá destinarse un fiscal 
con competencia nacional.
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24. �Nombrar y remover a los funcionarios 
y las funcionarias de la Superinten-
dencia Nacional para la Defensa de los 
Derechos Socioeconómicos.

25. �Las demás que le sean atribuidas para 
el efectivo cumplimiento de los objeti-
vos previstos en este Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley Orgánica.

CAPÍTULO III
Registro Único de Personas 
que Desarrollan Actividades 

Económicas (RUPDAE)

Registro
Artículo 24. La Superintendencia Na-
cional para la Defensa de los Derechos So-
cioeconómicos, tendrá un Registro Único de 
Personas que Desarrollan Actividades Eco-
nómicas (RUPDAE), de carácter público y 
accesible a todos los particulares, pudiéndo-
se establecer subcategorías dentro de dicho 
Registro.

Todos los registros que manejen infor-
mación de esta naturaleza y funcionen 
en los Órganos y Entes del Estado, es-
tarán coordinados por el Registro Único 
de Personas que Desarrollan Actividades 
Económicas, bajo la rectoría de la Super-
intendencia Nacional para la Defensa de 
los Derechos Socioeconómicos.

Obligatoriedad de inscripción
Artículo 25. Los sujetos de aplicación de 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley Orgánica deberán inscribirse y mante-
ner sus datos actualizados en el Registro 
Único de Personas que Desarrollan Activi-
dades Económicas.

La inscripción es requisito indispensable, 
a los fines de poder realizar actividades 
económicas y comerciales en el país.

Régimen del Registro 
Artículo 26. La Superintendencia Na-
cional para la Defensa de los Derechos 
Socioeconómicos dictará las normas 
mediante las cuales se establezca el régi-
men del Registro Único de Personas que 
Desarrollan Actividades Económicas, re-
lativas a su organización, funcionamiento, 
requisitos, deberes, procedimientos y uso 
de la información, entre otras que le sean 
pertinentes.

CAPÍTULO IV
Del Sistema de Adecuación 
Continúa de Precios Justos

Sistema de Adecuación Continua 
de Precios Justos

Artículo 27. Los precios de todos los 
bienes producidos, importados o comer-
cializados por los sujetos de aplicación, 
serán calculados de acuerdo al Sistema 
de Adecuación Continua de Precios Jus-
tos, el cual contará con los elementos 
técnicos, científicos y humanos que se 
requieran, cuya rectoría la ejercerá la Su-
perintendencia Nacional para la Defensa 
de los Derechos Socioeconómicos.

Ámbito de aplicación
Artículo 28. El Sistema de Adecuación 
Continua de Precios Justos, comprenderá 
la fijación de precios justos en la totalidad 
de la cadena de producción, distribución, 
importación, transporte y comercializa-
ción de bienes y servicios por parte de 
todos los sujetos de aplicación.
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Órgano Rector
Artículo 29. La determinación, modifi-
cación y control de precios es competen-
cia de la Superintendencia Nacional para 
la Defensa de los Derechos Socioeconó-
micos, en los términos establecidos en el 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley Orgánica.

Categorización de Bienes 
y Servicios

Artículo 30. La Superintendencia Na-
cional para la Defensa de los Derechos 
Socioeconómicos, establecerá la catego-
rización de bienes y servicios, o de su-
jetos, atendiendo a los criterios técnicos 
que estime convenientes, pudiendo es-
tablecer distintos regímenes para bienes 
y servicios regulados, controlados o no, 
en función del carácter estratégico de los 
mismos, y en beneficio y protección de las 
personas que acceden a éstos.

Para los sujetos de las categorías a los cua-
les se refiere el presente artículo, la Super-
intendencia Nacional para la Defensa de los 
Derechos Socioeconómicos podrá dispo-
ner de distintos regímenes de regulación, 
requisitos, condiciones, deberes o meca-
nismos de control, en función de las carac-
terísticas propias de los bienes o servicios, 
del sector que los produce o comercializa, 
o a los que accedan las personas.

Lineamientos para el Cálculo
Artículo 31. La Superintendencia Na-
cional para la Defensa de los Derechos 
Socioeconómicos, podrá establecer li-
neamientos para la planificación y deter-
minación de los parámetros de referencia 
utilizados para fijar precios justos. Dichos 

lineamientos pueden tener carácter gene-
ral, sectorial, particular o ser categoriza-
dos según las condiciones vinculantes o 
similares entre grupos de sujetos.

Los lineamientos establecidos conforme 
lo señalado en el presente artículo, surti-
rán efectos sobre el cálculo del precio jus-
to de los bienes y servicios a los cuales se 
refieran, así como para la desagregación 
de los respectivos costos o componentes 
del precio.

Determinación 
o Modificación de Precios 

Artículo 32. La Superintendencia Na-
cional para la Defensa de los Derechos 
Socioeconómicos podrá, sobre la base de 
la información aportada por los sujetos del 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley Orgánica, y de conformidad con 
lo dispuesto en el mismo, proceder a de-
terminar el precio justo del bien o servicio, 
o efectuar su modificación en caso nece-
sario, de oficio o a solicitud del interesado.

La Superintendencia Nacional para la 
Defensa de los Derechos Socioeconómi-
cos podrá establecer la obligación o los 
criterios, para que los sujetos de regula-
ción definidos en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica, 
coloquen en sus listas de precios o en el 
marcaje de los productos una leyenda in-
dicando que los precios han sido registra-
dos, determinados o modificados de con-
formidad con las disposiciones contenida 
en esta norma.
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Fuentes de Información 
para el Sistema de Adecuación 

continúa de Precios Justos
Artículo 33. Para la determinación del 
precio justo de bienes y servicios, así 
como la determinación de los márgenes 
de ganancia, la Superintendencia Nacio-
nal para la Defensa de los Derechos So-
cioeconómicos podrá fundamentarse en:

1. �Información suministrada por los adminis-
trados y las administradas, bien a requeri-
miento del órgano actuante o recabada y 
resguardada en los archivos de otros ór-
ganos de la Administración Pública. Dicha 
información debe reflejar las estructuras 
de costos y márgenes de ganancia, duran-
te el período que corresponda.

2. �Elementos que por su vinculación con 
el caso sometido a consideración, para 
la determinación del precio justo de los 
bienes o servicios objeto de regulación, 
hagan mérito para presumirse válidos 
según los criterios comúnmente aplica-
dos por la Superintendencia Nacional 
para la Defensa de los Derechos So-
cioeconómicos, para la fijación de pre-
cios justos y el costo que lo compone.

3. �Información recabada y resguardada 
en los archivos de organismos inter-
nacionales o administraciones de otros 
países, conforme a los convenios de 
cooperación existentes o el carácter 
público de la misma.

4. �Información suministrada por los de-
nunciantes, terceros o cualquier otra 
persona que tuviere conocimiento del 
incumplimiento de las previsiones de 

este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Orgánica.

5. �Información suministrada por las orga-
nizaciones del Poder Popular.

6. �Información obtenida a través de cual-
quier otro medio que a consideración 
de la Superintendencia Nacional para 
la Defensa de los Derechos Socioeco-
nómicos, pueda constituir una fuente 
técnica y científicamente válida.

Los criterios para la determinación de pre-
cios tendrán siempre en cuenta el marco so-
cial y económico de la República, debiendo 
atender al principio de justicia social equili-
brando el estímulo a la actividad productiva 
con la protección efectiva del salario.

Calidad de la Información 
Suministrada

Artículo 34. Los costos y gastos infor-
mados a la Superintendencia Nacional 
para la Defensa de los Derechos Socioeco-
nómicos, no podrán exceder de los costos 
razonables registrados contablemente.

Análisis Socioeconómico
Artículo 35. La determinación o modifi-
cación de precios, así como los márgenes 
de ganancia razonables de conformidad 
con lo establecido en el presente Capítulo, 
se efectuarán mediante análisis socioeco-
nómico desarrollado por la Superintenden-
cia Nacional para la Defensa de los Dere-
chos Socioeconómicos, considerando los 
datos registrados, así como la información 
disponible en los sistemas informáticos y 
archivos de los órganos y entes de la Ad-
ministración Pública, vinculados y afines.
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Incorporación 
de Bienes y Servicios

Artículo 36. Cuando alguno de los su-
jetos regulados por el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgá-
nica deba incorporar nuevos bienes o 
servicios, en adición a aquellos que hu-
biere informado previamente a la Super-
intendencia Nacional para la Defensa de 
los Derechos Socioeconómicos; deberá 
seguir el procedimiento que a tales fines 
establecerá ésta para la determinación del 
precio justo del bien o servicio, previo a 
su distribución y comercialización en el 
territorio nacional.

El órgano o ente competente en materia 
de reglamentaciones técnicas y calidad, 
se abstendrá de emitir cualquier tipo de 
autorización que no cuente con la con-
formidad de la Superintendencia Nacio-
nal para la Defensa de los Derechos So-
cioeconómicos.

Margen Máximo de Ganancia
Artículo 37. El margen máximo de ga-
nancia será establecido anualmente, aten-
diendo criterios científicos, por la Super-
intendencia Nacional para la Defensa de 
los Derechos Socioeconómicos, tomando 
en consideración las recomendaciones 
emanadas de los ministerios del poder po-
pular con competencia en las materias de 
comercio, industrias y finanzas. En ningún 
caso, el margen de ganancia de cada actor 
de la cadena de comercialización excederá 
de treinta (30) puntos porcentuales de la 
estructura de costos del bien o servicio.

La Superintendencia Nacional para la De-
fensa de los Derechos Socioeconómicos 

podrá determinar márgenes máximos de 
ganancia por sector, rubro, espacio geográ-
fico, canal de comercialización, actividad 
económica o cualquier otro concepto que 
considere, sin que estos superen los máxi-
mos establecidos en el presente artículo.

A fin de favorecer actividades que se 
inician, o fortalecer determinadas acti-
vidades existentes, el Presidente o Pre-
sidenta de la República, en Consejo de 
Ministros, podrá revisar y modificar el 
margen máximo de ganancia regulado 
en este Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley Orgánica, considerando las 
recomendaciones de la Vicepresidencia 
de la República o de la Superintendencia 
Nacional para la Defensa de los Dere-
chos Socioeconómicos.

La falta de fijación expresa del margen 
máximo de ganancia dictado por la Su-
perintendencia Nacional para la Defensa 
de los Derechos Socioeconómicos, no 
implicará el incumplimiento, omisión o 
flexibilización de los precios previamente 
establecidos por el Ejecutivo Nacional, a 
los productos fabricados, obtenidos o 
comercializados por los sujetos de apli-
cación del presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica.

Suspensión de sistemas 
de asignación de divisas

Artículo 38. La Superintendencia Na-
cional para la Defensa de los Derechos 
Socioeconómicos solicitará al órgano 
competente, la suspensión temporal o de-
finitiva a los sujetos de aplicación de cual-
quier sistema de asignación de divisas ex-
tranjeras por parte del Estado, cuando se 
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compruebe que los mismos han incurrido 
en cualquiera de los ilícitos contemplados 
en este Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Orgánica.

CAPÍTULO V
Procedimiento de Inspección 

y Fiscalización en Materia 
de Precios y Márgenes 

de Ganancia

Inicio de fiscalización
Artículo 39. El funcionario o la funcio-
naria competente, bien de oficio o con 
fundamento en denuncia, iniciará la fis-
calización para el cumplimiento de las re-
gulaciones previstas en este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica. 

Notificación
Artículo 40. La notificación se efectuará en 
alguno de los responsables o representantes 
de los sujetos de aplicación de este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica.

En todo caso, la ausencia de la interesada o 
interesado o sus representantes, o la imposi-
bilidad de efectuar la notificación, no impe-
dirá la ejecución de la inspección ordenada, 
dejándose constancia por escrito de tal cir-
cunstancia, entregando copia del acta y la no-
tificación al que se encuentre en dicho lugar.

Ejecución de la Inspección
Artículo 41. En la inspección la funcio-
naria o el funcionario actuante ejecutará 
las actividades materiales o técnicas ne-
cesarias, por todos los medios a su al-
cance, para determinar la verdad de los 
hechos o circunstancias, que permitan 
conocer la conformidad o incumplimiento 

de los deberes impuestos por el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica, los responsables, el grado de 
responsabilidad y, de ser procedente, el 
daño causado.

Levantamiento del Acta
Artículo 42. De toda inspección procede-
rá a levantarse un Acta, la cual deberá ser 
suscrita por la funcionaria o el funcionario 
actuante y la persona presente en la ins-
pección a cargo de las actividades o bienes 
objeto de inspección.

De igual manera, el acta debe contener la 
siguiente información:

1. �Lugar, fecha y hora en que se verifica 
la inspección y fiscalización, con la 
descripción de los bienes o documen-
tos sobre los cuales recae. Cuando la 
determinación del lugar no sea posible 
precisarla técnicamente, se indicará 
con la dirección en que se encuentre el 
bien mueble o inmueble a fiscalizar.

2. �Identificación de la persona natural o 
jurídica propietaria, poseedora u ocu-
pante por cualquier título de los bienes 
objeto de inspección o Fiscalización.

3. �Identificación del sujeto de aplicación 
del presente Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley Orgánica.

4. �Identificación de la funcionaria o el 
funcionario que practique la respectiva 
inspección.

5. �Narración de los hechos y circunstan-
cias verificadas, con especial mención 
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de aquellos elementos que presupon-
gan la existencia de infracciones a la 
presente Ley Orgánica, si los hubiere.

6. �Señalamiento de testigos que hubieren 
presenciado la inspección.

7. �Cualquier otra situación o circunstancia 
que pudiera ser relevante o determinan-
te en ese procedimiento.

Verificación de Conformidad
Artículo 43. Si de los hechos y cir-
cunstancias objeto de inspección o fis-
calización, la funcionaria o el funcionario 
actuante constatare que no existen incum-
plimientos por parte del sujeto fiscalizado 
conforme al presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica, o que la 
denuncia que se hubiere interpuesto ca-
rece de fundamentos fácticos o jurídicos, 
indicara tal circunstancia en el Acta de 
Inspección o Fiscalización, a los efectos 
de dar por concluido el procedimiento.

Igualmente se dejará copia del Acta Le-
vantada y de la mención correspondiente 
de dar por concluido el Procedimiento.

Medidas preventivas
Artículo 44. Si durante la inspección o 
fiscalización, o en cualquier etapa, fase o 
grado del procedimiento, la funcionaria o 
el funcionario actuante detectara indicios 
de incumplimiento de las obligaciones 
previstas en este Decreto con Rango, Va-
lor y Fuerza de Ley Orgánica, y existieren 
elementos que pudieran presumir que se 
puedan causar lesiones graves o de difícil 
reparación a la colectividad; podrá adop-
tar y ejecutar en el mismo acto, medidas 

preventivas destinadas a impedir que se 
continúen quebrantando las normas que 
regulan la materia. Dichas medidas po-
drán consistir en: 

1. Comiso preventivo de mercancías.

2. �Ocupación temporal de los estableci-
mientos o bienes indispensables para 
el desarrollo de la actividad.

3. �Cierre temporal del establecimiento. 

4. �Suspensión temporal de las licencias, 
permisos o autorizaciones emitidas por 
la Superintendencia Nacional para la De-
fensa de los Derechos Socioeconómicos.

5. �Ajuste inmediato de los precios de los 
bienes a comercializar o servicios a 
prestar, conforme a los fijados por la Su-
perintendencia Nacional para la Defensa 
de los Derechos Socioeconómicos.

6. �Todas aquellas que sean necesarias para 
proteger los derechos de las ciudadanas 
y ciudadanos protegidos por este Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica.

Cuando se dicte la ocupación temporal, tal 
medida se materializará mediante la pose-
sión inmediata, la puesta en operatividad 
y el aprovechamiento del establecimiento, 
local, vehículo, nave o aeronave, por parte 
el órgano o ente competente; y el uso in-
mediato de los bienes necesarios para la 
continuidad de la producción o comercia-
lización de bienes, o la prestación de los 
servicios, garantizando el abastecimiento y 
la disponibilidad de estos durante el curso 
del procedimiento.
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En el caso de ordenarse el comiso preven-
tivo de mercancías, se dispondrá su enaje-
nación inmediata con fines sociales, lo cual 
deberá asentarse en Acta que se levante al 
efecto. El producto de la enajenación de las 
mercancías se mantendrá en garantía en 
una cuenta bancaria abierta a tal efecto. En la 
providencia que ponga fin al procedimiento 
indicará el destino que deberá dársele al pro-
ducto de la enajenación de las mercancías.

Sustanciación 
de las Medidas Preventivas

Artículo 45. La sustanciación de las 
medidas preventivas se efectuará en cua-
derno separado, debiendo incorporarse al 
expediente principal, los autos mediante 
los cuales se decreten o se disponga su 
modificación o revocatoria.

Ejecución de las Medidas
Artículo 46. La ejecución de las medidas 
indicadas en el presente capítulo, se harán 
constar en el acta a suscribirse entre la 
funcionaria o el Funcionario actuante y los 
sujetos sometidos a la medida.

La negativa a suscribir el acta por los sujetos 
afectados por la medida, no impedirá su eje-
cución, pero tal circunstancia deberá dejarse 
expresamente indicada en dicha acta.

La funcionaria o el funcionario actuante 
procederá a realizar inventario físico del 
activo, y ejecutará las acciones necesarias 
a objeto de procurar la continuidad de la 
prestación del servicio y la conservación o 
correcta disposición de los bienes.

Durante la vigencia de la medida preven-
tiva, las trabajadoras y los trabajadores 

continuarán recibiendo el pago de salarios 
y demás derechos inherentes a la relación 
laboral y la seguridad social.

Oposición a las Medidas
Artículo 47. Dentro de los cinco (5) días 
hábiles siguientes a aquel en que ha sido 
dictada la medida, o de su ejecución, los in-
teresados podrán solicitar razonadamente 
su revocatoria, suspensión o modificación 
por ante la Superintendencia Nacional para 
la Defensa de los Derechos Socioeconó-
micos, quien decidirá dentro los cinco (5) 
días hábiles siguientes a dicha solicitud.

Cuando la medida preventiva no haya po-
dido ser notificada al afectado, éste podrá 
oponerse a ella dentro de los cinco (05) 
días hábiles siguientes a su notificación.

Guarda de Bienes
Artículo 48. En el caso de retención de 
bienes u otros efectos, con ocasión de la 
aplicación de alguna de las medidas preven-
tivas indicadas en el presente Capítulo, la 
funcionaria o el funcionario actuante expe-
dirá a la presunta infractora o el presunto in-
fractor, la correspondiente acta de retención 
en la cual se especificarán las cantidades, 
calidad y demás menciones de lo retenido.

Dicha acta se elaborará y deberá firmarla 
la funcionaria o el funcionario que practi-
có la retención y la presunta infractora o 
el presunto infractor, a quien se le entre-
gará el duplicado de la misma, el original 
se anexará al expediente, y el triplicado le 
será entregado a la persona natural o jurí-
dica que quedará en resguardo o custodia 
de los bienes, según lo determine el órga-
no o ente competente.



156  LEYES CONTRA LA GUERRA ECONÓMICA   LEYES CONTRA LA GUERRA ECONÓMICA   157

Los gastos ocasionados por la retención de 
bienes serán pagados por el infractor o in-
fractora, salvo que proceda su devolución 
en los casos previstos en este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica.

CAPÍTULO VI
Régimen Sancionatorio

Infracciones
Artículo 49. Para los efectos del presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica se entenderán como infracciones, 
el incumplimiento de las obligaciones esta-
blecidas en ella, su Reglamento, y demás 
normas dictadas por la Superintendencia 
Nacional para la Defensa de los Derechos 
Socioeconómicos, de conformidad con lo 
dispuesto en el presente Capítulo.

Sanciones Administrativas
Artículo 50. En los casos de las in-
fracciones previstas en este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica, 
la Superintendencia Nacional para la De-
fensa de los Derechos Socioeconómicos, 
aplicará las siguientes sanciones:

1. Multas.

2. �Suspensión temporal en el Registro 
Único de Personas que Desarrollan Ac-
tividades Económicas.

3. �Cierre temporal de almacenes, depósi-
tos o establecimientos dedicados al co-
mercio, conservación, almacenamiento, 
producción o procesamiento de bienes.

4. �Ocupación temporal con intervención 
de almacenes, depósitos, industrias, 

comercios, transporte de bienes, por un 
lapso de hasta ciento ochenta (180) días.

5. �Clausura de almacenes, depósitos y es-
tablecimientos dedicados al comercio, 
conservación, almacenamiento, pro-
ducción o procesamiento de bienes.

6. �Comiso de los bienes objeto de la in-
fracción o de los medios con los cua-
les se cometió de conformidad con lo 
establecido en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica.

7. �Revocatoria de licencias, permisos o 
autorizaciones emitidas por órganos o 
entes del Poder Público Nacional.

Para la imposición de las sanciones, se 
tomarán en cuenta los principios de equi-
dad, proporcionalidad y racionalidad; con-
siderándose a estos efectos la gravedad 
de la infracción, la dimensión del daño, los 
riesgos a la salud, la reincidencia y el valor 
o volumen de las operaciones del sujeto 
de aplicación.

Las sanciones aquí previstas no eximirán 
a las infractoras o los infractores sancio-
nados, de su responsabilidad civil, penal o 
administrativa.

En el caso de la imposición de la sanción de 
cierre temporal, la infractora o el infractor 
continuará pagando los salarios a las traba-
jadoras o trabajadores y demás obligacio-
nes laborales y de la seguridad social por 
el tiempo en que se mantenga la medida.

Si persiste el cierre en virtud de la contu-
macia del sujeto de aplicación, impidiendo 
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la continuidad de la actividad económica en 
perjuicio de las trabajadoras y los trabaja-
dores, el Ministerio del Poder Popular con 
competencia en el área del trabajo, apli-
cará los procedimientos administrativos 
establecidos en la legislación laboral, para 
impedir que se violen los derechos de las 
trabajadoras y los trabajadores. 

La imposición de alguna de las sanciones, 
previstas en el presente capítulo, no impi-
de ni menoscaba el derecho de las afecta-
das o los afectados de exigir a la infractora 
o el infractor las indemnizaciones o el re-
sarcimiento de los daños y perjuicios que 
le hubiere ocasionado, conforme al orde-
namiento jurídico aplicable.

 La suspensión del Registro Único de Per-
sonas que Desarrollan Actividades Eco-
nómicas, se realizará por un período de 
tres (03) meses a diez (10) años, según 
la gravedad del caso. Esta sanción impli-
cará también la suspensión de las demás 
licencias, permisos, prohibición de acceso 
de divisas y autorizaciones emitidas por 
otros órganos y entes del Poder Público 
Nacional, por el mismo período.

Gradación de Multas
Artículo 51. A los efectos de la gradación 
de las multas a imponer a los sujetos de apli-
cación, la Superintendencia Nacional para la 
Defensa de los Derechos Socioeconómicos, 
tomará en cuenta las siguientes circunstancias.

Se considerarán circunstancias atenuan-
tes de la multa a imponer, las siguientes:

1. �El reconocimiento de la comisión del 
ilícito administrativo en el decurso del 

procedimiento de inspección o fiscali-
zación o el procedimiento administrativo 
sancionatorio.

2. ��La iniciativa del sujeto de aplicación de 
subsanar el ilícito administrativo cometido. 

3. �El suministro de información relevante 
sobre la materialización de otros ilícitos 
vinculados o no al sujeto de aplicación. 

4. Los bajos niveles de ingreso del infractor. 

Se considerarán circunstancias agravan-
tes de la multa a imponer, las siguientes:

1. �La reincidencia en la comisión del ilícito 
administrativo. 

2. �La magnitud del daño causado a la pobla-
ción que accede a los bienes o servicios. 

3. �El número de personas afectadas por la 
comisión del ilícito administrativo. 

4. �La obstaculización a las actuaciones de 
las autoridades competentes en el ejer-
cicio de sus atribuciones. 

5. Los altos niveles de ingreso del infractor.

Acumulación de las Sanciones de Multas
Artículo 52. Cuando el mismo sujeto de 
la cadena de producción, distribución o 
comercialización, estuviere incurso en dos 
o más supuestos de infracción, se le im-
pondrá acumulativamente el monto de las 
multas que corresponda a cada infracción.
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Liquidación de las Multas
Artículo 53. Las multas impuestas por 
la Superintendencia, así como los montos 
generados por concepto de la venta de 
bienes comisados o confiscados, deberán 
ser depositados ante cualquier oficina de 
la Banca Pública, en los lapsos estableci-
dos por la Superintendencia Nacional para 
la Defensa de los Derechos Socioeconó-
micos, a nombre del Fondo de Eficiencia 
de la Tesorería Nacional.

A tales efectos, en el caso de multas, la 
Superintendencia Nacional para la Defensa 
de los Derechos Socioeconómicos emitirá 
una constancia por el cumplimiento de la 
sanción, una vez que el infractor consigne 
copia de la planilla de depósito bancario. 
En los casos de comiso o confiscación 
el depósito se hará directamente, a dicho 
Fondo, al momento de la transacción.

Infracciones Genéricas
Artículo 54. Serán sancionados con 
multa entre doscientas (200) y cinco mil 
(5.000) Unidades Tributarias, los sujetos 
que cometan las siguientes infracciones:

1. �No prestar la colaboración necesaria y 
oportuna, a las funcionarias y los fun-
cionarios competentes de la Superin-
tendencia Nacional para la Defensa de 
los Derechos Socioeconómicos, en la 
verificación del cumplimiento de sus 
atribuciones, durante cualquiera de los 
procedimientos previstos en el presen-
te Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley Orgánica. 

2. �No suministrar información o suminis-
trar información falsa o insuficiente, 

o no remitir la información requerida 
oportunamente a la Superintendencia 
Nacional para la Defensa de los Dere-
chos Socioeconómicos.

3. �No comparecer injustificadamente a las 
notificaciones que les hiciere la Super-
intendencia Nacional para la Defensa de 
los Derechos Socioeconómicos.

4. �No cumplir las órdenes o instrucciones 
emanadas de la Superintendencia Na-
cional para la Defensa de los Derechos 
Socioeconómicos, o cumplirlas fuera 
del plazo establecido para ello. 

Quien reincida en alguna de las infracciones 
previstas en el presente artículo, será san-
cionado con multa de diez mil (10.000) Uni-
dades Tributarias, además de la sanción de 
cierre de almacenes, depósitos o estableci-
mientos, hasta por noventa (90) días, aten-
diendo a la gravedad del incumplimiento.

Igualmente serán sancionados con multa 
de doscientas (200) a veinte mil (20.000) 
Unidades Tributarias quienes violen, me-
noscaben, desconozcan o impidan a las 
personas el ejercicio de los siguientes 
derechos:

1. �El suministro de información suficien-
te, oportuno y veraz sobre los bienes y 
servicios puestos a su disposición, con 
especificación de los datos de interés 
inherentes a su elaboración, prestación, 
composición y contraindicaciones, que 
sean necesarias. 

2. �La promoción y protección jurídica de 
sus derechos e intereses económicos 
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y sociales en las transacciones realiza-
das, por cualquier medio o tecnología. 

3. �La reposición del bien o resarcimiento 
del daño sufrido en los términos es-
tablecidos en el presente Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica. 

4. �La protección contra la publicidad o propa-
ganda falsa, engañosa, subliminal o méto-
dos coercitivos, que induzca al consumis-
mo o contraríen los derechos de las per-
sonas en los términos de este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica. 

5. �A no recibir trato discriminatorio por 
los proveedores o proveedoras de los 
bienes y servicios. 

6. �A la protección en los contratos de ad-
hesión que sean desventajosos o lesio-
nen sus derechos o intereses. 

7. A la protección en las operaciones a crédito. 

8. �A retirar o desistir de la denuncia y la 
conciliación en los asuntos de su inte-
rés, siempre que no se afecten los inte-
reses colectivos. 

9. �A la disposición y disfrute de los bienes 
y servicios, de forma continua, regular, 
eficaz, eficiente e ininterrumpida. 

10. �A los demás derechos que la Consti-
tución de la República Bolivariana de 
Venezuela y la normativa vigente es-
tablezcan, inherentes al acceso de las 
personas a los bienes y servicios.

Expendio de Alimentos 
o Bienes Vencidos

Artículo 55. Quien venda productos 
alimenticios o bienes vencidos o en mal 
estado, será sancionado con multa de 
doscientas (200) a diez mil (10.000) Uni-
dades Tributarias, sin menoscabo de las 
sanciones penales a que hubiera lugar.

Adicionalmente la Superintendencia Na-
cional para la Defensa de los Derechos So-
cioeconómicos podrá imponer la sanción 
de suspensión del Registro Único, en los 
términos previstos en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica, 
y desarrollados en su Reglamento.

Especulación
Artículo 56. Aquel que enajene bienes 
o presten servicios a precios o márgenes 
de ganancia superiores a los fijados o de-
terminados, por la autoridad competente a 
través de fijación directa o mediante la auto-
rregulación de acuerdo a las normas que a 
tal efecto dicte la Superintendencia Nacional 
de Precios Justos, serán sancionados con 
prisión de ocho (08) a diez (10) años.

Igualmente podrán ser objeto de medida de 
ocupación temporal del almacén, depósito, 
unidad productiva o establecimiento, hasta 
por ciento ochenta (180) días, prorroga-
bles más multa de un mil (1.000) a cin-
cuenta mil (50.000) Unidades Tributarias.

La misma sanción será aplicable a quie-
nes vendan bienes o presten servicios a 
precios superiores a los que hubieren in-
formado a la autoridad competente.
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La reincidencia en la infracción estableci-
da en el presente artículo será sancionada 
con la clausura de los almacenes, depósi-
tos o establecimientos del sujeto infractor, 
así como la suspensión del Registro Único 
de Personas que Desarrollan Actividades 
Económicas, en los términos previstos en 
el presente Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica y su Reglamento.

Si el delito se cometiera sobre bienes o 
productos provenientes del sistema de 
abastecimiento del Estado u obtenidos con 
divisas asignadas por el Estado, la pena de 
prisión será aplicada a su límite máximo. 
De igual forma las multas serán aplicadas 
al doble de lo establecido y los bienes del 
infractor serán objeto de confiscación, de 
acuerdo a lo establecido en la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela.

Importación de Bienes 
Nocivos para la Salud

Artículo 57. Quien importe o comerciali-
ce bienes declarados nocivos para la salud 
y de prohibido consumo, será sancionado 
con prisión de seis (06) a ocho (08) años.

Con igual pena, aumentada de un tercio a 
la mitad, será sancionado el funcionario o 
la funcionaria que autorice tal importación 
o comercialización.

Quien venda o exhiba para su venta, ali-
mentos, bebidas o medicamentos cuya 
fecha de consumo haya expirado o cadu-
cado, será penado con prisión de uno (01) 
años a tres (03) años.

Adicionalmente la Superintendencia Na-
cional para la Defensa de los Derechos So-

cioeconómicos podrá imponer la sanción 
de suspensión del Registro Único, en los 
términos previstos en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica, 
y su Reglamento.

Alteración Fraudulenta
Artículo 58. Quienes alteren la calidad de 
los bienes, o desmejoren la calidad de los 
servicios regulados, o destruya los bienes 
o los instrumentos necesarios para su pro-
ducción o distribución, en detrimento de la 
población, con la finalidad de alterar las con-
diciones de oferta y demanda en el mercado 
nacional, serán sancionados por vía judicial 
con prisión de cinco (05) a diez (10) años.

Igualmente serán sancionados por la Su-
perintendencia Nacional para la Defensa 
de los Derechos Socioeconómicos con 
ocupación temporal del inmueble hasta 
por ciento ochenta (180) días, más mul-
ta de quinientas (500) a diez mil (10.000) 
Unidades Tributarias. 

Adicionalmente la Superintendencia Nacio-
nal para la Defensa de los Derechos So-
cioeconómicos podrá imponer la sanción 
de suspensión del Registro Único, en los 
términos previstos en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica y 
desarrollados en su Reglamento.

Acaparamiento
Artículo 59. Los sujetos de aplicación 
que restrinjan la oferta, circulación o dis-
tribución de bienes regulados por la auto-
ridad administrativa competente, retengan 
los mismos, con o sin ocultamiento, serán 
sancionados por vía judicial con prisión de 
ocho (08) a diez (10) años. 
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Igualmente serán sancionados con multa 
de un mil (1.000) a cincuenta mil (50.000) 
Unidades Tributarias, y con la ocupación 
temporal del establecimiento hasta por 
ciento ochenta (180) días prorrogables. 

La reincidencia en la infracción estableci-
da en el presente artículo será sancionada 
con clausura de los almacenes, depósitos 
o establecimientos del sujeto infractor y 
la suspensión del Registro Único de Per-
sonas que Desarrollan Actividades Eco-
nómicas, en los términos previstos en el 
presente Decreto con Rango, Valor y Fuer-
za de Ley Orgánica y desarrollados en su 
Reglamento.

Si el delito se cometiera sobre bienes o 
productos provenientes del sistema de 
abastecimiento del Estado u obtenidos 
con divisas asignadas por el Estado, la 
pena de prisión será aplicada a su límite 
máximo. De igual forma las multas serán 
aplicadas al doble de lo establecido y los 
bienes del infractor serán objeto de con-
fiscación, de acuerdo a lo establecido en 
la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela.

Boicot
Artículo 60. Quienes conjunta o separa-
damente desarrollen o lleven a cabo accio-
nes, o incurran en omisiones que impidan 
de manera directa o indirecta la producción, 
fabricación, importación, acopio, transpor-
te, distribución y comercialización de bie-
nes, así como la prestación de servicios, 
serán sancionados por vía judicial con pri-
sión de diez (10) a doce (12) años. Cuando 
dichas acciones u omisiones hubieren sido 
cometidas en detrimento del patrimonio 

público, los bienes serán además objeto de 
confiscación, de acuerdo a lo establecido en 
la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela.

Igualmente serán sancionados con 
multa de un mil (1000) a cincuenta mil 
unidades tributarias (50.000) Unidades 
Tributarias y ocupación temporal de de-
pósitos, almacenes, comercios o medios 
de transporte hasta por ciento ochenta 
(180) días, prorrogables. 

La reincidencia en la infracción estableci-
da en el presente artículo será sancionada, 
con clausura de los almacenes, depósitos 
o establecimientos del sujeto infractor y la 
suspensión del Registro Único de Perso-
nas que Desarrollan Actividades Económi-
cas, en los términos previstos en el pre-
sente Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Orgánica, y desarrollados en su 
reglamento.

Desestabilización de la Economía
Artículo 61. Cuando el boicot, acapa-
ramiento, especulación, contrabando de 
extracción, usura, cartelización u otros 
delitos conexos, procuren la desestabi-
lización de la economía; la alteración de 
la paz y atenten contra la seguridad de la 
Nación, las penas contempladas se apli-
carán en su límite máximo, igualmente, se 
procederá a la confiscación de los bienes, 
conforme a lo previsto en la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela.

Reventa Productos 
de Primera Necesidad

Artículo 62. Quien compre productos 
declarados de primera necesidad, con 
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fines de lucro, para revenderlos por pre-
cios superiores a los establecidos por el 
Estado, por regulación directa o por linea-
mientos para establecimiento de precios 
justos, será sancionado con prisión de 
uno (01) a tres (03) años, multa de dos-
cientas (200) a diez mil (10.000) Unidades 
Tributarias y comiso de las mercancías.

Quien reincida en la ocurrencia de dicho 
delito, la pena le será aplicada al máximo 
y la multa aumentada al doble de su lími-
te máximo.

Condicionamiento
Artículo 63. Quienes condicionen la 
venta de bienes o la prestación de servi-
cios regulados por la Superintendencia 
Nacional para la Defensa de los Derechos 
Socioeconómicos, serán sancionados por 
vía judicial con prisión de dos (02) a seis 
(06) años.

Igualmente serán sancionados con multa 
de quinientas (500) a diez mil (10.000) 
Unidades Tributarias.

La reincidencia será sancionada con la 
ocupación temporal del inmueble corres-
pondiente hasta por noventa (90) días.

Adicionalmente la Superintendencia Na-
cional para la Defensa de los Derechos So-
cioeconómicos, podrá imponer la sanción 
de suspensión del Registro único, en los 
términos previstos en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica 
y desarrollados en su reglamento.

Contrabando de Extracción
Artículo 64. Incurre en delito de con-
trabando de extracción, y será castigado 
con pena de prisión de catorce (14) a die-
ciocho (18) años, quien mediante actos u 
omisiones, desvíe los bienes, productos o 
mercancías de cualquier tipo del destino 
original autorizado por el órgano o ente 
competente, así como quien extraiga o in-
tente extraer del territorio nacional bienes 
destinados al abastecimiento nacional de 
cualquier tipo, sin cumplir con la normati-
va y documentación en materia de expor-
tación correspondiente.

De igual forma, será sancionado con mul-
ta equivalente al doble del valor de los 
bienes o mercancías objetos del delito, no 
siendo en ningún caso menor a quinientas 
(500) Unidades Tributarias.

El delito expresado en la presente disposi-
ción será sancionado en su límite máximo y 
la multa llevada al doble, cuando los bienes 
extraídos o que haya intentado extraer sean 
mercancías priorizadas para el consumo 
de la población, provengan del sistema de 
abastecimiento del Estado o sean para dis-
tribución exclusiva en el territorio nacional. 
El delito de contrabando de extracción 
se comprueba, cuando el poseedor de 
los bienes señalados en este artículo no 
pueda presentar, a la autoridad competen-
te, la documentación comprobatoria del 
cumplimiento de todas las disposiciones 
legales referidas a la movilización y con-
trol de dichos bienes.

En todo caso, una vez comprobado el deli-
to, se procederá a la suspensión inmedia-
ta de los permisos y guías para el trans-
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porte y comercialización de mercancías, 
así como al comiso de la mercancía.

Cuando los bienes objeto de contrabando 
de extracción hubieren sido adquiridos 
mediante el uso de divisas otorgadas a 
través de los regímenes cambiarios es-
tablecidos en el ordenamiento jurídico, 
provengan del sistema de abastecimiento 
del Estado, o su extracción afecte directa-
mente el patrimonio público, los mismos 
serán objeto de confiscación, de acuerdo 
a lo establecido en la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela.

Usura
Artículo 65. Quien por medio de un 
acuerdo o convenio, cualquiera que sea la 
forma utilizada para hacer constar la opera-
ción, ocultarla o disminuirla, obtenga para sí 
o para un tercero, directa o indirectamente, 
una prestación que implique una ventaja 
notoriamente desproporcionada a la contra-
prestación que por su parte realiza, incurrirá 
en delito de usura y será sancionado con 
prisión de cuatro (04) a seis (6) años.

A los propietarios de locales comerciales 
que fijen cánones de arrendamiento supe-
riores a los límites establecidos por la Su-
perintendencia Nacional para la Defensa de 
los Derechos Socioeconómicos, así como 
otras erogaciones no autorizadas, que vio-
lenten el principio de proporcionalidad y 
equilibrio entre las partes contratantes, se 
le aplicará la pena contemplada en este ar-
tículo, así como la reducción del canon de 
arrendamiento y eliminación de otras ero-
gaciones, a los límites establecidos por la 
Superintendencia Nacional para la Defensa 
de los Derechos Socioeconómicos.

En la misma pena incurrirá quien en ope-
raciones de crédito o financiamiento, ob-
tenga a título de intereses, comisiones o 
recargos de servicio, una cantidad por 
encima de las tasas máximas respectivas 
fijadas o permitidas por el Banco Central 
de Venezuela.

Adicionalmente la Superintendencia Na-
cional para la Defensa de los Derechos So-
cioeconómicos podrá imponer la sanción 
de suspensión del Registro Único, en los 
términos previstos en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica, 
y desarrollados en su reglamento.

Usura en operaciones 
de financiamiento

Artículo 66. Quien en las operaciones 
de venta a crédito de bienes, o servicios 
de financiamiento para tales operacio-
nes, obtenga a título de intereses, co-
misiones o recargos, cualquier cantidad 
por encima de los máximos que sean 
fijados o permitidos por el Banco Central 
de Venezuela en atención a las condicio-
nes existentes en el mercado financiero 
nacional, incurrirá en delito de usura, y 
será sancionado con pena de prisión de 
cuatro (04) a seis (6) años.

Igualmente la Superintendencia Nacional 
para la Defensa de los Derechos Socioeco-
nómicos, podrá imponer la sanción de sus-
pensión del Registro Único, en los términos 
previstos en el presente Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Orgánica y desarrolla-
dos en su reglamento.



164  LEYES CONTRA LA GUERRA ECONÓMICA   LEYES CONTRA LA GUERRA ECONÓMICA   165

Alteración en Bienes y Servicios
Artículo 67. La proveedora o el pro-
veedor que modifique o altere la calidad, 
cantidad, peso o medida de los bienes o 
calidad de los servicios, en perjuicio de las 
personas, será sancionado con prisión de 
seis (06) meses a dos (02) años.

Adicionalmente la Superintendencia Na-
cional para la Defensa de los Derechos So-
cioeconómicos, podrá imponer la sanción 
de suspensión del Registro Único, en los 
términos previstos en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica, 
y desarrollados en su reglamento.

Alteración Fraudulenta de Precios
Artículo 68. Quien difunda por cualquier 
medio, noticias falsas, emplee violencia, 
amenaza, engaño o cualquier otra ma-
quinación para alterar los precios de los 
bienes o servicios, será sancionado con 
prisión de dos (02) a seis (06) años.

Corrupción entre Particulares
Artículo 69. Quien por sí o por persona 
interpuesta prometa, ofrezca o conceda a 
directivos, administradores, empleados o 
colaboradores de empresas, sociedades, 
asociaciones, fundaciones u organizacio-
nes, un beneficio o ventaja de cualquier 
naturaleza, para que le favorezca a él o a 
un tercero frente a otros, incumpliendo 
sus obligaciones en la adquisición o venta 
de mercancías o en la prestación de servi-
cios, será castigado con la pena de prisión 
de dos (02) a seis (06) años.

Con la misma pena será castigado el di-
rectivo, administrador, empleado o co-
laborador, que por sí o por persona in-

terpuesta, reciba, solicite o acepte dicho 
beneficio o ventaja.

Adicionalmente la Superintendencia Na-
cional para la Defensa de los Derechos So-
cioeconómicos, podrá imponer la sanción 
de suspensión del Registro Único, en los 
términos previstos en el presente Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgá-
nica, y desarrollados en su Reglamento.

Circunstancias Agravantes 
y Atenuantes

Artículo 70. Sin perjuicio de lo contem-
plado en el Código Penal, se consideran 
circunstancias agravantes que aumentan la 
pena de un tercio a la mitad, las siguientes:

1. �Sean cometidas por funcionaria o fun-
cionario en el curso o con motivo de su 
actividad funcionarial. 

2. �Sean cometidos abusando de la posi-
ción de dominio en un determinado 
mercado. 

3. �Sean cometidos en circunstancias de esca-
sez, desastre, alarma pública o calamidad. 

4. Ocasionen grave daño a la colectividad. 

5. �Creen zozobra o pánico en la colectividad. 

6. �Afecte a múltiples víctimas. 

7. �Sean cometidos al amparo de una em-
presa o corporación, o grupos de em-
presas o corporaciones. 

8. �Sean cometidos utilizando mecanismos 
para ocultar o evadir su responsabili-
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dad ante los hechos, que obliguen a las 
autoridades utilizar medios especiales 
para levantar el velo corporativo. 

9. �Sean cometidos utilizando para ello 
operaciones fraudulentas o ficticias. 

Sin perjuicios de las contempladas en el 
Código Penal se consideraran circunstan-
cias atenuantes que reduce la pena de un 
tercio a la mitad, las siguientes:

1. ��Haber confesado la infracción a las au-
toridades competentes. 

2. �Haber colaborado en la investigación 
del hecho punible aportando pruebas, 
en cualquier momento del proceso, que 
fueran nuevas y decisivas para esclare-
cer las responsabilidades penales que 
emanen de los hechos.

3. �Haber procedido en cualquier momento 
del procedimiento a reparar o disminuir el 
daño causado por el delito, con anterio-
ridad al acto conclusivo correspondiente.

4. �Haber establecido, antes del comienzo 
del juicio oral, medidas eficaces para 
prevenir y descubrir los delitos que en 
el futuro pudieran cometerse con los 
medios o bajo la cobertura de la per-
sona jurídica.

Responsabilidad Penal
Artículo 71. Los socios, así como los 
miembros de los órganos de dirección, 
administración, gestión y vigilancia de las 
personas jurídicas, serán personalmente 
responsables cuando se demuestre que 
los delitos establecidos en este capítulo 

fueron cometidos con su conocimiento o 
aprobación.

Remisión Legal
Artículo 72. Sin perjuicio que puedan 
crearse jurisdicciones especiales en la 
materia, el conocimiento de los delitos 
previstos en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley Organica, corres-
ponde a la jurisdicción penal ordinaria, 
de conformidad con lo establecido en el 
Código Orgánico Procesal Penal. Lo no 
previsto en este Capítulo, se regirá por lo 
establecido en el ordenamiento jurídico 
penal vigente.

CAPÍTULO VII
Procedimiento 

Administrativo Sancionatorio

Órgano competente
Artículo 73. Corresponde a la Inten-
dencia respectiva imponer las sanciones 
administrativas que deriven de la trans-
gresión a las disposiciones de este De-
creto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica.

Apertura
Artículo 74. Cuando el sujeto de este 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica manifieste inconformidad con la 
sanción impuesta, podrá solicitar la apli-
cación del procedimiento administrativo 
establecido en el presente capítulo, de-
biendo, la funcionaria o funcionario com-
petente ordenar su apertura.

Inicio y Notificación
Artículo 75. Efectuada la apertura del 
procedimiento la funcionaria o el funcio-
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nario competente ordenará la notificación 
a aquellas personas a que hubiera lugar, 
para dar inicio al procedimiento.

Audiencia de Descargos
Artículo 76. Dentro de los tres (3) días 
hábiles siguientes al de la notificación 
referida en el artículo anterior, se fijará 
mediante auto expreso el día y hora para 
que tenga lugar la audiencia de descargos, 
dentro de un plazo no mayor a cinco (5) 
días hábiles siguientes.

En la audiencia de descargos, la presunta 
infractora o el presunto infractor podrá, 
bajo fe de juramento, presentar sus defen-
sas, negar o admitir los hechos que se le 
atribuyen de manera escrita u oral, y pro-
mover y exhibir las pruebas que estime 
pertinentes.

De la audiencia de descargos se levantará 
acta en la cual se expresen los argumentos de 
defensa expuestos por la presunta infractora 
o el presunto infractor, así como cualquier in-
cidencia ocurrida durante la audiencia.

Acta de Conformidad
Artículo 77. Si durante la audiencia de 
descargos la funcionaria o el funcionario 
competente para conocer del asunto, so-
bre la base de los argumentos expuestos 
por la presunta infractora o el presunto 
Infractor, o de las pruebas exhibidas por 
éste, estimase que los hechos o circuns-
tancias no revisten carácter ilícito o no le 
fueren imputables, se levantará Acta de 
Conformidad, la cual podrá extenderse 
en presencia del interesado o su repre-
sentante, o enviarse por correo público o 
privado con acuse de recibo.

Dicha acta de conformidad pondrá fin al 
procedimiento.

Aceptación de los Hechos
Artículo 78. Si en la audiencia de des-
cargos la presunta infractora o el presun-
to infractor aceptare todos los hechos 
que le son imputados, se tendrá como 
atenuante, y la funcionaria o el funciona-
rio competente para conocer del asunto 
procederá a dejar constancia de ello, y 
se emitirá el acto conclusivo en el cual se 
impondrán las sanciones a que hubiere lu-
gar conforme a lo previsto en el presente 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica.

El acto conclusivo dictado conforme lo 
establecido en el presente artículo pondrá 
fin al procedimiento.

Descargo Parcial
Artículo 79. Cuando de la audiencia de 
descargos resulte la admisión parcial de 
los hechos o, la funcionaria o funcionario 
competente declare la conformidad parcial 
sobre algunos de ellos, procederá a emitir 
un acta de descargo parcial, en la cual dife-
renciará con claridad los hechos reconoci-
dos por la presunta infractora o el presun-
to infractor, así como aquellos respecto de 
los cuales declara su inconformidad.

En el acta de descargo parcial se declarará la 
terminación del procedimiento respecto de los 
hechos reconocidos y de aquellos sobre los 
cuales se hubiere declarado la conformidad.

Los hechos no reconocidos continuarán el 
procedimiento conforme el artículo siguiente.
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Lapso Probatorio
Artículo 80. Cuando no haya concluido 
el procedimiento en la audiencia, se iniciará 
al día siguiente, un lapso de cinco (5) días 
hábiles para la evacuación de las pruebas 
que hayan sido promovidas en la misma, 
o cualquier otra que considere pertinente la 
persona objeto del procedimiento.

La funcionaria o el funcionario competen-
te podrá acordar una única prórroga de 
hasta diez (10) días hábiles más el térmi-
no de la distancia, en aquellos casos de 
especial complejidad, a fin de que puedan 
practicarse otras pruebas o ensayos que 
juzgue conveniente.

Vencido el plazo a que refiere el encabezado 
del presente artículo, o el de su prórroga, 
de ser el caso, el funcionario o funcionaria 
actuante podrá ordenar la preparación o 
evacuación de cualquier otra prueba, que 
considere necesaria para el mejor esclare-
cimiento de los hechos.

En los asuntos de mero derecho se pres-
cindirá del lapso probatorio dispuesto en 
el presente artículo, de oficio o a petición 
de parte.

Reglas Sobre Pruebas
Artículo 81. En el procedimiento esta-
blecido en el presente Capítulo, podrán 
invocarse todos los medios de prueba, 
observando en particular las siguientes 
reglas:

1. �Sólo podrán solicitarse experticias para 
la comprobación o apreciación de he-
chos que exijan conocimientos técnicos 
o científicos especializados. A tal efecto 

deberá indicarse con toda precisión los 
hechos y elementos objeto de experticia.

2. �Para la designación de expertos, se pre-
ferirá la designación de un experto único 
por consenso entre el órgano actuante y 
la interesada o el interesado, pero de no 
ser ello posible, cada parte designará un 
experto y convendrán la designación de 
un tercer experto de una terna propuesta 
por el órgano competente.

Los costos de la experticia incluyendo los 
honorarios del experto o los expertos, se-
gún sea el caso, correrán por cuenta de la 
parte que la solicite.

1. �No se valorarán las pruebas manifies-
tamente impertinentes o ilegales, las 
cuales deberán rechazarse al decidirse 
el acto o recurso que corresponda.

2. �Cuando se trate de pruebas de laborato-
rio, el órgano competente notificará a los 
interesados, con antelación suficiente, el 
inicio de las acciones necesarias para la 
realización de las pruebas de laboratorio 
que hubieren sido admitidas.

En la notificación se indicará, lugar, fecha y 
hora en que se practicará la prueba, con la 
advertencia, en su caso, de que el interesa-
do pueda nombrar técnicos que le asistan. 
En este supuesto, la funcionaria o el funcio-
nario podrá extender los plazos dependien-
do de la complejidad de la prueba.

Cuando se requiera la realización de en-
sayos, pruebas, inspecciones de produc-
tos o servicios, según sea el caso, para 
la comprobación de las infracciones, las 
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inspecciones o tomas de muestras podrán 
practicarse en los centros de producción, 
en los establecimientos dedicados a la co-
mercialización de bienes o a la prestación 
de servicio y en los recintos aduanales y 
almacenes privados de acopio o de bienes.

A tal efecto, los responsables de dichos lu-
gares deberán prestar la colaboración ne-
cesaria a los fines de la realización de éstas.

Aseguramiento de la decisión
Artículo 82. En cualquier grado y esta-
do del procedimiento, la funcionaria o el 
funcionario que conozca del respectivo 
asunto podrá decretar las medidas pre-
ventivas establecidas en el Capítulo ante-
rior cuando, a su juicio, exista un riesgo 
fundado de que la decisión que resuelva 
dicho asunto no pueda realizarse.

Así mismo, podrá decretar la revocatoria, 
suspensión o modificación de las medidas 
preventivas que hubieren sido dictadas 
cuando, a su juicio, hayan desaparecido 
las condiciones que justificaron su proce-
dencia y el levantamiento o modificación 
de la medida no pudiere afectar la ejecu-
ción de la decisión que fuere dictada.

Terminación del Procedimiento
Artículo 83. Vencido el plazo estableci-
do para el lapso probatorio, la funcionaria 
o el funcionario competente dispondrá de 
un plazo de diez (10) días continuos para 
emitir la decisión, prorrogable por diez 
(10) días más, cuando la complejidad del 
asunto lo requiera.

Acto Conclusivo
Artículo 84. Terminado el procedimien-
to el funcionario competente dictará la 
decisión mediante un acto redactado en 
términos claros, precisos y lacónicos, sin 
necesidad de narrativa, ni transcripciones 
de actas, ni documentos que consten en el 
expediente, y en el cual deberá indicarse:

1. Lugar y fecha de emisión.

2. �Identificación de las partes en el 
procedimiento.

3. �Hechos u omisiones constatados, bienes 
objeto del procedimiento y métodos apli-
cados en la inspección o fiscalización.

4. �Hechos reconocidos parcialmente, si 
fuere el caso.

5. �Apreciación de las pruebas y de las de-
fensas alegadas.

6. Fundamentos de la decisión.	

7. �Sanciones que correspondan, según 
los casos.

8. �Recursos que correspondan contra el 
acto.

9. �Identificación y firma autógrafa del fun-
cionario competente que emite el acto, 
con indicación del carácter con que actúa.

Si del procedimiento se evidenciaran ele-
mentos que presupongan la existencia de 
la comisión de delitos de orden público, 
el acto conclusivo indicará tal circuns-
tancia, y el funcionario actuante ordenará 
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la remisión de una copia certificada del 
expediente al Ministerio Público.

Ejecución Voluntaria de la Sanción
Artículo 85. Los actos administrativos 
dictados por la funcionaria o el funciona-
rio competente, que recaigan sobre parti-
culares, deberán cumplirse de manera vo-
luntaria dentro de los tres (3) días hábiles 
siguientes a su notificación.

Notificación de multas
Artículo 86. En los casos de multa, se 
acompañará la notificación con la corres-
pondiente planilla de liquidación, a fin de 
que la infractora o el infractor proceda a 
pagar dentro de los quince días (15) con-
tinuos, contados a partir de la fecha de 
notificación. Transcurrido dicho lapso sin 
que la multa fuere pagada, la planilla de 
liquidación tendrá fuerza ejecutiva.

A partir del día siguiente del vencimiento 
del lapso para que el infractor o infracto-
ra dé cumplimiento a la sanción impues-
ta, comenzarán a causarse intereses de 
mora, calculados sobre la base de la tasa 
máxima para las operaciones activas que 
determine el Banco Central de Venezuela.

La Superintendencia Nacional para la De-
fensa de los Derechos Socioeconómicos 
tramitará de forma inmediata al incumpli-
miento de la sanción, el cobro judicial de 
las multas no pagadas por los sujetos de 
aplicación, a través del procedimiento bre-
ve previsto en la ley que regula la jurisdic-
ción contencioso administrativa.

Ejecución Forzosa
Artículo 87. Cuando la ejecución vo-
luntaria a que refiere el artículo anterior 
no se realizare, la Superintendencia Na-
cional para la Defensa de los Derechos 
Socioeconómicos procederá a su ejecu-
ción forzosa.

Cuando la decisión declare la sanción de 
comiso y éste haya sido ejecutado previa-
mente como medida preventiva, se con-
siderará que ha operado la ejecución del 
acto, sin que sea necesario ordenar nue-
vamente su ejecución.

Excepción a los beneficios 
procesales 

Artículo 88. Los delitos de especula-
ción, acaparamiento, boicot y contraban-
do no serán objeto de beneficios ni en 
los procesos judiciales, ni en el cumpli-
miento de la pena.

Dado en Caracas, a los dieciocho días 
del mes de noviembre de dos mil cator-
ce. Años 204° de la Independencia, 155° 
de la Federación y 15º de la Revolución 
Bolivariana.

Cúmplase,
(L.S.)
NICOLÁS MADURO MOROS
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